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Señores:
JUZGADO SESENTA Y SEIS (66) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


MEDIO DE CONTROL: 	REPARACIÓN DIRECTA
DEMANDANTES: 		ALBA PRISCILA BELTRÁN GARCÍA y OTROS 
DEMANDADO: 		GISAICO S.A., Y OTROS
RADICADO: 			110013343066-2020-00176-00
ASUNTO: 	CONTESTACIÓN DEMANDA Y LLAMAMIENTO EN GARANTÍA 


GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, vecino de Cali, identificado con cédula de ciudadanía No. 19.395.114 expedida en Bogotá D.C., abogado en ejercicio y portador de la tarjeta profesional No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi calidad de apoderado especial de COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. (CONFIANZA), sociedad legalmente constituida, identificada con el NIT 860070374-9, con domicilio principal en la ciudad de Bogotá D.C., conforme se acredita con el certificado de existencia y representación legal que se adjunta, y el memorial poder. Encontrándome dentro del término legal, comedidamente procedo en primer lugar a CONTESTAR LA DEMANDA formulada por la señora Alba Priscila Beltrán García y otros en contra GISAICO S.A., CONCESIONARIA VIAL DE LOS ANDES – COVIANDES S.A.S., y otros, y en segundo a CONTESTAR EL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA formulado por estos últimos en contra de mi poderdante, en la misma forma y orden en que fueron planteados los hechos y las pretensiones para que en el momento en que se vaya a definir el litigio se tenga en cuenta las precisiones aquí presentadas, anticipando que me opongo a la prosperidad de las pretensiones sometidas a consideración de su despacho, en mérito con lo que se consigna en los acápites siguientes:


I. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR ESTE ESCRITO

Teniendo en cuenta que la notificación personal del auto del 25 de abril de 2024 que admitió el llamamiento en garantía formulado por GISAICO S.A., y COVIANDES S.A.S., frente a mi mandante se realizó por parte del despacho mediante correo electrónico el día 17 de julio del mismo año, que otorgó el término de 15 días para contestar, los cuales por disposición expresa de la Ley 2080 de 2021, se cuentan una vez transcurridos dos (2) días hábiles siguientes a la notificación, dicho término comenzó su decurso a partir del día 22 de julio del corriente año. De allí que el término para presentar este escrito transcurre durante los días 22, 23, 24, 25, 26, 29, 30 y 31 de julio, y 1, 2, 5, 6, 8, 9 y 12 de agosto de 2024. Lo anterior, sin perjuicio de que dicha providencia no se encuentra ejecutoriada por ser sujeto de recurso de reposición instaurado por este extremo. En ese orden de ideas, se colige que este acto procesal es oportuno.


II. CUESTIÓN PREVIA: SOLICITUD DE DICTAR SENTENCIA ANTICIPADA POR ENCONTRARSE CONFIGURADA LA PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES DERIVADAS DEL CONTRATO DE SEGURO FRENTE A COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S.A., Y LA CADUCIDAD DEL MEDIO DE CONTROL

1. POSIBILIDAD DE DICTAR SENTENCIA ANTICIPADA:

Con el fin de estabilizar las situaciones jurídicas y acabar con la incertidumbre del despacho y las partes en litigio, el legislador estableció la sentencia anticipada como una posibilidad de terminar el proceso, bien para una de las partes o para la totalidad de ellas, y siendo que para el presente caso por existir la configuración de la caducidad del medio de control, es viable que el despacho profiera sentencia anticipada para todos los extremos de la Litis, sin perjuicio de que también se encuentra configurada la prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro fundamento del llamamiento en garantía de GISAICO S.A., y COVIANDES S.A.S., frente a la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A., (en adelante Seguros Confianza S.A.), situación que permite dictar sentencia anticipada para mi representada aun si la judicatura desestima la caducidad. 

La sentencia anticipada es una figura que se encuentra actualmente regulada en el artículo 278 del Código General del Proceso (en adelante CGP), con el fin de dar mayor celeridad a los procesos judiciales, dictándose fallo de fondo sin tener que agotar todas las etapas procesales, para brindar una solución pronta a los litigios. 

En este artículo se establece que: 

(…) En cualquier estado del proceso, el juez deberá dictar sentencia anticipada, total o parcial, en los siguientes eventos: 1. Cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del juez. 2. Cuando no hubiere pruebas por practicar. 3. Cuando se encuentre probada la cosa juzgada, la transacción, la caducidad, la prescripción extintiva y la carencia de legitimación en la causa.[footnoteRef:1]  [1:  Numerales 1-3, inciso 3, Art. 278, CGP.] 


A su turno, mediante la Ley 2080 de 2021, por medio de la cual se reformo y adicionó el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se introdujo al proceso contencioso administrativo la figura de la sentencia anticipada de la siguiente forma:

ARTÍCULO 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 

(…) 3. En cualquier estado del proceso, cuando el juzgador encuentre probada la cosa juzgada, la caducidad, la transacción, la conciliación, la falta manifiesta de legitimación en la causa y la prescripción extintiva.

Sobre la nueva normatividad, el H. Consejo de Estado ha tenido la oportunidad de mencionar lo siguiente:

En el presente asunto, una vez adecuada la demanda al medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, hay lugar a dictar sentencia anticipada para emitir pronunciamiento sobre la excepción de caducidad del referido medio de control, razón por la cual, en consonancia con lo señalado por el parágrafo del precitado artículo 182 A del CPACA, se correrá traslado a las partes para alegar de conclusión. Al efecto esta Sección ha explicado[footnoteRef:2]: [2:  Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Auto del 7 de julio de 2021.] 


“(…) De la lectura de la norma se desprende que la posibilidad de emitir sentencia anticipada se encuentra circunscrita a los siguientes supuestos: (i) antes de la audiencia inicial, (ii) en cualquier estado del proceso cuando se presente petición en ese sentido de las partes, iii) cuando el juez lo estime de oficio dada la existencia de una de las excepciones que se enlista en el numeral 3, y (iii) cuando surja de manifestación de allanamiento o transacción.

En cuanto al numeral 3, de presentarse esos eventos, se deberá correr traslado a las partes para alegatos de conclusión y se dictará el fallo en los términos del inciso final.

Ahora bien, lo anterior debe leerse en concordancia con lo señalado en el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA que estableció que, en los casos en que se vayan a declarar fundadas las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se hará mediante sentencia anticipada. Es decir, se estableció un requisito indispensable para que se pueda dar trámite a la sentencia anticipada, esto es, que alguna de estas excepciones se vaya a declarar fundada. Lo anterior tiene sentido dado que el efecto procesal de encontrar fundada alguna de estas excepciones es la terminación del proceso, ya sea porque el demandante no podía ejercer el derecho de acción o porque el juez no puede pronunciarse sobre un tema que ya fue resuelto por las partes o mediante providencia judicial.

Para explicar este punto, resulta procedente recordar cómo la jurisprudencia y el ordenamiento legal ha definido los efectos de cada una de estas excepciones. (…)

En cuanto a la caducidad y la legitimación en la causa, son unos presupuestos procesales del derecho de acción. El primero hace referencia al ejercicio del medio de control dentro de los plazos fijados por la ley, el segundo es un elemento sustancial relacionado con la calidad o el derecho que tiene una persona, como sujeto de la relación jurídica sustancial, para formular o para contradecir las pretensiones de la demanda (…)[footnoteRef:3] (Énfasis añadido). [3:  Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Primera. Sentencia del 17 de marzo de 2023. Consejero Ponente: Oswaldo Giraldo López. Radicado No. 11001-03-24-000-2018-00233-00.] 


Con fundamento en lo citado, es necesario afirmar, en primer lugar, que más allá de una facultad del juez, es un deber dictar sentencia anticipada si se cumplen cualquiera de las tres hipótesis anteriormente enlistadas. Sin embargo, cuando se afirma por la norma que la sentencia anticipada puede proferirse en cualquier estado del proceso, será preciso distinguir las diferentes etapas en las que un juez puede emitir fallo, pues no en todas habrá sentencia anticipada en estricto sensu. 

En la etapa inicial del proceso podría haber sentencia anticipada, siempre y cuando ya se haya trabado la litis, es decir, se haya presentado una demanda y una contestación y el juez tenga claro quiénes son los extremos activo y pasivo de la relación jurídico-procesal, cuáles son las pretensiones que se plantean y cuáles son los fundamentos fácticos que las sustentan. De otra parte, si el proceso está en curso sólo se podría hablar de sentencia anticipada si aún no ha finalizado la etapa de práctica y contradicción de los medios de prueba, pues si esta etapa ya se surtió no hablaríamos de un fallo anticipado sino de un fallo ordinario, en tanto  el juez ya podrá emitir sentencia con fundamento en unos supuestos jurídicos y en unos supuestos fácticos que halló probados.

Entonces, es perfectamente viable dictar sentencia anticipada cuando quiera que se encuentren acreditadas las circunstancias que establece el artículo 182A, entre ellas, por ejemplo, cuando se encuentre acreditada la caducidad y la prescripción, lo que sucede en el caso concreto y que pasa a sustentarse:


1.1. LA PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES DERIVADAS DEL CONTRATO DE SEGURO CONTENIDO EN LA PÓLIZA No. 05-RO064699.

En el caso bajo estudio, se ha configurado la prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro frente a Aseguradora de Fianzas S.A., pues de los hitos procesales se tiene que las entidades que llamaron en garantía, esto es, GISAICO S.A., y COVIANDES S.A.S., han superado el término ordinario para ejercer la acción perdiendo con ello dicho derecho. En ese orden de ideas, para sustentar lo expuesto se realizará un breve análisis normativo, doctrinario y jurisprudencial sobre el tema en cuestión.

Así, tenemos que según lo dispuesto en el artículo 1081 del Código de Comercio[footnoteRef:4] la acción derivada del contrato de seguro prescribe ordinaria o extraordinariamente para lo cual, en el primer caso, el término de prescripción será de dos (2) años contados desde el momento en que el interesado haya tenido o debió tener conocimiento del hecho que origina la acción, y en el segundo, tal término será de cinco (5) años, que correrá contra toda clase de personas y empezará a contarse desde el momento en que nace el respectivo derecho. [4:  Sobre cuyo alcance se pronunció Subsección Tercera, Subsección B, en sentencia de 2 de marzo de 2022, exp. 48.975 MP Fredy Ibarra Martínez, con aclaración de voto del magistrado Martín Bermúdez Muñoz sobre la contabilización de la prescripción en el caso concreto que se resolvió.] 


El texto de la norma citada es el que sigue:

Artículo 1081.- Prescripción de acciones. La prescripción de las acciones que se derivan del contrato de seguro o de las disposiciones que lo rigen podrá ser ordinaria o extraordinaria.

La prescripción ordinaria será de dos años y empezará a correr desde el momento en que el interesado haya tenido o debido tener conocimiento del hecho que da base a la acción.

La prescripción extraordinaria será de cinco años, correrá contra toda clase de personas y empezará a contarse desde el momento en que nace el respectivo derecho.

Estos términos no pueden ser modificados por las partes. (Énfasis propio).

En esa dirección, la doctrina nacional precisa los siguientes aspectos acerca del contenido y alcance del artículo 1081 del Código de Comercio, específicamente en cuanto tiene que ver con la persona en contra de quien opera la prescripción y la forma de contabilización del término fijado por el legislador para la configuración de dicho fenómeno jurídico:

Para el cabal entendimiento de este artículo es preciso comprender claramente lo que quiso sentar en el inciso segundo de la disposición y establecer qué significan las expresiones ‘el interesado’ y ‘hecho que da base a la acción’.
 
Iniciando el análisis de la norma, es necesario tener presente que por ‘el interesado’ debe entenderse la persona natural o jurídica que tiene la posibilidad de ser indemnizada por el asegurador con ocasión de la ocurrencia de un siniestro; en otras palabras, la persona a quien el asegurador debe pagar, y, por lo tanto, ese interesado será quien esté en posibilidad de exigir el pago de una indemnización; naturalmente, también lo será el asegurador, por cuanto resulta ostensible que el plazo de prescripción también corre a favor o en contra de este y no solo se predica de quien tiene derecho a reclamar el pago de la indemnización. (…). 

Por consiguiente, no es un interés jurídico indirecto en el contrato el que permite tipificar la calidad de interesado, sino un interés directo y de contenido económico que es el que se origina para quienes quedan vinculados al contrato.
 
La Corte Suprema de Justicia, es de esta misma opinión al afirmar que “por interesado debe entenderse quien deriva algún derecho del contrato de seguro, que al tenor de los numerales 1º y 2º del art. 1047 son el tomador, el asegurado, el beneficiario y el asegurador”, agrega que ‘estas son las mismas personas contra quienes puede correr la prescripción extraordinaria, porque no se trata de una acción pública que pueda ejercitar cualquiera’1 (…). 

La gran diferencia que existe entre las prescripción ordinaria y extraordinaria consiste en que la primera empieza a computarse únicamente desde el momento en que se conoció o debió tenerse conocimiento de la ocurrencia del siniestro, mientras que la segunda, la extraordinaria, se cuenta sólo a partir del instante en que aquel sucedió, independientemente de cualquiera otra circunstancia, y limitando siempre esta última, como ya lo hemos manifestado, a la efectividad de la primera, pues si se conoce la existencia del siniestro cinco años después de haber ocurrido, la prescripción ha operado sin atenuantes y puede alegarse con éxito, por cuanto cualquier acción derivada del contrato de seguro prescribe cinco año después de ocurrido el siniestro en lo que a las posibilidades de demandar por parte del asegurado o beneficiario concierne. (Negrillas adicionales).

Ahora bien, en cuanto a la posición sobre la aplicación de la prescripción ordinaria y extraordinaria en cada caso la Sección Tercera del Consejo de Estado ha tenido varias posiciones en las subsecciones A y B[footnoteRef:5]; sin embargo, en el presente asunto realmente el tema radica en el momento en que sucedió el siniestro y/o cuando el beneficiario o víctima conoció de ello. [5:  Al respecto, pueden consultarse las sentencias de la Sección Tercera del Consejo de Estado: i) Subsección A del 14 de junio de 2019, con ponencia del Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera, en el expediente con radicación interna no. 39363; ii) del 28 de noviembre de 2019, con ponencia de la Dra. María Adriana Marín en el expediente con radicación interna no. 36600; iii) Subsección B del 17 de marzo de 2021 con ponencia del Dr. Martín Bermúdez Muñoz en el expediente con radicación interna no. 52705.] 


Sobre ese particular aspecto, la Corte Suprema de Justicia ha puesto de presente lo siguiente:

(…) las dos clases de prescripción mencionadas “se diferencian por su naturaleza: subjetiva, la primera, y objetiva, la segunda; por sus destinatarios: quienes siendo legalmente capaces conocieron o debieron conocer el hecho base de la acción, la ordinaria, y todas las personas, incluidos los incapaces, la extraordinaria; por el momento a partir del cual empieza a correr el término de cada una: en el mismo orden, desde cuando el interesado conoció o debió conocer el hecho base de la acción y desde cuando nace el correspondiente derecho; y por el término necesario para su configuración: dos y cinco años, respectivamente” (Sent. 19 de febrero de 2002, expediente 6011). (…).

Como vemos, la norma en comento no prevé un plazo para para poner en conocimiento del asegurador la ocurrencia del siniestro[footnoteRef:6], sino que, dispone una consecuencia extintiva derivada de la inactividad del interesado en hacer efectivos los derechos derivados del contrato, lo que es congruente con los postulados  de José J. de Ossa, que aclara que la "actividad e inactividad" de los sujetos jurídicos son los presupuestos esenciales para que exista la figura de la prescripción, en tanto que traen consigo una consecuencia derivada de la falta de interés por hacer efectivos los derechos propios de aquellos. Es por esto que la prescripción extintiva se constituye como "el modo de extinguir las obligaciones y acciones personales en general, por no haberlas ejercido dentro del tiempo fijado por la ley para ello. [6:  De lo cual se ocupa el artículo 1074 ibídem.] 


Seguidamente, sobre el seguro de responsabilidad civil extracontractual, es necesario recordar que normativamente, se ha regulado el siniestro desde el artículo 1131 del Código de Comercio, el cual establece:

OCURRENCIA DEL SINIESTRO. En el seguro de responsabilidad se entenderá ocurrido el siniestro en el momento en que acaezca el hecho externo imputable al asegurado, fecha a partir de la cual correrá la prescripción respecto de la víctima. Frente al asegurado ello ocurrirá desde cuando la víctima le formula la petición judicial o extrajudicial (Negrillas y subraya fuera de texto original).

En congruencia, la respetada Corte Suprema de justicia indicó que el término prescriptivo del llamado en garantía deberá empezar a contarse a partir de la fecha en que se realiza la reclamación judicial o extrajudicial al asegurado, como se lee:

Del contenido de ese mandato refulge, sin duda, que en los seguros de responsabilidad civil, especie a la que atañe el concertado entre Flota Occidental S.A. y Axa Colpatria Seguros S.A., subsisten dos sub-reglas cuyo miramiento resulta cardinal para arbitrar cualquier trifulca de esa naturaleza. La primera, consistente en que el término de prescripción de las acciones que puede ejercer el agredido contra el ofensor corre desde la ocurrencia del “riesgo asegurado” (siniestro). Y la segunda, que indica que para la aseguradora dicho término inicia su conteo a partir de que se le plantea la petición judicial o extrajudicial de indemnización por la situación o circunstancia lesiva al tercero, no antes ni después de uno de tales acontecimientos, lo que revela el error del censurado que percibió cosa diversa.

Ello es así, sobre todo porque si la aseguradora no fue perseguida mediante acción directa, sino que acudió a la lid en virtud del llamamiento en garantía que le hizo Flota Occidental S.A. (demandada) para que le reintegrara lo que tuviera que sufragar de llegar a ser vencida, era infalible aplicar el precepto 1081 ib., en armonía con lo consagrado en el artículo 1131 ib. a efectos de constatar si la intimación se le hizo o no de forma tempestiva.

De lo antelado se infiere, con certeza, que en este evento, al estar de por medio un seguro de responsabilidad civil, pues fue en virtud de ese pacto que Flota Occidental requirió a Axa Colpatria Seguros S.A. (llamada en garantía), era, pues, impostergable establecer, con base en la citada disposición (art. 1131 ib.), desde cuándo empezó a correr el término de prescripción bienal o quinquenal de las acciones contractuales que podía ejercer la transportadora frente a la aseguradora, valga decir, si desde que los causahabientes de los fallecidos le reclamaron por vía extrajudicial ora judicialmente; ello con el fin de conocer la suerte de la excepción de prescripción que Axa Colpatria Seguros S.A., enarboló con miras a fraguar el llamado que le hizo Flota Occidental S.A., (asegurada), por ser esa, y no otra la directiva indicada para sortear tal incógnita.
 
Para reforzar lo dicho, es preciso señalar que en el ramo de los seguros de responsabilidad civil la ley no exige que el productor del menoscabo primero sea declarado responsable para que pueda repetir contra el asegurador, pues basta con que al menos se la haya formulado una reclamación (judicial o extrajudicial), ya que a partir de ese hito podrá dirigirse contra la aseguradora en virtud del contrato de seguro; luego, siendo ello así, como en efecto lo es, mal se haría al computarle la prescripción de las acciones que puede promover contra su garante desde época anterior al instante en que el perjudicado le reclama a él como presunto infractor.[footnoteRef:7] (Subrayado y negrilla fuera del texto) [7:  Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. SCT13948-2019 M.P Octavio Augusto Tejeiro.] 


Aterrizando los precitados argumentos, notamos como la prescripción aplicable al caso concreto es la ordinaria de 2 años, la cual empezó a operar para GISAICO S.A., y COVIANDES S.A.S., a partir del 22 de mayo de 2018, fecha en la cual los hoy demandantes en calidad de víctimas indirectas por primera vez formularon a los llamantes de mi representada solicitud de conciliación extrajudicial, data para la cual las sociedades tuvieron conocimiento del hecho que da base a la acción conforme a las previsiones del artículo 1081 del C.Co., y con miras a brindar claridad a la situación alegada es necesario apuntar los siguientes hitos procesales:

· Fecha de solicitud de conciliación extrajudicial a GISAICO S.A., y COVIANDES S.A.S.: 22 de mayo de 2018;
· Fecha del llamamiento en garantía por GISAICO S.A.: 10 de mayo de 2021;
· Fecha del llamamiento en garantía por COVIANDES S.A.S.; 21 de mayo de 2021.

Conforme a la anterior relación de extremos temporales, salta a la vista que el término de 2 años para la configuración de la prescripción fue superado por GISAICO S.A., y COVIANDES S.A.S., pues para GISAICO S.A., entre la solicitud de conciliación y el momento en que esta llamó en garantía a mi mandante transcurrieron 2 años y 353 días, mientras que para COVIANDES S.A.S., corrieron 2 años y 364 días. No obstante, y por las particularidades de los tiempos, se debe aplicar al computó de la prescripción el término de suspensión de la misma por lo ordenado con el Decreto Legislativo 564 del 2020 proferido en el marco de la emergencia sanitaria y ambiental del Covid-19, que interrumpió dicha prescripción desde el día 16 de marzo de 2020 y hasta el día 30 de junio de 2020, ordenando la reanudación de términos desde el 1 de julio hogaño, lo que nos lleva a determinar los siguientes extremos:

· Tiempo entre la solicitud de conciliación (22/05/2018) hasta el momento en que GISAICO S.A., llamó en garantía a Confianza S.A.: 2 años y 353 días;
· Tiempo entre la solicitud de conciliación (22/05/2018) hasta el momento en que COVIANDES S.A.S, llamó en garantía a Confianza S.A.: 2 años y 364 días;
· Tiempo de suspensión de términos por D.L. 564/2020 (16/03/2020 Hasta 30/06/2020): 107 días;

Así las cosas, encontramos que, si sustraemos los 107 días de suspensión ordenada por el D.L. 564/2020 a los 2 años y 353 días que tardó GISAICO S.A., en ejercer la acción, tendremos un total de 2 años y 246 días, mientras que si sustraemos esos mismos 107 días a los 2 años y 364 días que demoró COVIANDES S.A.S., en ejercer la acción en comento, tendremos un total de 2 años y 257 días, es decir, para las dos sociedades llamantes de Seguros Confianza S.A., han prescrito las acciones derivadas del contrato de seguro.

Entonces, se ha demostrado la prescripción alegada, y en dicho sentido resulta improcedente la afectación del contrato de seguro materializado en la Póliza No. 05-RO064699, situación que de manera ineludible brinda sustento para que la judicatura profiera sentencia anticipada desvinculando de la litis a la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A.

Finalmente, comporta aclarar que sin perjuicio de los argumentos relativos a la prescripción, resulta claro que existe una falta de legitimación en la causa por activa de COVIANDES S.A.S, y en pasiva de Seguros Confianza S.A., sobre el llamamiento en garantía que la primera formuló a la segunda con fundamento en la Póliza No. 05-RO064699, ya que COVIANDES S.A.S., no figura como tomadora, asegurada o beneficiaria, tal como se expuso en el recurso interpuesto por este extremo el día 24 de julio de 2024, de ahí que si el despacho considera que COVIANDES S.A.S., tiene derecho para llamar en garantía a mi defendida, indefectiblemente operará la prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro, y si considera lo contrario, se entiende configurada la falta de legitimación que se propondrá como excepción de mérito.


1.2. LA CADUCIDAD DEL MEDIO DE CONTROL.

Para el caso en concreto, se encuentra probado que se ha configurado la caducidad del medio de control, toda vez que el actor superó el término bienal para acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, habida cuenta que contrario a lo manifestado con el escrito de subsanación de la demanda, está acreditado fáctica y jurídicamente que el hecho dañoso y el conocimiento del mismo tuvo lugar el día 15 de enero de 2018, fecha en la que el señor Jorge Ramiro Beltrán García (Q.E.P.D.), perdió la vida a raíz del desplome de la obra conocida como “Puente Chirajara”, de ahí que a 11 de agosto de 2020, cuando se radicó la demanda ya había operado la caducidad

En ese orden de ideas, es preciso realizar un estudio normativo, jurisprudencial e inclusive doctrinario con miras a ser aterrizado al asunto que nos convoca conforme a los hechos probados que acreditan la sanción de caducidad y de suyo, la posibilidad de dictar sentencia anticipada.

Así las cosas, el Honorable Consejo de Estado ha definido la caducidad[footnoteRef:8] como el fenómeno jurídico en virtud del cual el administrado pierde la facultad de accionar ante la jurisdicción por no haber ejercido su derecho dentro del término que señala la ley. Ello ocurre cuando el término concedido por el legislador para formular una demanda vence sin que se haya hecho ejercicio del derecho de acción. Dicho término está edificado sobre la conveniencia de señalar un plazo objetivo, invariable, para que quien considere ser titular de un derecho opte por accionar o no hacerlo en aras de la seguridad jurídica. [8:  Auto de 3 de agosto de 2006. C.P. Alier Eduardo Hernández Enriquez. Radicación número: 52001-23-31-000- 2005-01660-01(32537)] 


De igual modo, la alta corporación ha manifestado que las normas de caducidad se fundan en el interés general que comporta el que los litigios no persistan en el tiempo, en desmedro de la convivencia pacífica y que las entidades públicas puedan definir las gestiones y las políticas estatales en la materia. Entonces, es la parte interesada quien debe impulsar el litigio oportunamente, es decir, en el plazo fijado por la norma, so pena de perder la posibilidad de accionar ante la jurisdicción.

Como se aprecia, las normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar en todo ordenamiento, en el sentido de impedir que situaciones permanezcan en el tiempo, sin que sean definidas judicialmente. En otros términos, el legislador establece unos plazos razonables para que las personas, en ejercicio de un determinado medio y, con el fin de satisfacer una pretensión específica, acudan a la jurisdicción a efectos de que el respectivo litigio o controversia, sea definido con carácter definitivo por el juez competente. En tal sentido, es la propia ley la que asigna una carga[footnoteRef:9] para que, ante la materialización de un determinado hecho, los interesados actúen con diligencia en cuanto a la reclamación efectiva de sus derechos, sin que las partes puedan convenir en su desconocimiento, modificación o alteración. [9:  “(…) durante la marcha del proceso son innumerables las ocasiones en que corresponde a la parte ejercitar determinado acto, cuya omisión le traerá la pérdida de una oportunidad procesal; es lo que se denomina cargas procesales.” DEVIS Echandía, Hernando “Teoría General del Proceso”, Ed. Universidad Editores, Buenos Aires, Pág. 44.] 


En ese sentido, el máximo órgano de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, en la Sentencia con Rad. 68001-23-31-000-1999-01452-01(41186) M.P. Stella Conto Díaz del Castillo, con relación a la caducidad indicó:

(…) La presentación oportuna constituye uno de los presupuestos procesales para el ejercicio de la acción, en tanto el término de caducidad permite racionalizar su ejercicio y limita el acceso a la justicia, para darle estabilidad a las relaciones jurídicas. La caducidad no se suspende ni interrumpe por ningún motivo, su causación es objetiva sin consideración a las partes. Es así como la doctrina y la jurisprudencia la han considerado como un fenómeno jurídico procesal a través del cual el legislador, en uso de su potestad de configuración normativa, limita en el tiempo el derecho para acceder a la jurisdicción, con el fin de obtener pronta y cumplida justicia. Es una figura de orden público lo que explica su carácter irrenunciable y la posibilidad de ser declarada de oficio, por parte del juez, cuando verifique su ocurrencia. (…). (Negrilla propia).

Normativamente, el literal i) del numeral 2 del artículo 164 de la Ley 1437, señala que: “cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia”. (Énfasis añadido).

Sobre la interpretación del transcrito artículo el Consejo de Estado, en caso de muerte y lesiones imputables al Estado, en sentencia del 3 de abril de 2013, radicada bajo el interno No. 26437, con ponencia del entonces consejero Mauricio Fajardo Gómez, enseña lo siguiente:

(…) Para la Sala resulta evidente que la interpretación de la regla consagrada en el artículo 136 del C.C.A., según la cual la caducidad de la acción de reparación opera al cabo de transcurridos “dos (2) años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa”, se debe entender en el sentido de la concurrencia de dos situaciones: el acaecimiento del hecho y el conocimiento por parte de la persona que considera afectados sus derechos por el hecho, omisión u operación administrativa.

En caso de que ambas situaciones se presenten de manera concomitante, el término de caducidad se contará a partir de la ocurrencia; en caso contrario se deberá tener en cuenta la fecha en la cual la presunta víctima hubiere tenido conocimiento del hecho, omisión u operación administrativa.

De esta regla general la jurisprudencia ha derivado algunas subreglas –que se expondrán a título enunciativo– atinentes al momento a partir del cual puede considerarse que la supuesta víctima tuvo conocimiento del hecho dañoso, es decir, momento a partir del cual el daño se consolidó: i) en caso de falla del servicio médico-asistencial, el término de caducidad se contará a partir del diagnóstico definitivo; ii) en materia de falla del servicio judicial, el plazo para que opere el fenómeno de la caducidad empieza a correr a partir de la ejecutoria de la providencia que deja sin fundamento jurídico la medida de privación de la libertad o que ordena el levantamiento de las medidas cautelares sobre bienes muebles e inmuebles; iii) cuando la demanda de reparación directa tiene por objeto la declaratoria de responsabilidad patrimonial del Estado por actos que constituyan desaparición forzada, el término de caducidad comenzará a contarse a partir de la aparición de la persona o desde la fecha de ejecutoria de la correspondiente sentencia penal, tal como lo establece el artículo 7 de la Ley 589 de 2000; iv) en materia de ocupación de bienes inmuebles, el término de caducidad de la acción comenzará a transcurrir desde el momento en que finalice la obra pública o desde la inscripción de la limitación al derecho de propiedad en el correspondiente folio de matrícula inmobiliaria; y, v) en punto a la caducidad de la acción de grupo, el término se contará a partir del conocimiento del daño por parte de la víctima o desde que la actividad dañosa haya cesado, lo cual se deberá determinar en cada caso concreto para los integrantes del grupo.

De la misma manera, el cómputo del término de caducidad debe partir de la distinción fundamental entre daño continuado y daño instantáneo, teniendo en cuenta que no se puede confundir la ocurrencia del daño con la proyección de sus efectos en el tiempo. Lo anterior no obsta para que el Juez de lo Contencioso Administrativo determine, a la luz de los hechos que le son presentados en la demanda, el momento en que la víctima tuvo conocimiento del hecho dañoso (…)[footnoteRef:10]. (Negrillas fuera del texto original). [10:  Radicación número: 52001-23-31-000-1999-00959-01(26437), C.P. Mauricio Fajardo Gómez.] 


Este fallo fue dictado en vigencia el C.C.A.; aunque la interpretación jurídica que ha realizado la jurisprudencia sobre el artículo 243 del C.P.A.C.A., en particular, las variables para tener en cuenta al momento de contabilizar los términos de caducidad siguen idénticos a los que traía la codificación citada. De allí que, son aplicables los criterios que de tiempo atrás ha desarrollado el Alto Tribunal, en torno al tema en comento.

Congruentemente y de antaño, con providencia del 3 de marzo de 2010[footnoteRef:11], la Alta Corporación sostuvo que el término de caducidad se empieza a contar a partir del acaecimiento del hecho u omisión, independientemente que el daño o perjuicio se prolongue en el tiempo, como pasa a citarse: [11:  Auto de 3 de marzo de 2010 C.P. Dr. Mauricio Fajardo. Radicación número: 13001-23-31-000-2008- 00568-01(37268)] 


… Ahora bien, es menester precisar que el hecho dañoso puede darse de forma instantánea o modulada en el tiempo, es decir, puede agotarse en un único momento o presentarse de forma reiterada o continuada en el tiempo pero, independientemente de la forma en la que se exterioriza dicha actuación, el término de caducidad inicia una vez haya tenido ocurrencia la causación del daño, por tanto, desde el momento en que se presentó el daño irrogado al patrimonio de la víctima debe computarse el término de caducidad de la acción, es decir, al momento en el cual la actuación específica causó el daño cuya indemnización se reclama. Lo anterior obedece por cuanto desde ese primer momento en que se causó el perjuicio, la víctima puede acudir a la administración de justicia para solicitar el restablecimiento del derecho correspondiente.

De otra manera, existirían situaciones en las cuales el término de caducidad nunca iniciaría, cuestión que daría lugar a la indeterminación de tales situaciones jurídicas, en contra de la seguridad jurídica de los sujetos procesales y de su debido proceso, comoquiera que el ejercicio de su derecho de defensa se vería extendido indefinidamente. Aun cuando se trate de una actuación dañosa cuyas consecuencias perjudiciales permanecen en el tiempo, la caducidad no se extiende indefinidamente, sino que opera desde el mismo momento en que ésta ocurra, es decir, cuando efectivamente se haya inferido el daño (Negrilla propia). 

Por otra parte, los artículos 20 y 21 de la Ley 640 de 2001, “Por la cual se modifican las normas relativas a la conciliación y se dictan otras disposiciones”, aplicable para el momento en que los actores radicaron la solicitud de conciliación, y que operan para el sub-lite, disponen:

ART.20 si de conformidad con la ley el asunto es conciliable, la audiencia de conciliación extrajudicial en derecho deberá intentarse en el menor tiempo posible y, en todo caso, tendrá que surtirse dentro de los tres (3) meses siguientes a la presentación de la solicitud. Las partes por mutuo acuerdo podrán prolongar este término. La citación a la audiencia deberá comunicarse a las partes por el medio que el conciliador considere más expedito y eficaz indicando sucintamente el objeto de la conciliación e incluyendo la mención a las consecuencias jurídicas de la no competencia.

“ART. 21 Suspensión de la prescripción o de la caducidad. La presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que el acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o hasta que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 20 de la presente ley o hasta que se venza el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. Esta suspensión operará por una sola vez y será improrrogable. (Se resalta).

En igual sentido, sobre la suspensión del término de caducidad, el Decreto 1716 de 2009 “por el cual se reglamenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, el artículo 75 de la Ley 446 de 1998 y el capítulo V de la Ley 640 de 2001”, aplicable para el momento en que los demandantes radicaron la solicitud de conciliación, establece:

Artículo 3°.Suspensión del término de caducidad de la acción. La presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial ante los agentes del Ministerio Público suspende el término de prescripción o de caducidad, según el caso, hasta: 
  
a) Que se logre el acuerdo conciliatorio, o   
b) Se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2° de la Ley 640 de 2001, o   
c) Se venza el término de tres (3) meses contados a partir de la presentación de la solicitud; lo que ocurra primero. 
  
En caso de que el acuerdo conciliatorio sea improbado por el juez o magistrado, el término de caducidad suspendido con la presentación de la solicitud de conciliación se reanudará a partir del día hábil siguiente al de la ejecutoria de la providencia correspondiente. La improbación del acuerdo conciliatorio no hace tránsito a cosa juzgada. 
  
Parágrafo único. Las partes por mutuo acuerdo podrán prorrogar el término de tres (3) meses consagrado para el trámite conciliatorio extrajudicial, pero en dicho lapso no operará la suspensión del término de caducidad o prescripción. (Negrilla propia).

A su tono, debe recordarse que eventos como la vacancia judicial, receso de semana santa y el curso de días feriados, no interrumpen el curso del término de caducidad, tal como lo ha sostenido el Honorable Consejo de Estado en providencia del 14 de agosto de 2013[footnoteRef:12], que reza: [12:  Consejo de Estado. Sección Cuarta. Rad. 54001-23-33-000-2013-00013-01 (20011)] 


Sobre la suspensión del término de caducidad, la Corporación se pronunció en auto del 28 de octubre de 2010, con ponencia del Magistrado, Doctor Rafael E. Ostau de Lafont Pianeta, dentro del expediente radicado bajo el número 2009- 00078, así:

“En tal orden, cuando se trate de contabilizar el término a partir del cual ocurre el fenómeno de la caducidad de la mentada acción, debe seguirse la regla del cómputo de meses, es decir, que en ella no se excluyen los días de interrupción de vacancia judicial o los que por cualquier otra causa el despacho se encuentre cerrado, por ejemplo la suspensión del servicio de administración de justicia, a menos que el término se venza en uno de ellos, caso en el cual el plazo se extenderá hasta el primer día hábil siguiente..”

Consecuente con lo anterior, ni el cese de actividades ni la vacancia judicial, interrumpen el término de caducidad para ejercer el medio de control, diferente es que el plazo expire cuando el Despacho se encuentre cerrado, caso en el cual el término se prorroga hasta el primer día hábil siguiente. (Negrilla propia).

Con mérito al sustento doctrinario, jurisprudencial y normativo que se acaba de abordar, es como se demostrará conforme a los hechos que están probados, que el fenómeno de la caducidad ha operado. En dicho sentido, es imperioso relacionar los siguientes hitos:

.- EL HECHO DAÑOSO:

Como lo hemos venido sosteniendo y es totalmente apreciable por el despacho y las partes en litigio, el hecho demandado deviene del fallecimiento del señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.), acaecido el día 15 de enero de 2018, como lo manifestó la parte actora en los hechos 8 y 9 del escrito de demanda, y se vislumbra:
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Lo anterior, es soportable con el propio registro civil de defunción del señor Beltrán, aportado por el extremo demandante, en el cual se puede avizorar sobre la fecha del deceso con toda claridad lo siguiente:

[image: ]

Ahora bien, sobre el conocimiento del hecho dañoso, es claro que la parte demandante lo tuvo el día 15 de enero de 2018, y no como lo manifiesta en la subsanación de la demanda, esto es, el 15 de enero de 2019, supuestamente por un comunicado de prensa emitido por la Fiscalía General de la Nación, y esto perfectamente deducible con sustento a la solicitud de conciliación extrajudicial que correspondió por reparto a la Procuraduría Novena Judicial II Para Asuntos Administrativos, del 22 de mayo de 2018, como se puede extraer del encabezado de la respectiva constancia:
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Conforme a lo anterior, plausible es concluir que desde antes del precitado comunicado de prensa de la FGN., la parte actora ya tenía pleno conocimiento del hecho dañoso, tanto es así, que por ello el día 22 de mayo de 2018, y como lo soporta la prueba documental expedida por la prenombrada procuraduría, el extremo activo radicó solicitud de conciliación pretendiendo lograr una indemnización de perjuicios, caso contrario, y si las cosas fueran como lo sustentó el apoderado del extremo demandante en su subsanación, lo lógico es que dicha solicitud de conciliación se hubiera radicado con posterioridad al 15 de enero de 2019, lo que no sucedió, y que es argumento suficiente para desestimar tal punto de conteo del término de caducidad.

En adición, y si lo anterior no es suficiente, se tiene que el apoderado de la parte demandante, esto es, el abogado Fredy Bladimir Vanegas Ladino, celebró con COVIANDES S.A.S., dos contratos de transacción con miras a lograr la indemnización de perjuicios de algunos de los familiares del señor Beltrán García (Q.E.P.D.), contratos celebrados los días 25 de abril de 2019 y 3 de mayo de 2019, acuerdos aportados por COVIANDES S.A.S., en su contestación, y de los cuales en la consideración “1”, claramente se establece:
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En el mismo sentido, la cláusula primera de dichos contratos de transacción se estableció:
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Lo anterior quiere decir que el apoderado de los ahora demandantes celebró acuerdos de transacción admitiendo que el hecho por el cual se reclamó indemnización se produjo el 15 de enero de 2018, y no el 15 de enero de 2019, esta última fecha que ni siquiera se menciona en los acuerdos en cuestión, por lo que probado resulta que el término de caducidad debe contabilizarse desde el 15 de enero de 2018, inclusive por lealtad procesal.

Corolario de lo expuesto, es evidente que la parte demandante intenta corregir una situación insubsanable, pretendiendo llevar a la confusión a la judicatura y los demás extremos del pleito, pues busca que se desestime la fecha probada del daño, esto es, el 15 de enero de 2018, argumentando una fecha que bien puede relacionarse con el nexo causal, que es totalmente distinto, es decir, una es la fecha de producción efectiva del hecho dañoso y que está totalmente acreditada con el deceso del señor Beltrán, y otra la relativa a la causa de la falla, esto es, el 15 de enero de 2019, la cual inclusive para estos efectos queda desestimada, porque se ha probado que de la causa el actor conoció con anterioridad, de otra manera no se puede explicar que el 22 de mayo de 2018 radicara solicitud de conciliación extrajudicial.

En complemento, debe decirse que en nuestro sistema judicial, las partes cuentan con una amplia libertad probatoria para demostrar las causas de una imputación, y que bajo el régimen de la falla probada del servicio que es subjetivo, y que de acuerdo con la carga dinámica de la prueba corresponde al actor acreditar la falla, en cuyo deber no se pueden inobservar los elementos estructurales de dicho régimen, como lo son el daño, que en este caso es viable afirmar que tuvo ocasión el 15 de enero de 2018, y el nexo causal, que no puede confundirse con el primer elemento como lo hace el actor para poder encubrir la caducidad.

.- DE LA INTERRUPCIÓN/SUSPENSIÓN DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD Y SU CONFIGURACIÓN:

Probado como ha quedado el conocimiento del hecho dañoso, esto es, el deceso del señor Beltrán el día 15 de enero de 2018, es momento de demostrar que aun con la suspensión del término de caducidad, el fenómeno alcanzó su configuración.

Para efectos de lo manifestado, en principio deben considerarse los siguientes extremos temporales:

· Hecho Dañoso: 15 de enero de 2018;
· Radicación Solicitud Conciliación: 22 de mayo de 2018;
· Días Transcurridos Entre El Hecho y La Solicitud De Conciliación: 127

Conforme a lo anterior, el término de caducidad se interrumpió cuando habían corrido 127 días, resultando necesario recordar tal como lo ha ordenado la legislación vigente para el momento en que se solicitó la conciliación, que la audiencia debe realizarse en el menor tiempo posible, y en todo caso, tendrá que surtirse como máximo, dentro de los 3 meses siguientes a la solicitud, de modo tal tenemos:

· Radicación Solicitud Conciliación: 22 de mayo de 2018;
· Tiempo Máximo Para Audiencia: 22 de agosto de 2018, transcurridos 3 meses o 92 días.

En este punto encontramos una situación particular, pero que de ningún modo puede afectar al extremo pasivo, y es que la Procuraduría Novena Judicial II Para Asuntos Administrativos, excedió el término imperativo y de obligatorio cumplimiento contenido en las normas de orden público que regulan la conciliación, habida cuenta que la audiencia se celebró en dos momentos diferentes, que conforme a la constancia por esta expedida tuvieron lugar los días 14 de agosto de 2018 y 28 de septiembre de 2018, como se extrae del siguiente aparte:
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Atendiendo tal situación, es preciso aclarar que si bien el término para celebrar la audiencia de conciliación puede ser prorrogado de común acuerdo entre convocante y convocada, lo cierto es que no existe prueba de que esto haya sucedido, y aún si así hubiere sido, dicho acuerdo no suspende la caducidad superados los 3 meses, teniendo en cuenta que es una norma de orden público, de modo que, lo correcto para calcular el término del fenómeno procesal, pese a que la primera audiencia se celebró el 14 de agosto de 2018, será el 22 de agosto de 2018, cuando vencían los 3 meses de plazo máximo para celebración de la audiencia, teniéndose que el término se interrumpió por 92 días.

En este punto, debe anotarse que conforme a las previsiones contenidas en el artículo 21 de la Ley 640 de 2001, concordantes con las disposiciones del literal C, del artículo 3 del Decreto 1716 de 2009, el término de caducidad estuvo suspendido hasta el vencimiento de los 3 meses siguientes a la presentación de la solicitud de conciliación, que fue lo que sucedió antes de declararse fallida la conciliación y con anterioridad a la expedición de la constancia, por tanto, y como lo advertimos, la caducidad se interrumpió por 3 meses o 92 días.

Seguidamente, abordado lo antecedente, se tiene que el término de caducidad se reanudó el día 23 de agosto de 2018, siendo que deberíamos pasar de este momento directamente a la fecha de radicación de la demanda, esto es, el 11 de agosto de 2020, no obstante, en dicho interregno tuvo lugar un suceso extraordinario que obligó al sistema judicial a proferir el Decreto Legislativo 564 de 2020, con motivo de la urgencia ambiental y sanitaria derivada del Covid-19, Decreto por el cual se ordenó suspender los términos de caducidad desde el día 16 de marzo de 2020 y hasta el 30 de junio del mismo año, lo que nos obliga a realizar el siguiente conteo:

· Reanudación Término Caducidad: 23 de agosto de 2018;
· Suspensión Término Caducidad D.L. 564/2020: 16 de marzo de 2020;
· Días desde 23 de agosto de 2018 hasta el 16 de marzo de 2020: 570
· Fin suspensión término caducidad D.L. 564/2020: 30 de junio de 2020;
· Reanudación término caducidad: 1 de julio de 2020;
· días Suspensión Por D.L. 564/2020: 107.

Así la cosas, tenemos que desde el 23 de agosto de 2018, día en que se reanudó el término de caducidad por haberse superado los 3 meses para celebrar la audiencia de conciliación, y hasta el inicio de la suspensión por el D.L. 564/2020, que tuvo lugar el 16 de marzo de 2020, el conteo de términos transcurrió por 570 días, siendo interrumpido por 107 días que terminaron el 1 de julio de 2020.

Entonces, de acuerdo a lo expuesto, es necesario contabilizar los días que transcurrieron desde la reanudación de términos ordenada por el D.L. 564/2020, y hasta el momento en que el actor radicó el medio de control de reparación directa, y para el efecto tenemos:

· Reanudación término caducidad: 1 de julio de 2020;
· Radicación de la demanda: 11 de agosto de 2020;
· Días entre reanudación y radicación: 42.

Ahora bien, es menester hacer un cálculo del total de días que usó el extremo demandante para acudir por vía de reparación directa a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, para lo cual hemos probado que:

· Entre el hecho dañoso y la radicación solicitud conciliación transcurrieron: 127 Días;
· Entre el término máximo para audiencia de conciliación (22/08/2018) y el inicio de suspensión d.l. 564/2020 (16/03/2020) transcurrieron: 570 Días;
· Entre la reanudación ordenada por el d.l. 564/2020 (1/07/2020) y la radicación de la demanda (11/08/2020) transcurrieron: 42 Días;
· Total: 739 Días (127+570+42).

En tal sentido, tenemos que 2 años comunes de 365 días, corresponden a un total de 730 días, es decir, que el término tomado por el extremo actor para demandar está excedido por 9 días, en ese orden de ideas, como la demanda se radicó el 11 de agosto de 2020, es decir, transcurridos 739 días, lo cierto es que la parte activa tenía hasta el 2 de agosto de 2020 para iniciar el medio de control, empero, y en honor a la verdad, encontramos que ese día es inhábil por ser domingo, de ahí que el término se corre al siguiente hábil, esto es, el 3 de agosto de 2020, que era la oportunidad máxima para presentar el medio de control  y que el demandante dejó pasar. 

Como conclusión, está plenamente probada la configuración del fenómeno de la caducidad por haberse excedido el término bienal con que la parte interesada contaba para acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, situación que obliga a la judicatura a declarar probada la caducidad y a terminar el proceso por aplicación de la figura de sentencia anticipada.


1.3. SOLICITUD SUBSIDIARIA.

En el caso de que la honorable judicatura no encuentre fundamentos para declarar probada la caducidad del medio de control, así como la prescripción extintiva de las acciones derivadas del contrato de seguro contenido en la Póliza No. 05-RO064699, pese a los abundantes y bien sustentados argumentos de hecho y de derecho, se solicita al despacho resolver sobre los precitados fenómenos bajo el concepto de excepciones de mérito, siendo que frente a la caducidad, naturalmente se ruega que se aplique a la demanda, y en cuanto a la prescripción, se aplique a los llamamientos en garantía formulados por GISAICO S.A., y COVIANDES S.A.S., bajo los mismos argumentos en que se edificaron como base de la solicitud de sentencia anticipada.


CAPÍTULO 1
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

1. FRENTE A LOS HECHOS

FRENTE AL 1: ES FALSO, toda vez que revisado el registro civil de nacimiento del señor Jorge Beltrán, su natalicio se produjo en el año de 1969.

FRENTE AL 2: NO LE CONSTA a SEGUROS CONFIANZA S.A., como llamada en garantía, porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable por remisión al artículo 211 del CPACA). 

Sin embargo, con los anexos de la demanda de COVIANDES S.A.S., encontramos los contratos de transacción del 25 de abril de 2019 y 3 de mayo del mismo año, por medio de los cuales la sociedad en comento transó indemnización por los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales que se pudieran haber causado a los señores MARCO AURELIO BELTRÁN DAZA y ANA JULIA GARCÍA DE BELTRAN, en calidad de padres del señor JORGE BELTRÁN, a causa de su fallecimiento el día 15 de enero de 2018, con lo que no solo se puede probar la filiación, sino, que el supuesto daño se produjo y se reitera, el 15 de enero de 2018.

FRENTE AL 3: NO LE CONSTA a SEGUROS CONFIANZA S.A., como llamada en garantía, porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable por remisión al artículo 211 del CPACA).

Empero, con el escrito de demanda se anexaron los registros civiles de nacimiento de las 8 personas que el demandante presenta como hermanos del señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.), los cuales deberán ser valorados por el despacho para decidir sobre su decreto. 

FRENTE AL 4: NO LE CONSTA a SEGUROS CONFIANZA S.A., como llamada en garantía, porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable por remisión al artículo 211 del CPACA).

Sin perjuicio de lo anotado, con el escrito de demanda se adjuntaron los registros civiles de nacimiento de las 27 personas que el actor relaciona como sobrinos del señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.), los cuales deberán ser valorados por el despacho para decidir sobre su decreto.

FRENTE AL 5: NO LE CONSTA a SEGUROS CONFIANZA S.A., como llamada en garantía, porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable por remisión al artículo 211 del CPACA).

Pese a lo señalado, con la demanda se aportó la documental correspondiente a contrato individual de trabajo por duración de una etapa de obra civil suscrito el 16 de mayo de 2016, entre el señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.), y GISAICO S.A.

FRENTE AL 6: NO LE CONSTA a SEGUROS CONFIANZA S.A., como llamada en garantía, porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable por remisión al artículo 211 del CPACA).

Sin embargo, es preciso mencionar que los lasos afectivos que presenta el actor en este punto corresponden a la esfera íntima de grupo familiar, por tanto, es imposible darlos por ciertos, máxime cuando para los miembros del tercer grado de consanguinidad no se presumen las relaciones afectivas y deben ser plenamente demostradas.

FRENTE AL 7: NO LE CONSTA a SEGUROS CONFIANZA S.A., como llamada en garantía, porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable por remisión al artículo 211 del CPACA).

Sin perjuicio de lo expuesto, es menester recalcar que lo afirmado por el actor frente a las condiciones de salud y económicas del señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.), son completamente desconocidas para este extremo.

FRENTE AL 8: NO LE CONSTA a SEGUROS CONFIANZA S.A., como llamada en garantía, porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable por remisión al artículo 211 del CPACA).

Pese a lo expuesto, lo manifestado por el extremo demandante en este punto es de suma importancia, en mérito de que lo afirmado es un fragmento determinante para efectos de contabilizar el término de caducidad del medio de control, que como vimos en el acápite de cuestión previa y en la excepción propia planteada, se encuentra superado.

FRENTE AL 9: NO LE CONSTA a SEGUROS CONFIANZA S.A., como llamada en garantía, porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable por remisión al artículo 211 del CPACA).

No obstante, y congruente con lo expuesto en el punto que antecede, lo relatado en este facto por el demandante se constituye como una confesión, de la cual se extrae información relevante para efectos del cómputo del término de caducidad del medio de control, habida cuenta de que se acredita que el hecho dañoso tuvo lugar el 15 de enero de 2018 con la muerte del señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.), a raíz del colapso de la Pila B del puente Chirajara, independientemente de la causa del desplome, está probada la fecha de ocurrencia del hecho dañoso.

FRENTE AL 10: NO LE CONSTA a SEGUROS CONFIANZA S.A., como llamada en garantía, porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable por remisión al artículo 211 del CPACA).

Sin embargo, lo cierto es que en relación a la causa o causas que originaron el desplome del puente Chirajara aún son materia de investigación, siendo que lo afirmado por el extremo actor cuando afirma que la causa deviene de fallas en el diseño hasta el momento no es un hecho probado e irrefutable.


2. FRENTE A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS

De manera general, me opongo a la prosperidad de todas y cada una de las declaraciones y condenas deprecadas en la demanda, por cuanto las mismas carecen de fundamentos fácticos y jurídicos que hagan viable su prosperidad. En la demanda se imputa una supuesta responsabilidad administrativa y patrimonial frente a GISAICO S.A., COVIANDES S.A.S., y otros, la cual como se establecerá, no se estructuró, toda vez que en estos casos impera el principio de la carga de la prueba, tanto de la supuesta falla del servicio, como del daño y del nexo de causalidad entre uno y el otro. En este asunto, la parte actora no ha cumplido con ello, lo que inviabiliza la declaratoria de responsabilidad solicitada. Bajo ese contexto, procedo a pronunciarme de manera específica frente a las declaraciones y lo pretendido por la parte actora conforme a los siguientes puntos:

FRENTE AL PRIMERO: ME OPONGO a la declaratoria de responsabilidad que persigue la actora, pues la misma es inexistente. No está probada la alegada falla del servicio que a juicio de la parte activa derivó en los perjuicios aquí reclamados. Solicito por tanto, que se niegue la misma, como quiera que no se acreditan los elementos necesarios para declarar responsable a la pasiva. En efecto, en el caso en marras está probado que por parte de las aquí demandadas se desplegaron actuaciones diligentes, sobre las cuales los órganos de decisión arbitral no pudieron indicar más allá de total duda una responsabilidad concreta sobre la caída de la pila B de la construcción del puente Chirajara de la carretera Bogotá – Villavicencio. En otras palabras, no existe falla del servicio imputable a las llamantes en garantía, al no vislumbrarse nexo causal entre las funciones desplegadas dentro del objeto contractual para la construcción de la estructura y el lamentable fallecimiento del señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.).
 
Así las cosas, teniendo en cuenta el incumplimiento de la respectiva carga, debe aplicarse la sanción tácita contenida en el artículo 167 del C.G.P, consistente en la absolución de las pretensiones de la demanda incoadas en contra de COVIANDES S.A.S., y GISAICO S.A., en la medida que no se acreditó la responsabilidad imputable a las prenombradas sociedades y mucho menos nexo de causalidad entre el daño y la ejecución de los contratos y convenios prestados. El honorable despacho deberá negar lo pretendido por la demandante.

FRENTE AL SEGUNDO: ME OPONGO a que se condene a las demandadas a pago alguno a título de los perjuicios solicitados por concepto de daño moral en favor de los demandantes conformado por dos grupos, uno de 8 hermanos y el otro de 27 sobrinos. Lo expuesto, en tanto que lo pedido resulta consecuencial a la pretensión primera la cual es improcedente, bajo el entendido que la indemnización de cualquier tipología de perjuicio solo procede cuando existe responsabilidad del demandado y como quiera que en este caso no existe tal responsabilidad imputable a la pasiva, claramente no hay lugar a su reconocimiento.

En el mismo sentido, me opongo al reconocimiento de esta tipología de perjuicio, por cuanto: (i) No se probó la responsabilidad en cabeza de las demandadas y, por el contrario, se acreditó que actuaron con diligencia y conforme con los encargos realizados (ii) La parte demandante está solicitando indemnización por perjuicios morales derivados del fallecimiento del señor Jorge Beltrán, respecto de 27 sobrinos, los cuales corresponden al tercer grado de consanguinidad, y por tanto, deben acreditar el vínculo afectivo con la víctima directa, lo que no ha sucedido dado que no existe presunción. Por lo anterior y únicamente en el improbable y remoto evento de una condena en contra de las entidades demandadas, deberá el honorable juez desestimar la tasación presentada por la parte actora y en su lugar, atender fielmente los criterios estimativos previamente fijados por el Consejo de Estado en caso de muerte, conforme con la relación de consanguinidad o afinidad debidamente probada en uso de todos los medios idóneos existentes.

FRENTE AL TERCERO: ME OPONGO como quiera que nos oponemos a la prosperidad de condena frente a la pretensión principal, es claro que resulta congruente el facto de oposición a que se ordene el cumplimiento de la sentencia que ponga fin a este trámite en los términos pretendidos por el extremo demandante, por lo tanto, al no accederse a la pretensión principal, es decir la declaratoria de responsabilidad de las demandadas, corre la misma suerte la subsidiaria.


FRENTE AL CUARTO: ME OPONGO a que se imponga el pago de intereses moratorios respecto de las sumas pretendidas como indemnización por los demandantes, en tanto no se reúnen las condiciones necesarias para que se afirme que la parte demandada se encuentra o encontrará en mora en el pago de sus obligaciones, pues ante la inexistencia de medio de convicción que permita probar la responsabilidad de la pasiva, inane se hace lo pretendido.

3. EXCEPCIÓN PREVIA

3.1. FALTA DE JURISDICCIÓN – EL HECHO DEMANDADO OCURRIÓ EN EL MARCO DE UNA RELACIÓN DE TRABAJO

Se invoca el medio de excepción atendiendo a que GISAICO S.A., es un sociedad comercial del régimen privado, siendo que en el lugar donde tuvieron génesis los hechos que motivan el medio de control, la sociedad en comento se encontraba desarrollando un contrato igualmente comercial que suscribió con un ente privado, esto es, CONINVIAL., desplegando sus actividades como un simple particular, el cual para el desarrollo de su objeto contractual suscribió un contrato individual de trabajo por duración de una etapa de obra civil con el señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.), siendo que los riesgos inherentes de dicho acuerdo de voluntades y que se concretan en un accidente, se cataloga como laboral, debiéndose privilegiar el conocimiento del caso por la jurisdicción especializada, esto es, la ordinaria laboral.

Resulta fundamental analizar las posturas que ha adoptado la jurisprudencia de esta Corporación en punto a la interposición de la acción indemnizatoria ante la jurisdicción contencioso administrativa por el daño sufrido por el empleado de una empresa contratista del Estado.[footnoteRef:13] [13:  En este sentido se pronunció la Subsección A de la Sección Tercera en sentencia de 18 de septiembre de 2023, expediente 27001-23-31-000-2011-00100-01 (55.512).  ] 


Una primera tesis indica que el directamente afectado en un accidente de trabajo puede demandar mediante la acción de reparación directa ante la jurisdicción contenciosa administrativa por el daño causado, siempre que se acredite que el mismo resulta imputable a la entidad estatal.

De acuerdo con esta premisa jurisprudencial, el hecho de que el trabajador particular o sus causahabientes -según corresponda-, puedan hacer uso de una acción de carácter laboral contra el empleador por razón de daños sufridos con ocasión de accidentes de trabajo o enfermedad profesional para obtener el pago de los beneficios y prestaciones previstos en el Código Sustantivo del Trabajo[footnoteRef:14], no obsta para que también puedan ejercer la acción indemnizatoria contra quien detenta la propiedad de la obra, por los daños causados en desarrollo de la misma[footnoteRef:15]. Esta tesis no ha distinguido si se trata de daños considerados como accidente de trabajo y ha considerado al trabajador del contratista del Estado como un tercero para fines de legitimarlo frente a la acción de responsabilidad estatal, como se aprecia a continuación. [14:  Modificado por el decreto 1295 de 1994 (arts. 34 y sigs., asistencia médica, quirúrgica, terapéutica servicio de hospitalización, suministro de medicamentos, subsidio por incapacidad temporal, indemnización por incapacidad permanente parcial, pensión de invalidez, pensión de sobrevivientes, auxilio funerario, etc).  ]  [15:  Ello con base en lo dispuesto en sentencia de 28 de agosto de 1997 (C. P. Dr. Jesús María Carrillo, actor: Wenceslao García Parra y Otros, exp. No. 13028) en la que se precisó que la posición jurisprudencial que venía siendo adoptada en relación con los daños ocasionados a los trabajadores vinculados por el contratista para la ejecución de una obra pública, no admitía ninguna discusión a partir de la entrada en vigencia de la ley 80 de 1993 la cual al referirse a los derechos y deberes de las entidades estatales en relación con los contratistas dirigidos a la consecución de los fines estatales, señalaba entre otros el adelantamiento de revisiones periódicas en las obras ejecutadas, servicios prestados o bienes suministrados con el fin de verificar que éstos cumplieren con las condiciones de calidad ofrecidas, el adelantamiento de las acciones conducentes a obtener la indemnización de los daños que sufran en desarrollo con ocasión del contrato celebrado, etc. En esa oportunidad se señaló que esa norma dejaba en claro que: 
“( ) la Administración se obliga directamente a indemnizar a los terceros los perjuicios que sufran cuando los daños sobrevengan como consecuencia de la actividad contractual, cuando quiera que dicha labor la haya adelantado por intermedio de un contratista. 
La expresión actividad contractual debe entenderse en su más amplio sentido, es decir que cobija todos los hechos, actos, etc, que se generen con motivo de la ejecución o construcción de la obra independientemente que tal actividad la adelante la propia entidad o con el concurso de un contratista. 
En este último caso cuando de la actividad desarrollada por el contratista en la realización de la obra ocasione daños a los particulares o a sus dependientes, dicho grupo de personas podrá demandar si lo prefieren a la entidad dueña de la obra o a quien ordenó su elaboración (…)’. 
Asimismo que para el reconocimiento de la indemnización a favor del damnificado no se ha excluido de tal derecho a los trabajadores que vinculados directa o indirectamente por el contratista y con ocasión de la ejecución de la obra sufren daño en desarrollo de las tareas a ellos asignadas ‘(…) en estos eventos el A Quem a esta clase de damnificados les ha dado el carácter de terceros frente a la administración no solo para garantizar una posible indemnización sino también para observar los principios de justicia y equidad en razón a que no tendría fundamento alguno la tesis según la cual un funcionario que prestó un servicio para la realización de una obra en beneficio de la sociedad se vea castigado imponiéndosele la posibilidad de exigir una indemnización por los perjuicios irrogados a través de la vía contenciosa administrativa en ejercicio de la acción de reparación directa”.  ] 


Esta orientación jurisprudencial fue reiterada en sentencia del 8 de noviembre de 2007 (15.967)[footnoteRef:16] en la que la Sección hizo referencia al caso particular de los trabajadores del contratista o subcontratista del Estado[footnoteRef:17], para concluir que estos pueden demandar ante el juez laboral la indemnización integral de los perjuicios que hubieran sufrido en accidentes de trabajo -en contra de la empresa contratista-, o la indemnización integral por el daño antijurídico imputable a una entidad pública mediante la acción de reparación directa ante la jurisdicción contencioso administrativa, pero para que sus pretensiones puedan prosperar se requiere acreditar que el daño es imputable a la entidad demandada[footnoteRef:18]. [16:  C.P. Ruth Stella Correa Palacio.  ]  [17:  Así pues, se determinó que existe una diferencia en el análisis cuando se trata de los trabajadores del contratista o subcontratista del Estado y cuando el contratista se encuentra directamente vinculado con el Estado como empleado público o trabajador oficial. De acuerdo con la jurisprudencia en cita, el fundamento de esta distinción es la consideración de que el servidor público al vincularse a la entidad estatal asume los riesgos propios de la actividad que ejerce, en tanto que el trabajador que se vincula con el particular contratista es un tercero frente al Estado y, por lo tanto, ajeno a los riesgos derivados de una actividad que se ejecuta en beneficio de éste.  ]  [18:  En este sentido, esta Corporación concluyó, entre otros aspectos, que: “(…) ii) El trabajador de la firma contratista (o sus causahabientes y sucesores) podrá demandar en proceso ordinario laboral el pago de una indemnización plena, con fundamento en que el daño que sufrió es imputable a la culpa del patrono, o podrá demandar la indemnización integral en acción de reparación directa por haber sufrido un daño antijurídico, pero si en el proceso laboral llamó a responder solidariamente a la misma entidad estatal, la sentencia que se profiera en aquel proceso tendrá efectos de cosa juzgada en el de reparación directa y viceversa. iii) El trabajador o sus causahabientes que demanden ante la jurisdicción ordinaria al particular contratista con quien hubieran celebrado un contrato de trabajo, con el fin de obtener la indemnización plena del daño, podrán optar por demandar ante la jurisdicción contenciosa, para perseguir del Estado la indemnización integral de los daños y perjuicios imputables a la misma, pero cuando en el proceso ordinario se dicte sentencia favorable a sus intereses, en el proceso de reparación directa podrá decretarse la excepción de pago, bien a solicitud de la entidad estatal o de manera oficiosa”.  ] 


Una segunda tesis propuesta por la Subsección A de la Sección Tercera18, precisa que siempre que se pretenda la indemnización por los perjuicios ocasionados en un “accidente de trabajo”, el empleado de la empresa contratista del Estado debe demandar a su empleador por intermedio de la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral al amparo del artículo 216 del C.S.T. y, eventualmente vincular solidariamente a la entidad pública beneficiaria del trabajo o dueño de la obra en los términos del artículo 34 ejusdem[footnoteRef:19]. [19:  “ARTICULO 34. CONTRATISTAS INDEPENDIENTES. <Artículo modificado por el artículo 3o. del Decreto 2351 de 1965. El nuevo texto es el siguiente:> 
1o) Son contratistas independientes y, por tanto, verdaderos {empleadores} y no representantes ni intermediarios, las personas naturales o jurídicas que contraten la ejecución de una o varias obras o la prestación de servicios en beneficios de terceros, por un precio determinado, asumiendo todos los riesgos, para realizarlos con sus propios medios y con libertad y autonomía técnica y directiva. Pero el beneficiario del trabajo o dueño de la obra, a menos que se trate de labores extrañas a las actividades normales de su empresa o negocio, será solidariamente responsable con el contratista por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho los trabajadores, solidaridad que no obsta para que el beneficiario estipule con el contratista las garantías del caso o para que repita contra él lo pagado a esos trabajadores. 
2o) El beneficiario del trabajo o dueño de la obra, también será solidariamente responsable, en las condiciones fijadas en el inciso anterior, de las obligaciones de los subcontratistas frente a sus trabajadores, aún en el caso de que los contratistas no estén autorizados para contratar los servicios de subcontratistas. (se destaca).  ] 


Así, en proveído del 22 de noviembre de 2021 en el que se resolvió una demanda presentada por un trabajador de una empresa privada que resultó lesionado por la explosión de una mina antipersonal mientras se encontraba en ejecución de sus labores y cuyo daño fue imputado al Ejército Nacional por la omisión de su función de prestar seguridad en la zona, se declaró la falta de legitimación en la causa por pasiva, bajo el argumento de que se trató de un accidente de trabajo, en virtud del cual al accionante le habría correspondido demandar a su empleadora a través de la jurisdicción ordinaria laboral para acceder a la indemnización plena[footnoteRef:20]. [20:  “El accidente ocurrió cuando el señor Luis Alirio Cardozo Joya desarrollaba actividades propias de su condición de empleado de la empresa Líneas Ingeniería y Montajes Ltda., razón por la cual la Sala considera que no le asiste legitimación en la causa por pasiva al Ejército Nacional (…), sino que la controversia debió dirigirse en contra del respectivo empleador. 
En efecto, era la empresa Líneas Ingeniería y Montajes Ltda., en calidad de empleadora del señor Luis Alirio Cardozo Joya, la que tenía la obligación de garantizar las condiciones de seguridad necesarias para que el actor realizara su trabajo, por lo que fue la que asumió el riesgo de enviarlo a un terreno en zona rural del municipio de El Carmen de Bolívar para la “instalación de una torre de energía eléctrica” donde ocurrió el accidente y la que debía realizar todas las actividades de prevención de riesgos relacionados con su actividad económica, como lo ha precisado la Corte Suprema de Justicia. 
(…) 
De modo que, al margen de la prestación social reconocida por la administradora de riesgos laborales, como el actor funda sus pretensiones en los perjuicios sufridos debido a un accidente de trabajo, debió perseguir la indemnización correspondiente con fundamento en el artículo 216 del Código Sustantivo de Trabajo, a través de una demanda en la que debía probar la responsabilidad subjetiva del empleador, como lo ha señalado la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia. 
(…) 
Por tanto, si el actor pretendía una indemnización plena de perjuicios debió demandar al primer llamado a responder, a la empresa Líneas Ingeniería y Montajes Ltda., pues si esta le trasladó el riesgo al Ejército Nacional –o a la Armada Nacional- tal sociedad podía repetir contra la entidad pública respectiva, pero el demandante no podía soslayar la acción correspondiente contra su empleador”. Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 22 de noviembre de 2021. Exp. 45.850. C.P. Marta Nubia Velásquez Rico. 
Así lo ha considerado también este Despacho en autos de 18 de agosto (Exp. 58.295) y 5 de octubre (Exp. (57.093) de 2022. C.P. José Roberto Sáchica Méndez. 
Esta tesis se ha sostenido igualmente en sentencia del 18 de marzo de 2022, Exp. 58.316, C.P. Marta Nubia Velásquez Rico: “En las condiciones analizadas, la fuente de la responsabilidad atribuida tanto a Andrés Julián Montero como a la sociedad Sánchez Construcciones Ltda. habría de recaer en una relación contractual de naturaleza laboral, aspecto que no puede evaluar esta Sala, pues debieron ser materia de discusión dentro de un proceso de responsabilidad contractual que los beneficiarios del trabajador fallecido debieron promover contra su empleador, dado que el accidente que sufrió ocurrió ejecutando una actividad laboral. 
La indemnización plena de perjuicios debe ser asumida por el empleador en el evento en el que se pruebe su culpa, pues si la causa es ajena a él, se rompe el nexo causal por un eximente de responsabilidad, tal como “la culpa exclusiva de la víctima o de un tercero, el caso fortuito o la fuerza mayor (denominados por la doctrina causas ajenas)”, como lo ha precisado la Corte Suprema de Justicia en varias de sus sentencias. 
De este modo, en el sub lite lo relacionado con los sujetos de derecho privado demandados –Andrés Julián Montero y la sociedad Sánchez Construcciones Ltda.– debe dirimirse al amparo de los institutos que la ley tiene reservados frente a la respectiva relación contractual, sin que exista regla jurisprudencial o legal que habilite a la jurisdicción administrativa para desplazar al juez natural y acumular tal controversia a una de reparación directa”.  ] 


En el centro de la tesis referida se ha considerado que si el daño que se alega se produjo como consecuencia de la concreción de un riesgo propio e inherente a la actividad laboral ejecutada por el trabajador, la jurisdicción competente será la ordinaria, en virtud de la existencia de un contrato laboral que surte efectos entre los particulares que lo suscribieron y del que se desprenden las correspondientes obligaciones que la ley ha estipulado para el empleador, particularmente las de prevención de riesgos profesionales y de indemnizar todos los daños que pudieren irrogarse al empleado.

De cara al desarrollo jurisprudencial que se ha planteado en precedencia, es necesario identificar los escenarios en que es pasible demandar por la vía de la acción de reparación directa y precisar con mayor detalle, en qué casos se trata de un asunto que debe ser estudiado por la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral[footnoteRef:21]. [21:  Sobre la evolución legal y jurisprudencial en cuanto a la responsabilidad por accidente de trabajo. Cfr. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, sentencia de 29 de agosto de 2005, radicación 23202, Magistrada Ponente: Isaura Vargas Díaz.  ] 


El Sistema General de Riesgos Laborales está destinado a prevenir, proteger y atender a los trabajadores de los efectos de las enfermedades y los accidentes que puedan ocurrirles con ocasión o como consecuencia del trabajo que desarrollan[footnoteRef:22]. En este sentido, la afiliación al sistema –a cargo del empleador cuando se trate de trabajadores con vínculo laboral vigente-, es un seguro cuyo fin es proteger la salud de los trabajadores y atender a las contingencias derivadas de las condiciones propias del trabajo[footnoteRef:23]. [22:  Artículo 1 de la Ley 1562 de 2012 “Por la cual se modifica el Sistema de Riesgos Laborales y se dictan otras disposiciones en materia de Salud Ocupacional”.  ]  [23:  La Corte Suprema de Justicia ha entendido que: “El Sistema de Riesgos Profesionales está concebido esencialmente como de aseguramiento, en el cual el tomador del seguro es el empleador, y por ello la decisión de escoger la entidad que debe cubrir los riesgos le corresponde exclusivamente a él; la aseguradora es la ARP; los asegurados son los trabajadores; los beneficiarios del seguro son los mismos trabajadores o su núcleo familiar; la prima de aseguramiento, es la cotización que debe asumir exclusivamente el empleador; el riesgo asegurado es la contingencia producto del accidente de trabajo o la enfermedad profesional; y, por último, los beneficios en caso de presentarse el siniestro, lo son las prestaciones asistenciales y económicas a que tienen derecho los trabajadores que sufren los percances, o en caso de muerte sus causahabientes beneficiarios señalados en la ley”. Sala de Casación Laboral. Sentencia del 23 de febrero de 2010. Radicación No. 33265.] 


Desde su concepción, el subsistema de protección de los riesgos laborales se basa en la teoría del riesgo creado o de responsabilidad objetiva, que implica que quien expone a una persona a la prestación de un servicio y, por tanto, ante la ocurrencia de una contingencia derivada de las actividades que desarrolla, debe responder automáticamente por las consecuencias que de las mismas se deriven. En el marco de la citada responsabilidad, el ordenamiento jurídico ha establecido que aquél que genera un riesgo, con miras a la protección del empleador, no solo está obligado a asumir sus consecuencias lesivas, sino que debe trasladarlo a la seguridad social con la finalidad de garantizar el cubrimiento de las prestaciones asistenciales y económicas que se derivan de los infortunios laborales, so pena de tener que responder por los mismos con su propio patrimonio[footnoteRef:24]. [24:  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 27 de octubre de 2021. M.P. Iván Mauricio Lenis Gómez. Radicación n.° 74015. En esta providencia se reiteran las consideraciones sobre el punto expresadas en las sentencias “CSJ SL, 8 jul. 2009, rad. 36174” y “CSJ SL4572-2019”.  ] 


Sobre los riesgos a los que se someten los trabajadores atendiendo a la naturaleza de su oficio, la Corte Suprema de Justicia ha precisado que: “(…) en mayor o menor grado (…), todo trabajador está sometido a un cúmulo de siniestros eventualmente sobrevinientes en la prestación de su servicio, riesgo que padece morigeraciones o agravaciones de acuerdo con circunstancias de tiempo y lugar vinculadas a su trabajo. La doctrina legal acoge el principio de que, por regla general, el patrono responde por los eventos accidentales causados por el riesgo creado (...)”[footnoteRef:25]. [25:  Dijo la Corte: “La definición de accidentes de trabajo y formas de afiliación para los trabajadores constituye un aspecto sustancial y de suma relevancia para el ejercicio de los derechos, cuya facultad de regulación normativa no fue concedida al Presidente”. En la parte resolutiva de la providencia se indicó: “DIFERIR los efectos de esta sentencia hasta el término de esta legislatura que concluirá el veinte (20) de junio de 2007, para que el Congreso expida una ley que defina los aspectos declarados inexequibles en el artículo primero de esta decisión”.  ] 


En cuanto a la definición de lo que es un accidente de trabajo, en su momento se consignó en el artículo 9 del Decreto 1295 de 1994, que consistía en el “…suceso repentino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo, y que produzca en el trabajador una lesión orgánica, una perturbación funcional, una invalidez o la muerte…”.

Dicha definición fue declarada inexequible por la Corte Constitucional en sentencia C-858 de 2006, con fundamento en la falta de competencia constitucional para expedirla por parte del Gobierno; no obstante, la Corte difirió los efectos del fallo hasta el 20 de junio de 2007, para permitirle al Congreso expedir la ley con la definición correspondiente[footnoteRef:26], lapso en el que no se legisló sobre dicho asunto, lo que generó un vacío normativo que fue solucionado de manera parcial con la aplicación de la Decisión 584 de 2004 de la Comunidad Andina de Naciones[footnoteRef:27]. [26:  Dijo la Corte: “La definición de accidentes de trabajo y formas de afiliación para los trabajadores constituye un aspecto sustancial y de suma relevancia para el ejercicio de los derechos, cuya facultad de regulación normativa no fue concedida al Presidente”. En la parte resolutiva de la providencia se indicó: “DIFERIR los efectos de esta sentencia hasta el término de esta legislatura que concluirá el veinte (20) de junio de 2007, para que el Congreso expida una ley que defina los aspectos declarados inexequibles en el artículo primero de esta decisión”.  ]  [27:  Que en el literal n) del artículo 1 precisa: “Es accidente de trabajo todo suceso repentino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo, y que produzca en el trabajador una lesión orgánica, una perturbación funcional, una invalidez o la muerte. Es también accidente de trabajo aquel que se produce durante la ejecución de órdenes del empleador, o durante la ejecución de una labor bajo su autoridad, aun fuera del lugar y horas de trabajo. Las legislaciones de cada país podrán definir lo que se considere accidente de trabajo respecto al que se produzca durante el traslado de los trabajadores desde su residencia a los lugares de trabajo o viceversa”.  ] 


En el año 2012 se expidió la Ley 1562 “Por la cual se modifica el Sistema de Riesgos Laborales y se dictan otras disposiciones en materia de Salud Ocupacional”, la cual, en el artículo 3 define el accidente de trabajo como todo suceso repentino que sobrevenga “por causa o con ocasión del trabajo” y que produzca en el trabajador una lesión orgánica, perturbación, invalidez o muerte. Se considera como accidente de origen laboral incluso el que se produzca durante el traslado de los trabajadores hacia los lugares de trabajo o en ejecución de una labor bajo la autoridad del empleador, aún fuera del lugar y horas de trabajo. 

Al respecto, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha precisado “que la causalidad que debe haber entre el siniestro y la actividad laboral contratada, puede ser directa (con causa del trabajo) o indirecta (con ocasión del trabajo), y que no se rompe por un hecho del trabajador, de un tercero o por fuerza mayor o caso fortuito”[footnoteRef:28]. Así lo indicó al resolver un asunto en el que un trabajador encargado de controlar la entrada y salida de volquetas fue víctima de homicidio en su lugar de trabajo por parte de desconocidos, hecho que fue catalogado como accidente ocurrido con ocasión del trabajo, en tanto se presentó en el sitio de trabajo y mientras el trabajador se hallaba bajo la subordinación de su empleador.  [28:  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, sentencia del 3 de junio de 2019, exp. SL2582-2019 (71655), acta 22, MP: Clara Cecilia Dueñas Quevedo. En igual sentido se pronunció la Sala de Casación Laboral en una profusa línea jurisprudencial sobre el tema: sentencia de 19 de febrero de 2002, exp. 17429; sentencia de 29 de octubre de 2003, exp. 21629; sentencia de 29 de agosto de 2005, exp. 23202; sentencia de 4 de abril de 2006, exp. 25986; sentencia de 12 de septiembre de 2006, exp. 24924; sentencia de 5 de junio de 2007, exp. 28841; sentencia de 4 de julio de 2007, exp. 29156; sentencia de 16 de marzo de 2010, exp. 36922.  ] 


Ese criterio fue reiterado por ese mismo cuerpo judicial[footnoteRef:29], en un caso en el que un taxista fue asesinado por desconocidos mientras realizaba su labor[footnoteRef:30], en el cual determinó que para ser calificado como de origen laboral, el hecho debía enmarcarse en el riesgo ocupacional creado por el empleador, esto es, que debía sobrevenir por causa o con ocasión de la actividad laboral, lo que constituye el nexo causal para la calificación del origen, por manera que, en la medida que el afiliado se encontraba ejecutando la actividad laboral para la que fue contratado, en el horario habitual de trabajo, bajo la autoridad de su empleadora, el infortunio tuvo origen profesional, sin que en ese caso la ARL hubiera demostrado la ruptura del nexo causal, esto es, una causa u origen distintos. [29:  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, sentencia del 3 de junio de 2020, exp. SL1730-2020 (77327), acta 19, MP: Jorge Luis Quiroz Alemán.  ]  [30:  Sobre las circunstancias fácticas de ese caso, se señaló que:“(i) Nelson Javier Echeverry López celebró varios contratos de trabajo con Luz Stella Quiceno, para la prestación de servicios personales como conductor de vehículo de servicio público de taxi; (ii) el 21 de septiembre de 2007, el trabajador fue asesinado con arma de fuego, cuando se encontraba ejerciendo su labor de taxista, en el vehículo de propiedad de Luz Stella Quiceno y en la jornada de trabajo; (iii) la investigación penal no estableció la autoría de la muerte, ni móvil político o ideológico, ni se acreditaron razones de índole personal para el ataque violento”.  ] 


Los criterios expuestos, permiten considerar, que: (i) cuando se demande la indemnización de los daños que se hayan originado con ocasión de la relación laboral propiamente dicha y en el marco de los riesgos inherentes a la misma[footnoteRef:31], los afectados deben pretender el reconocimiento de las prestaciones establecidas en el sistema de riesgos laborales y, si se considera que en la ocurrencia del accidente de trabajo obró la culpa del empleador, es perentorio solicitar la indemnización correspondiente con fundamento en el artículo 216 del Código Sustantivo de Trabajo[footnoteRef:32], a través de una demanda ante la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral, en la que se debe probar la responsabilidad subjetiva del empleador, como lo ha señalado la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia[footnoteRef:33] y, (ii) en aquellos casos en los que el daño irrogado que se endilga a una entidad Estatal no tiene como fuente una actividad propia del trabajo, sino que tiene su causa en hechos desligados o externos al vínculo entre empleado-empleador o que, en el marco de la ejecución del contrato laboral tiene origen en riesgos ajenos a la prestación ordinaria del servicio, resulta posible analizarlos bajo la cláusula general de responsabilidad estatal -artículo 90 CP-[footnoteRef:34] y, por tanto, son susceptibles de ser analizadas dichas pretensiones en esta jurisdicción a través de la acción de reparación directa, siempre que se acredite que dicho daño fuese imputable a la entidad estatal.  [31:  El artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social dispone que la jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laboral y de seguridad social conoce de los conflictos jurídicos que se originen directa o indirectamente en el contrato de trabajo.  ]  [32:  “Artículo 216. Culpa del empleador. Cuando exista culpa suficiente comprobada del empleador en la ocurrencia del accidente de trabajo o de la enfermedad profesional, está obligado a la indemnización total y ordinaria por perjuicios pero del monto de ella debe descontarse el valor de las prestaciones en dinero pagadas en razón de las normas consagradas en este Capítulo”.  ]  [33:  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, sentencia del 21 de junio de 2017, exp. SL9355-2017 (40457), acta 22, MP Clara Cecilia Dueñas Quevedo: “Tal y como lo ha explicado esta Sala, la condena a la indemnización ordinaria y plena de perjuicios consagrada en el artículo 216 Código Sustantivo del Trabajo, debe estar precedida de la culpa suficiente del empleador en la ocurrencia del accidente de trabajo o la enfermedad profesional, de modo que su establecimiento amerita además de la demostración del daño originado en una actividad relacionada con el trabajo, la prueba de que la afectación a la integridad o salud fue consecuencia de su negligencia en el acatamiento de los deberes de velar por la seguridad y protección de sus trabajadores (art. 56 C.S.T.). De manera particular, tales obligaciones se encuentran consagradas en los numerales 1 y 2 del artículo 57 del Código Sustantivo de Trabajo, según las cuales los empleadores deben ‘Poner a disposición de los trabajadores, salvo estipulación en contrario, los instrumentos adecuados y las materias primas necesarias para la realización de las labores’, y procurarles ‘locales apropiados y elementos adecuados, de protección contra los accidentes y enfermedades profesionales en forma que se garanticen razonablemente la seguridad y la salud’. (…). A partir de lo visto, adviértase cómo las disposiciones sustantivas laborales de salud ocupacional –hoy Seguridad y Salud en el Trabajo- y riesgos laborales, han sido unívocas en comprometer al empleador a cuidar y procurar por la seguridad y salud de los trabajadores, y adoptar todas las medidas a su alcance en orden a prevenir los accidentes y enfermedades profesionales (…).  ]  [34:  El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. 
“En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste”.  ] 


Se precisa que frente a una u otra hipótesis, es exigible y opera el principio de la reparación integral, en tanto que, así como ocurre en sede de reparación directa ante la jurisdicción contencioso administrativa, la responsabilidad declarada por la justicia laboral al amparo del artículo 216 del C.S.T. conlleva la “indemnización total y ordinaria por perjuicios”, que en términos de la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia “le impone al empleador la obligación de resarcir de manera plena e integral los perjuicios ocasionados al trabajador como consecuencia de los riesgos profesionales que sufra”[footnoteRef:35], de lo cual se deriva la posibilidad de que se reconozcan las tipologías de perjuicios materiales e inmateriales previstas en nuestro ordenamiento en garantía de la reparación integral del daño que prohíja la Ley 446 de 1998[footnoteRef:36], de manera que la vía laboral ordinaria se encuentra revestida de las mismas garantías frente a los derechos de acceso a la justicia, tutela judicial efectiva y reparación del daño sufrido por los afectados con un accidente de trabajo.  [35:  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, sentencia del 5 de marzo de 2014, expediente SL2799-2014 (39331), acta 07, M.P. Rigoberto Echeverri Bueno. Sobre el contenido de reparación integral se reitera la sentencia CSL rad. 39446, 14 de agosto 2012.  ]  [36:  “Artículo 16. Valoración de daños. Dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales”.  ] 


Las sub reglas definidas en precedencia permiten desarrollar la tesis que ha sostenido recientemente la Subsección A de la Sección Tercera con ponencia de este despacho[footnoteRef:37] y que para el estudio de este tipo de casos en los que el daño a indemnizar aparece dentro de una relación laboral, propone enmarcar la atención en la determinación de si el accidente tuvo o no un origen laboral, definición que precisamente no es otra cosa que la concreción de uno de los riesgos ocupacionales creados por el empleador y asumidos en ejecución del contrato de trabajo. [37:  Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 20 de julio de 2023. Exp. 57.297. C.P. José Roberto Sáchica Méndez.  ] 


Es a partir de la verificación de este punto que procede la determinación que se apresta a tomar el suscrito en el sub lite, en tanto se concluye que cuando los riesgos inherentes a la actividad laboral se concretan en un accidente que se cataloga como laboral, se debe privilegiar el conocimiento del caso por parte de la jurisdicción especializada, esto es, la ordinaria en su especialidad laboral[footnoteRef:38], sin que por ello estén presentes los límites de una indemnización que no sea integral. [38:  Así lo ha considerado este despacho en autos de 18 de agosto (Exp. 58.295) y 5 de octubre (Exp. (57.093) de 2022. Esta tesis se sostuvo igualmente en sentencia del 18 de marzo de 2022, Exp. 58.316, C.P. Marta Nubia Velásquez Rico: “En las condiciones analizadas, la fuente de la responsabilidad atribuida tanto a Andrés Julián Montero como a la sociedad Sánchez Construcciones Ltda. habría de recaer en una relación contractual de naturaleza laboral, aspecto que no puede evaluar esta Sala, pues debieron ser materia de discusión dentro de un proceso de responsabilidad contractual que los beneficiarios del trabajador fallecido debieron promover contra su empleador, dado que el accidente que sufrió ocurrió ejecutando una actividad laboral. 
La indemnización plena de perjuicios debe ser asumida por el empleador en el evento en el que se pruebe su culpa, pues si la causa es ajena a él, se rompe el nexo causal por un eximente de responsabilidad, tal como “la culpa exclusiva de la víctima o de un tercero, el caso fortuito o la fuerza mayor (denominados por la doctrina causas ajenas)”, como lo ha precisado la Corte Suprema de Justicia en varias de sus sentencias. 
De este modo, en el sub lite lo relacionado con los sujetos de derecho privado demandados –Andrés Julián Montero y la sociedad Sánchez Construcciones Ltda.– debe dirimirse al amparo de los institutos que la ley tiene reservados frente a la respectiva relación contractual, sin que exista regla jurisprudencial o legal que habilite a la jurisdicción administrativa para desplazar al juez natural y acumular tal controversia a una de reparación directa”.  ] 


Y si el daño irrogado no tiene origen en la ejecución de las obligaciones propias del contrato de trabajo o cuando en desarrollo del mismo tiene causa en riesgos ajenos a la prestación ordinaria del servicio, resulta posible endilgar responsabilidad extracontractual al Estado por sus acciones u omisiones que, en incumplimiento de sus obligaciones constitucionales y convencionales, pudieron haber tenido incidencia en el origen del daño, en la medida en que el suceso susceptible de indemnización no ocurrió como consecuencia de la concreción de uno de los riesgos ocupacionales creados por el empleador.

Como en el caso que nos ocupa no existe discusión de la relación laboral que existió entre el señor Jorge Beltrán y GISAICO S.A., así como que su deceso se dio en el marco de la ejecución de las actividades propias de dicha relación, la jurisdicción que debe conocer este caso es la ordinaria laboral.

Por lo anterior, solicito se acceda al medio de excepción. 


4. EXCEPCIONES DE MÉRITO FRENTE A LA DEMANDA

En el presente acápite se presentarán los fundamentos de hecho y de derecho que en general, sustentan la oposición a las pretensiones de la demanda y que en particular dan cuenta de que la parte demandante no ha probado, como es su deber, la existencia de todos los supuestos normativos de la presunta responsabilidad patrimonial que pretende endilgarse en contra de las demandadas en este litigio. Se sustenta la oposición a las pretensiones invocadas por el extremo activo de este litigio, de conformidad con las siguientes excepciones:

4.1. LA CADUCIDAD DEL MEDIO DE CONTROL.

Para el caso en concreto, se encuentra probado que se ha configurado la caducidad del medio de control, toda vez que el actor superó el término bienal para acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, habida cuenta que contrario a lo manifestado con el escrito de subsanación de la demanda, está acreditado fáctica y jurídicamente que el hecho dañoso y el conocimiento del mismo tuvo lugar el día 15 de enero de 2018, fecha en la que el señor Jorge Ramiro Beltrán García (Q.E.P.D.), perdió la vida a raíz del desplome de la obra conocida como “Puente Chirajara”, de ahí que a 11 de agosto de 2020, cuando se radicó la demanda ya había operado la caducidad

En ese orden de ideas, es preciso realizar un estudio normativo, jurisprudencial e inclusive doctrinario con miras a ser aterrizado al asunto que nos convoca conforme a los hechos probados que acreditan la sanción de caducidad y de suyo, la posibilidad de dictar sentencia anticipada.

Así las cosas, el Honorable Consejo de Estado ha definido la caducidad[footnoteRef:39] como el fenómeno jurídico en virtud del cual el administrado pierde la facultad de accionar ante la jurisdicción por no haber ejercido su derecho dentro del término que señala la ley. Ello ocurre cuando el término concedido por el legislador para formular una demanda vence sin que se haya hecho ejercicio del derecho de acción. Dicho término está edificado sobre la conveniencia de señalar un plazo objetivo, invariable, para que quien considere ser titular de un derecho opte por accionar o no hacerlo en aras de la seguridad jurídica. [39:  Auto de 3 de agosto de 2006. C.P. Alier Eduardo Hernández Enriquez. Radicación número: 52001-23-31-000- 2005-01660-01(32537)] 


De igual modo, la alta corporación ha manifestado que las normas de caducidad se fundan en el interés general que comporta el que los litigios no persistan en el tiempo, en desmedro de la convivencia pacífica y que las entidades públicas puedan definir las gestiones y las políticas estatales en la materia. Entonces, es la parte interesada quien debe impulsar el litigio oportunamente, es decir, en el plazo fijado por la norma, so pena de perder la posibilidad de accionar ante la jurisdicción.

Como se aprecia, las normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar en todo ordenamiento, en el sentido de impedir que situaciones permanezcan en el tiempo, sin que sean definidas judicialmente. En otros términos, el legislador establece unos plazos razonables para que las personas, en ejercicio de un determinado medio y, con el fin de satisfacer una pretensión específica, acudan a la jurisdicción a efectos de que el respectivo litigio o controversia, sea definido con carácter definitivo por el juez competente. En tal sentido, es la propia ley la que asigna una carga[footnoteRef:40] para que, ante la materialización de un determinado hecho, los interesados actúen con diligencia en cuanto a la reclamación efectiva de sus derechos, sin que las partes puedan convenir en su desconocimiento, modificación o alteración. [40:  “(…) durante la marcha del proceso son innumerables las ocasiones en que corresponde a la parte ejercitar determinado acto, cuya omisión le traerá la pérdida de una oportunidad procesal; es lo que se denomina cargas procesales.” DEVIS Echandía, Hernando “Teoría General del Proceso”, Ed. Universidad Editores, Buenos Aires, Pág. 44.] 


En ese sentido, el máximo órgano de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, en la Sentencia con Rad. 68001-23-31-000-1999-01452-01(41186) M.P. Stella Conto Díaz del Castillo, con relación a la caducidad indicó:

(…) La presentación oportuna constituye uno de los presupuestos procesales para el ejercicio de la acción, en tanto el término de caducidad permite racionalizar su ejercicio y limita el acceso a la justicia, para darle estabilidad a las relaciones jurídicas. La caducidad no se suspende ni interrumpe por ningún motivo, su causación es objetiva sin consideración a las partes. Es así como la doctrina y la jurisprudencia la han considerado como un fenómeno jurídico procesal a través del cual el legislador, en uso de su potestad de configuración normativa, limita en el tiempo el derecho para acceder a la jurisdicción, con el fin de obtener pronta y cumplida justicia. Es una figura de orden público lo que explica su carácter irrenunciable y la posibilidad de ser declarada de oficio, por parte del juez, cuando verifique su ocurrencia. (…). (Negrilla propia).

Normativamente, el literal i) del numeral 2 del artículo 164 de la Ley 1437, señala que: “cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia”. (Énfasis añadido).

Sobre la interpretación del transcrito artículo el Consejo de Estado, en caso de muerte y lesiones imputables al Estado, en sentencia del 3 de abril de 2013, radicada bajo el interno No. 26437, con ponencia del entonces consejero Mauricio Fajardo Gómez, enseña lo siguiente:

(…) Para la Sala resulta evidente que la interpretación de la regla consagrada en el artículo 136 del C.C.A., según la cual la caducidad de la acción de reparación opera al cabo de transcurridos “dos (2) años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa”, se debe entender en el sentido de la concurrencia de dos situaciones: el acaecimiento del hecho y el conocimiento por parte de la persona que considera afectados sus derechos por el hecho, omisión u operación administrativa.

En caso de que ambas situaciones se presenten de manera concomitante, el término de caducidad se contará a partir de la ocurrencia; en caso contrario se deberá tener en cuenta la fecha en la cual la presunta víctima hubiere tenido conocimiento del hecho, omisión u operación administrativa.

De esta regla general la jurisprudencia ha derivado algunas subreglas –que se expondrán a título enunciativo– atinentes al momento a partir del cual puede considerarse que la supuesta víctima tuvo conocimiento del hecho dañoso, es decir, momento a partir del cual el daño se consolidó: i) en caso de falla del servicio médico-asistencial, el término de caducidad se contará a partir del diagnóstico definitivo; ii) en materia de falla del servicio judicial, el plazo para que opere el fenómeno de la caducidad empieza a correr a partir de la ejecutoria de la providencia que deja sin fundamento jurídico la medida de privación de la libertad o que ordena el levantamiento de las medidas cautelares sobre bienes muebles e inmuebles; iii) cuando la demanda de reparación directa tiene por objeto la declaratoria de responsabilidad patrimonial del Estado por actos que constituyan desaparición forzada, el término de caducidad comenzará a contarse a partir de la aparición de la persona o desde la fecha de ejecutoria de la correspondiente sentencia penal, tal como lo establece el artículo 7 de la Ley 589 de 2000; iv) en materia de ocupación de bienes inmuebles, el término de caducidad de la acción comenzará a transcurrir desde el momento en que finalice la obra pública o desde la inscripción de la limitación al derecho de propiedad en el correspondiente folio de matrícula inmobiliaria; y, v) en punto a la caducidad de la acción de grupo, el término se contará a partir del conocimiento del daño por parte de la víctima o desde que la actividad dañosa haya cesado, lo cual se deberá determinar en cada caso concreto para los integrantes del grupo.

De la misma manera, el cómputo del término de caducidad debe partir de la distinción fundamental entre daño continuado y daño instantáneo, teniendo en cuenta que no se puede confundir la ocurrencia del daño con la proyección de sus efectos en el tiempo. Lo anterior no obsta para que el Juez de lo Contencioso Administrativo determine, a la luz de los hechos que le son presentados en la demanda, el momento en que la víctima tuvo conocimiento del hecho dañoso (…)[footnoteRef:41]. (Negrillas fuera del texto original). [41:  Radicación número: 52001-23-31-000-1999-00959-01(26437), C.P. Mauricio Fajardo Gómez.] 


Este fallo fue dictado en vigencia el C.C.A.; aunque la interpretación jurídica que ha realizado la jurisprudencia sobre el artículo 243 del C.P.A.C.A., en particular, las variables para tener en cuenta al momento de contabilizar los términos de caducidad siguen idénticos a los que traía la codificación citada. De allí que, son aplicables los criterios que de tiempo atrás ha desarrollado el Alto Tribunal, en torno al tema en comento.

Congruentemente y de antaño, con providencia del 3 de marzo de 2010[footnoteRef:42], la Alta Corporación sostuvo que el término de caducidad se empieza a contar a partir del acaecimiento del hecho u omisión, independientemente que el daño o perjuicio se prolongue en el tiempo, como pasa a citarse: [42:  Auto de 3 de marzo de 2010 C.P. Dr. Mauricio Fajardo. Radicación número: 13001-23-31-000-2008- 00568-01(37268)] 


… Ahora bien, es menester precisar que el hecho dañoso puede darse de forma instantánea o modulada en el tiempo, es decir, puede agotarse en un único momento o presentarse de forma reiterada o continuada en el tiempo pero, independientemente de la forma en la que se exterioriza dicha actuación, el término de caducidad inicia una vez haya tenido ocurrencia la causación del daño, por tanto, desde el momento en que se presentó el daño irrogado al patrimonio de la víctima debe computarse el término de caducidad de la acción, es decir, al momento en el cual la actuación específica causó el daño cuya indemnización se reclama. Lo anterior obedece por cuanto desde ese primer momento en que se causó el perjuicio, la víctima puede acudir a la administración de justicia para solicitar el restablecimiento del derecho correspondiente.

De otra manera, existirían situaciones en las cuales el término de caducidad nunca iniciaría, cuestión que daría lugar a la indeterminación de tales situaciones jurídicas, en contra de la seguridad jurídica de los sujetos procesales y de su debido proceso, comoquiera que el ejercicio de su derecho de defensa se vería extendido indefinidamente. Aun cuando se trate de una actuación dañosa cuyas consecuencias perjudiciales permanecen en el tiempo, la caducidad no se extiende indefinidamente, sino que opera desde el mismo momento en que ésta ocurra, es decir, cuando efectivamente se haya inferido el daño (Negrilla propia). 

Por otra parte, los artículos 20 y 21 de la Ley 640 de 2001, “Por la cual se modifican las normas relativas a la conciliación y se dictan otras disposiciones”, aplicable para el momento en que los actores radicaron la solicitud de conciliación, y que operan para el sub-lite, disponen:

ART.20 si de conformidad con la ley el asunto es conciliable, la audiencia de conciliación extrajudicial en derecho deberá intentarse en el menor tiempo posible y, en todo caso, tendrá que surtirse dentro de los tres (3) meses siguientes a la presentación de la solicitud. Las partes por mutuo acuerdo podrán prolongar este término. La citación a la audiencia deberá comunicarse a las partes por el medio que el conciliador considere más expedito y eficaz indicando sucintamente el objeto de la conciliación e incluyendo la mención a las consecuencias jurídicas de la no competencia.

“ART. 21 Suspensión de la prescripción o de la caducidad. La presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que el acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o hasta que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 20 de la presente ley o hasta que se venza el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. Esta suspensión operará por una sola vez y será improrrogable. (Se resalta).

En igual sentido, sobre la suspensión del término de caducidad, el Decreto 1716 de 2009 “por el cual se reglamenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, el artículo 75 de la Ley 446 de 1998 y el capítulo V de la Ley 640 de 2001”, aplicable para el momento en que los demandantes radicaron la solicitud de conciliación, establece:

Artículo 3°.Suspensión del término de caducidad de la acción. La presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial ante los agentes del Ministerio Público suspende el término de prescripción o de caducidad, según el caso, hasta: 
  
a) Que se logre el acuerdo conciliatorio, o   
b) Se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2° de la Ley 640 de 2001, o   
c) Se venza el término de tres (3) meses contados a partir de la presentación de la solicitud; lo que ocurra primero. 
  
En caso de que el acuerdo conciliatorio sea improbado por el juez o magistrado, el término de caducidad suspendido con la presentación de la solicitud de conciliación se reanudará a partir del día hábil siguiente al de la ejecutoria de la providencia correspondiente. La improbación del acuerdo conciliatorio no hace tránsito a cosa juzgada. 
  
Parágrafo único. Las partes por mutuo acuerdo podrán prorrogar el término de tres (3) meses consagrado para el trámite conciliatorio extrajudicial, pero en dicho lapso no operará la suspensión del término de caducidad o prescripción. (Negrilla propia).

A su tono, debe recordarse que eventos como la vacancia judicial, receso de semana santa y el curso de días feriados, no interrumpen el curso del término de caducidad, tal como lo ha sostenido el Honorable Consejo de Estado en providencia del 14 de agosto de 2013[footnoteRef:43], que reza: [43:  Consejo de Estado. Sección Cuarta. Rad. 54001-23-33-000-2013-00013-01 (20011)] 


Sobre la suspensión del término de caducidad, la Corporación se pronunció en auto del 28 de octubre de 2010, con ponencia del Magistrado, Doctor Rafael E. Ostau de Lafont Pianeta, dentro del expediente radicado bajo el número 2009- 00078, así:

“En tal orden, cuando se trate de contabilizar el término a partir del cual ocurre el fenómeno de la caducidad de la mentada acción, debe seguirse la regla del cómputo de meses, es decir, que en ella no se excluyen los días de interrupción de vacancia judicial o los que por cualquier otra causa el despacho se encuentre cerrado, por ejemplo la suspensión del servicio de administración de justicia, a menos que el término se venza en uno de ellos, caso en el cual el plazo se extenderá hasta el primer día hábil siguiente..”

Consecuente con lo anterior, ni el cese de actividades ni la vacancia judicial, interrumpen el término de caducidad para ejercer el medio de control, diferente es que el plazo expire cuando el Despacho se encuentre cerrado, caso en el cual el término se prorroga hasta el primer día hábil siguiente. (Negrilla propia).

Con mérito al sustento doctrinario, jurisprudencial y normativo que se acaba de abordar, es como se demostrará conforme a los hechos que están probados, que el fenómeno de la caducidad ha operado. En dicho sentido, es imperioso relacionar los siguientes hitos:

.- EL HECHO DAÑOSO:

Como lo hemos venido sosteniendo y es totalmente apreciable por el despacho y las partes en litigio, el hecho demandado deviene del fallecimiento del señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.), acaecido el día 15 de enero de 2018, como lo manifestó la parte actora en los hechos 8 y 9 del escrito de demanda, y se vislumbra:

[image: ]

Lo anterior, es soportable con el propio registro civil de defunción del señor Beltrán, aportado por el extremo demandante, en el cual se puede avizorar sobre la fecha del deceso con toda claridad lo siguiente:

[image: ]

Ahora bien, sobre el conocimiento del hecho dañoso, es claro que la parte demandante lo tuvo el día 15 de enero de 2018, y no como lo manifiesta en la subsanación de la demanda, esto es, el 15 de enero de 2019, supuestamente por un comunicado de prensa emitido por la Fiscalía General de la Nación, y esto perfectamente deducible con sustento a la solicitud de conciliación extrajudicial que correspondió por reparto a la Procuraduría Novena Judicial II Para Asuntos Administrativos, del 22 de mayo de 2018, como se puede extraer del encabezado de la respectiva constancia:
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Conforme a lo anterior, plausible es concluir que desde antes del precitado comunicado de prensa de la FGN., la parte actora ya tenía pleno conocimiento del hecho dañoso, tanto es así, que por ello el día 22 de mayo de 2018, y como lo soporta la prueba documental expedida por la prenombrada procuraduría, el extremo activo radicó solicitud de conciliación pretendiendo lograr una indemnización de perjuicios, caso contrario, y si las cosas fueran como lo sustentó el apoderado del extremo demandante en su subsanación, lo lógico es que dicha solicitud de conciliación se hubiera radicado con posterioridad al 15 de enero de 2019, lo que no sucedió, y que es argumento suficiente para desestimar tal punto de conteo del término de caducidad.

En adición, y si lo anterior no es suficiente, se tiene que el apoderado de la parte demandante, esto es, el abogado Fredy Bladimir Vanegas Ladino, celebró con COVIANDES S.A.S., dos contratos de transacción con miras a lograr la indemnización de perjuicios de algunos de los familiares del señor Beltrán García (Q.E.P.D.), contratos celebrados los días 25 de abril de 2019 y 3 de mayo de 2019, acuerdos aportados por COVIANDES S.A.S., en su contestación, y de los cuales en la consideración “1”, claramente se establece:
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En el mismo sentido, la cláusula primera de dichos contratos de transacción se estableció:
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Lo anterior quiere decir que el apoderado de los ahora demandantes celebró acuerdos de transacción admitiendo que el hecho por el cual se reclamó indemnización se produjo el 15 de enero de 2018, y no el 15 de enero de 2019, esta última fecha que ni siquiera se menciona en los acuerdos en cuestión, por lo que probado resulta que el término de caducidad debe contabilizarse desde el 15 de enero de 2018, inclusive por lealtad procesal.

Corolario de lo expuesto, es evidente que la parte demandante intenta corregir una situación insubsanable, pretendiendo llevar a la confusión a la judicatura y los demás extremos del pleito, pues busca que se desestime la fecha probada del daño, esto es, el 15 de enero de 2018, argumentando una fecha que bien puede relacionarse con el nexo causal, que es totalmente distinto, es decir, una es la fecha de producción efectiva del hecho dañoso y que está totalmente acreditada con el deceso del señor Beltrán, y otra la relativa a la causa de la falla, esto es, el 15 de enero de 2019, la cual inclusive para estos efectos queda desestimada, porque se ha probado que de la causa el actor conoció con anterioridad, de otra manera no se puede explicar que el 22 de mayo de 2018 radicara solicitud de conciliación extrajudicial.

En complemento, debe decirse que en nuestro sistema judicial, las partes cuentan con una amplia libertad probatoria para demostrar las causas de una imputación, y que bajo el régimen de la falla probada del servicio que es subjetivo, y que de acuerdo con la carga dinámica de la prueba corresponde al actor acreditar la falla, en cuyo deber no se pueden inobservar los elementos estructurales de dicho régimen, como lo son el daño, que en este caso es viable afirmar que tuvo ocasión el 15 de enero de 2018, y el nexo causal, que no puede confundirse con el primer elemento como lo hace el actor para poder encubrir la caducidad.

.- DE LA INTERRUPCIÓN/SUSPENSIÓN DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD Y SU CONFIGURACIÓN:

Probado como ha quedado el conocimiento del hecho dañoso, esto es, el deceso del señor Beltrán el día 15 de enero de 2018, es momento de demostrar que aun con la suspensión del término de caducidad, el fenómeno alcanzó su configuración.

Para efectos de lo manifestado, en principio deben considerarse los siguientes extremos temporales:

· Hecho Dañoso: 15 de enero de 2018;
· Radicación Solicitud Conciliación: 22 de mayo de 2018;
· Días Transcurridos Entre El Hecho y La Solicitud De Conciliación: 127

Conforme a lo anterior, el término de caducidad se interrumpió cuando habían corrido 127 días, resultando necesario recordar tal como lo ha ordenado la legislación vigente para el momento en que se solicitó la conciliación, que la audiencia debe realizarse en el menor tiempo posible, y en todo caso, tendrá que surtirse como máximo, dentro de los 3 meses siguientes a la solicitud, de modo tal tenemos:

· Radicación Solicitud Conciliación: 22 de mayo de 2018;
· Tiempo Máximo Para Audiencia: 22 de agosto de 2018, transcurridos 3 meses o 92 días.

En este punto encontramos una situación particular, pero que de ningún modo puede afectar al extremo pasivo, y es que la Procuraduría Novena Judicial II Para Asuntos Administrativos, excedió el término imperativo y de obligatorio cumplimiento contenido en las normas de orden público que regulan la conciliación, habida cuenta que la audiencia se celebró en dos momentos diferentes, que conforme a la constancia por esta expedida tuvieron lugar los días 14 de agosto de 2018 y 28 de septiembre de 2018, como se extrae del siguiente aparte:
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Atendiendo tal situación, es preciso aclarar que si bien el término para celebrar la audiencia de conciliación puede ser prorrogado de común acuerdo entre convocante y convocada, lo cierto es que no existe prueba de que esto haya sucedido, y aún si así hubiere sido, dicho acuerdo no suspende la caducidad superados los 3 meses, teniendo en cuenta que es una norma de orden público, de modo que, lo correcto para calcular el término del fenómeno procesal, pese a que la primera audiencia se celebró el 14 de agosto de 2018, será el 22 de agosto de 2018, cuando vencían los 3 meses de plazo máximo para celebración de la audiencia, teniéndose que el término se interrumpió por 92 días.

En este punto, debe anotarse que conforme a las previsiones contenidas en el artículo 21 de la Ley 640 de 2001, concordantes con las disposiciones del literal C, del artículo 3 del Decreto 1716 de 2009, el término de caducidad estuvo suspendido hasta el vencimiento de los 3 meses siguientes a la presentación de la solicitud de conciliación, que fue lo que sucedió antes de declararse fallida la conciliación y con anterioridad a la expedición de la constancia, por tanto, y como lo advertimos, la caducidad se interrumpió por 3 meses o 92 días.

Seguidamente, abordado lo antecedente, se tiene que el término de caducidad se reanudó el día 23 de agosto de 2018, siendo que deberíamos pasar de este momento directamente a la fecha de radicación de la demanda, esto es, el 11 de agosto de 2020, no obstante, en dicho interregno tuvo lugar un suceso extraordinario que obligó al sistema judicial a proferir el Decreto Legislativo 564 de 2020, con motivo de la urgencia ambiental y sanitaria derivada del Covid-19, Decreto por el cual se ordenó suspender los términos de caducidad desde el día 16 de marzo de 2020 y hasta el 30 de junio del mismo año, lo que nos obliga a realizar el siguiente conteo:

· Reanudación Término Caducidad: 23 de agosto de 2018;
· Suspensión Término Caducidad D.L. 564/2020: 16 de marzo de 2020;
· Días desde 23 de agosto de 2018 hasta el 16 de marzo de 2020: 570
· Fin suspensión término caducidad D.L. 564/2020: 30 de junio de 2020;
· Reanudación término caducidad: 1 de julio de 2020;
· días Suspensión Por D.L. 564/2020: 107.

Así la cosas, tenemos que desde el 23 de agosto de 2018, día en que se reanudó el término de caducidad por haberse superado los 3 meses para celebrar la audiencia de conciliación, y hasta el inicio de la suspensión por el D.L. 564/2020, que tuvo lugar el 16 de marzo de 2020, el conteo de términos transcurrió por 570 días, siendo interrumpido por 107 días que terminaron el 1 de julio de 2020.

Entonces, de acuerdo a lo expuesto, es necesario contabilizar los días que transcurrieron desde la reanudación de términos ordenada por el D.L. 564/2020, y hasta el momento en que el actor radicó el medio de control de reparación directa, y para el efecto tenemos:

· Reanudación término caducidad: 1 de julio de 2020;
· Radicación de la demanda: 11 de agosto de 2020;
· Días entre reanudación y radicación: 42.

Ahora bien, es menester hacer un cálculo del total de días que usó el extremo demandante para acudir por vía de reparación directa a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, para lo cual hemos probado que:

· Entre el hecho dañoso y la radicación solicitud conciliación transcurrieron: 127 Días;
· Entre el término máximo para audiencia de conciliación (22/08/2018) y el inicio de suspensión d.l. 564/2020 (16/03/2020) transcurrieron: 570 Días;
· Entre la reanudación ordenada por el d.l. 564/2020 (1/07/2020) y la radicación de la demanda (11/08/2020) transcurrieron: 42 Días;
· Total: 739 Días (127+570+42).

En tal sentido, tenemos que 2 años comunes de 365 días, corresponden a un total de 730 días, es decir, que el término tomado por el extremo actor para demandar está excedido por 9 días, en ese orden de ideas, como la demanda se radicó el 11 de agosto de 2020, es decir, transcurridos 739 días, lo cierto es que la parte activa tenía hasta el 2 de agosto de 2020 para iniciar el medio de control, empero, y en honor a la verdad, encontramos que ese día es inhábil por ser domingo, de ahí que el término se corre al siguiente hábil, esto es, el 3 de agosto de 2020, que era la oportunidad máxima para presentar el medio de control  y que el demandante dejó pasar. 

Como conclusión, está plenamente probada la configuración del fenómeno de la caducidad por haberse excedido el término bienal con que la parte interesada contaba para acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo

4.2. COADYUVANCIA A LAS EXCEPCIONES PLANTEADAS POR QUIENES FORMULARON EL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA A SEGUROS CONFIANZA S.A.

Se coadyuvan los medios de excepción propuestos por el apoderado judicial de GISAICO S.A., y COVIANDES S.A.S., solo en cuanto las mismas no perjudiquen los intereses de mi representada, y bajo ese mismo tenor formulo las siguientes:

4.3. INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD POR FALTA DE ACREDITACIÓN DE SUS ELEMENTOS ESTRUCTURALES (IMPUTACIÓN).

La responsabilidad del Estado puede surgir en virtud de diversos títulos de imputación, tales como la falla del servicio, el daño especial, o la denominada teoría del riesgo, que obedecen a diversas situaciones en las cuales el Estado, a través de sus autoridades, está llamado a responder por la producción de un daño antijurídico.

El artículo 90 de la Constitución consagra la cláusula general de responsabilidad del estado al señalar que “El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”. De antaño la jurisprudencia del máximo tribunal de lo contencioso administrativo determinó lo siguiente:

La noción de la falla del servicio no desaparece, como lo ha señalado la Sala, de la responsabilidad estatal fundada en el citado artículo 90 de la Carta. Cuando de ella se derive la responsabilidad que se imputa a la administración se constituye en un elemento que debe ser acreditado por el demandante. Así lo ha repetido esta misma Sala[footnoteRef:44] [44:  Consejo de Estado (1993). Expediente 7742 del 25 de febrero. C.P. Carlos Betancur Jaramillo.] 


La imputación tiene unas etapas que no pueden desconocerse al momento de intentar atribuir un daño. En el presente caso es claro que no hay suficientes pruebas que permitan concluir la estructuración de responsabilidad de las demandadas, en especial de GISAICO SA., y COVIANDES S.A.S., y por ende, atribuir el deber indemnizatorio a la entidad aseguradora que represento.

En el sub-lite se imputa responsabilidad por los presuntos daños causados a las demandantes a raíz del deceso del señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.), producido el 15 de enero de 2018, con ocasión del desplome del Pilar B del puente Chirajara, sin determinarse de manera clara e inequívoca con sustento probatorio la causa de la supuesta falla y la responsabilidad de cada demandada frente a la misma.

Así, una de las implicaciones más importantes al determinar el régimen de responsabilidad es el comportamiento probatorio de las partes. El régimen subjetivo de responsabilidad, además de ser el postulado general, le impone a la parte demandante la carga probatoria, por tanto, es ella quien debe tener un comportamiento activo en la aportación del material que soporta los supuestos de hecho registrados en la demanda. Como bien se puede revisar en el proceso, no hay prueba que permita estructurar los elementos de la responsabilidad que se pretende atribuir al extremo pasivo, pues si bien se le atribuye el deceso del señor Beltrán, no se acredita que este hubiese con sus obligaciones contractuales de seguridad y diseño, y que tales omisiones o cumplimientos imperfectos se constituyeran con la causa eficiente del daño.

Así, en tratándose de la falla del servicio como título de imputación y la respectiva carga de la prueba a cargo del demandante, la máxima corporación de lo contencioso administrativo precisó:

(…) La Sala, de tiempo atrás, ha dicho que la falla del servicio ha sido en el Derecho Colombiano y continúa siendo, el título jurídico de imputación por excelencia para desencadenar la obligación indemnizatoria del Estado; en efecto, si al Juez Administrativo le compete una labor de control de la acción administrativa del Estado y si la Falla del servicio tiene el contenido final del incumplimiento de una obligación a su cargo, no hay duda que es ella el mecanismo más idóneo para asentar la responsabilidad patrimonial de naturaleza extracontractual (…)

(…) Reiteradamente la Sala ha señalado que la responsabilidad del Estado se ve comprometida cuando se encuentran acreditados los siguientes elementos: i) la existencia de una obligación legal o reglamentaria a cargo de la entidad demandada de realizar la acción con la cual se habrían evitado los perjuicios; ii) la omisión de poner en funcionamiento los recursos de que se dispone para el adecuado cumplimiento del deber legal, atendidas las circunstancias particulares del caso; iii) un daño antijurídico, y iv) la relación causal entre la omisión y el daño (…)[footnoteRef:45] [45:  Consejo de Estado, Sección Tercera (2011). Sentencia 22.745, C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 14 de septiembre.] 


Las pruebas que obran en el expediente se fundamentan en la acreditación del daño y no en la imputación. Por esto, ni siquiera indiciariamente podrían servir para realizar un juicio causal y así atribuir responsabilidad a las entidades demandadas, pues como se sustentó en el acápite correspondiente, la ausencia de la causalidad impide que se estructuren los elementos de la responsabilidad para imputar el daño, habida cuenta que de la causa del desplome del puente no existe una prueba lo suficientemente diciente que permita afirmar sin lugar a dudas que la causa deviene de fallas en el diseño, pues inclusive, en el proceso investigativo que se lleva a cabo por la Fiscalía General de la Nación, no se ha logrado con plena exactitud determinar que errores en diseño sean la causa de la caída del puente Chirajara.

Entonces, tenemos que bastó con un análisis superfluo y un par de conjeturas del apoderado de la parte actora para señalar inmediatamente a los demandados, desconociendo así la jurisprudencia del Consejo de Estado, la cual ha establecido lo siguiente:

(…) En casos como el presente, en los cuales se imputa responsabilidad a la administración por el incumplimiento o el cumplimiento defectuoso de sus obligaciones, la determinación de si el daño causado al particular tiene el carácter de daño antijurídico, depende de acreditar que la conducta de la autoridad fue inadecuada. Si el daño que se imputa a ésta se deriva del incumplimiento de un deber que legalmente le corresponde, o de su cumplimiento inadecuado, la antijuridicidad del daño surgirá entonces aquí de dicha conducta inadecuada, o lo que es lo mismo, de una FALLA EN EL SERVICIO. Para determinar si aquí se presentó o no dicha falla del servicio, debe entonces previamente establecerse cuál es el alcance de la obligación legal incumplida o cumplida inadecuadamente por la administración. Debe precisarse en qué forma debió haber cumplido el Estado con su obligación; qué era lo que a ella podía exigírsele; y, solo si en las circunstancias concretas del caso que se estudia se establece que no obró adecuadamente, esto es, que no lo hizo como una administración diligente, su omisión podrá considerarse como causa del daño cuya reparación se pretende (…)[footnoteRef:46] [46:  Consejo de Estado (1994). Expediente 8487 C.P. Carlos Betancur Jaramillo] 


Entonces, retomando, no hay prueba de la imputación que se pretende estructurar hacia el extremo pasivo. Tampoco hay prueba de que haya una falla del servicio, pues no se indica en ningún momento cuál fue el incumplimiento obligacional por parte de los demandados que determinó el daño. No se prueba que las entidades demandadas hayan cumplido defectuosa, tardía o simplemente incumplido con sus obligaciones administrativas y contractuales, aterrizando al caso, no se probó el error de diseño del puente con suficiencia, ni que este fuera el causante de los daños reclamados.

El apoderado de la parte actora debe probar los elementos estructurales de la responsabilidad, el daño y la imputación. Estos dos elementos estructurales nunca se presumen y deben estar debidamente acreditados por la parte actora. A pesar de realizar una desestimación de la cuantía de los perjuicios en la oposición de las pretensiones, y de manifestar que no existe prueba para la consolidación de los mismos, en caso de que el juzgador considere probado el daño, de igual manera deberá evaluar lo relativo a la imputación, y la conclusión es que no hay prueba que permita su estructuración, ni siquiera indiciariamente.    

Con todo, no hay material probatorio idóneo que permita acreditar la imputación como elemento estructural. Se reitera que la imputación se ha concebido jurisprudencialmente como la atribución jurídica del daño respecto de quien está llamado a responder. Para configurar este elemento, debe confluir una causalidad material, en el sentido de encontrar en el mundo fenomenológico la causa que sea determinante y eficiente en la producción del daño (teoría de la causalidad adecuada); y, por otro lado, una causalidad jurídica que requiere de un análisis normativo establecido en los diferentes títulos de imputación aplicables en esta materia. Como se analizó, el juicio realizado por el demandante para atribuir la causa del daño fue indebido, pues en primer lugar, no soportó su argumento en las pruebas que debió haber aportado al proceso, y segundo, no ha logrado identificar al presunto responsable de la producción del daño, por lo que demanda a todas las entidades que tuvieron que ver de algún modo con la obra del puente Chirajara. Al respecto se sirve citar lo sostenido por la doctrina, acogido en el amplio desarrollo jurisprudencial que ha desarrollado el Consejo de Estado sobre la materia:

Salvo lo que se dirá más adelante, consideramos que el nexo de causalidad debe ser probado en todos los casos por quien ejerce el derecho de acción, independientemente de si el régimen de responsabilidad aplicable está fundamentado en la culpa o en alguna de las especies de responsabilidad objetiva. El nexo de causalidad a diferencia de la culpa, no admite, por norma general, ningún tipo de presunción. Esa es la razón por la cual es necesario quitarnos de la cabeza la sinonimia entre culpabilidad y causalidad; cierto, un hecho puede ser producto de muchos factores, entre ellos una culpa, lo que de suyo no implica un nexo causal que obligue a reparar a quien cometió culpa. Por fortuna, el Consejo de Estado ha superado la discusión sobre la presunción de culpabilidad, de causalidad y de responsabilidad en los regímenes objetivos y actualmente se tiene claro en la jurisprudencia del Alto Tribunal que cuando se está en presencia de un régimen objetivo de responsabilidad no se tiene por existente una presunción de culpabilidad ni de causalidad ni de responsabilidad, sino que es un régimen en el cual el actor deberá probar todos los elementos de la responsabilidad (incluida, por supuesto, la relación causal), mientras que el demandado deberá acreditar una causa extraña para exonerarse de responsabilidad, pues demostrar diligencia y cuidado no le será suficiente para liberarse. 

El nexo de causalidad, como lo ha dicho el Consejo de Estado en reiterada jurisprudencia, debe ser probado en todos los casos. Así, por ejemplo en sentencia del 2 de mayo de 2002 se dijo: 

El accionante también tiene que demostrar en juicio la causalidad adecuada entre el daño padecido y la conducta de riesgo imputada al Estado mediante prueba directa o indirecta, porque la ley no ha señalado en materia de relación causal ni presunciones legales respecto de las cuales, probado un hecho (s) el legislador infiera su causalidad adecuada, ni tampoco los conocimientos del juez sobre la realidad social lo autorizan para deducir con certeza el nexo de causalidad eficiente y determinante. La prueba del nexo puede ser: a) directa, mediante los medios probatorios que lo representan por sí mismo y/o b) indirecta, mediante indicios; este medio de convicción lógico indirecto, requiere de la demostración de unos hechos indicadores que apunten con fuerza el hecho indicado.[footnoteRef:47]    [47:  Patiño, H. (2008). Responsabilidad extracontractual y causales de exoneración – Aproximación a la jurisprudencia del Consejo de Estado colombiano*. Revista de derecho privado, No. 14, Universidad Externado de Colombia. 194.  ] 


No hay ninguna prueba en el plenario que acredite que las demandadas incumplieran con el acatamiento de sus obligaciones contractuales, administrativas e inclusive patrimoniales que garantizaran la estabilidad y calidad de la obra en construcción, y que haya tenido por tanto, la suficiente fuerza para derivar en la no acreditada responsabilidad para que se causara el daño aducido en los hechos de la demanda. La imputación, como elemento axiológico de la responsabilidad, debe probarse a partir de criterios técnicos objetivos que impidan trasladar la causalidad al ámbito de la incertidumbre. Estas inconsistencias probatorias inciden directamente en el análisis de las pretensiones, pues impiden la estructuración de la responsabilidad indebidamente atribuida a los demandados. 

En conclusión, una vez acreditado que no existe causalidad material, menos puede concluirse que existe causalidad jurídica, pues atendiendo al régimen de imputación de falla probada del servicio, no hay prueba en el proceso del incumplimiento obligacional de las entidades demandadas.
 
Ruego su señoría declarar probada la presente excepción.

4.4. AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD COMO CONSECUENCIA DE UNA EJECUCIÓN CONTRACTUAL ADECUADA, DILIGENTE, CUIDADOSA, CONFORME A LAS BUENAS PRÁCTICAS DE INGENIERÍA Y LOS MÁS ALTOS ESTÁNDARES PARA LA CONSTRUCCIÓN Y ESTRUCTURAS ELEVADAS EN EL TERRITORIO NACIONAL.

En el caso objeto de debate resulta suficientemente probado que no existió ninguna falla en el servicio prestado por parte de GISAICO S.A., y COVIANDES S.A.S., al cual pueda resultarte atribuible el desplome de la torre b del puente Chirajara que tuvo como fatal desenlace el fallecimiento de varios obreros que laboraban en dicho lugar, siendo uno de ellos el señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.). Ello toda vez que, como se surtió en el proceso arbitral y demás procedimientos adelantados, por medio de los cuales se propendía por la identificación de la causa de la caída de la estructura y de este modo la individualización del responsable imputable por tal hecho, no fue posible imputar responsabilidad directa por el infortunio a los aquí demandados, ni mucho menos probar que sus actuaciones guardan estrecho nexo de causalidad con el fallecimiento de los trabajadores que se encontraban presentes en la obra para el día 15 de enero de 2018, lo anterior sin perjuicio de que existe una falta de legitimación en la causa por activa de COVIANDES S.A.S., frente a mi mandante, lo cual se reitera y se aclara para evitar que los argumentos de este medio exceptivo sean interpretados como un indicativo de legitimación de dicha sociedad sobre mi defendida.

En términos generales, para obtener una declaratoria de responsabilidad de esta índole, resulta necesario que el demandante pruebe la existencia de un acto producido con culpa o dolo y la presencia de un daño que tenga un nexo causal con dichas actuaciones. No obstante, se debe tener en cuenta que, en el régimen de responsabilidad, se le permite al presunto causante del daño enervar dicha pretensión que busca la declaratoria de responsabilidad, mediante la acreditación de un actuar diligente y cuidadoso durante los procedimientos ejecutados, las actividades desplegadas y el cumplimiento de los altos estándares para la ejecución de obras de infraestructura. Es decir, si la parte demandante a quien se pretende atribuir responsabilidad logra probar en el curso de un proceso judicial que su actuar fue diligente, enervará la responsabilidad que el demandante busca declarar en contra suya.

El anterior argumento ha sido recogido en una diversidad de providencias provenientes de las altas cortes. En este sentido, estas han explicado en una multiplicidad de ocasiones sobre la responsabilidad patrimonial del Estado, que:

(…) La responsabilidad patrimonial del Estado, en nuestro sistema jurídico, encuentra fundamento en el principio de la garantía integral del patrimonio de los ciudadanos, y se configura cuando concurren tres presupuestos fácticos a saber: un daño antijurídico o lesión, definido como el menoscabo o perjuicio que sufre la víctima en su patrimonio o en sus derechos personalísimos, sin tener el deber jurídico de soportarlo; una acción u omisión imputable al Estado, que se presenta cuando la Administración Pública no satisface las obligaciones a su cargo dentro de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que han sido fijadas; y una relación de causalidad, para que el daño antijurídico atribuido al Estado sea indemnizable, que exige que éste sea consecuencia del incumplimiento de las obligaciones de la Administración, esto es, desde una perspectiva negativa, que el daño sufrido por la víctima no se derive de un fenómeno de fuerza mayor o sea atribuible a su conducta negligente.[footnoteRef:48] (Subrayado y negrilla fuera del texto original) [48:  Corte Constitucional, sentencia C-644 de 2011.  ] 


Ahora bien, resumiendo la jurisprudencia anteriormente expuesta, resulta pertinente ilustrar cómo El Consejo de Estado, Sección Primera con ponencia del Consejero Oswaldo Giraldo López en sentencia del 21 de mayo de 2020, dispuso:

(…) sólo será responsable del daño quien lo haya cometido; bajo ese contexto, para atribuirle responsabilidad a una persona es necesario que entre la conducta y el daño exista una relación de causalidad o nexo causal; dicho elemento ha sido definido “(…) como la relación necesaria y eficiente entre la conducta imputada y probada o presumida, según el caso, con el daño demostrado o presumido. La jurisprudencia y la doctrina indican que para poder atribuir un resultado a una persona como producto de su acción o de su omisión, es indispensable definir si aquel aparece ligado a ésta por una relación de causa a efecto, no simplemente desde el punto de vista fáctico sino del jurídico”. Dicho de otra manera, la relación entre el perjuicio “y un hecho por el cual debe responder (…) un vínculo de causa a efecto de modo tal que ese hecho sea real generador del daño.

Dado lo anterior, en el presente caso se vuelve obligatoria la acreditación de la falla o negligencia por la parte activa para configurar responsabilidad de la parte demandante. Aunado a ello, la parte debe demostrar la configuración de los tres elementos sine qua non para determinar la responsabilidad, esto es (i) Daño, (ii) La imputación, y (iii) El fundamento. Sin embargo, lejos de probar el error y los tres aspectos anotados con anterioridad, de la documentación que conforma el expediente se puede observar que COVIANDES S.A.S. y GISAICO S.A., se sujetaron a los más altos estándares de la prestación de los servicios de ingeniería al momento de ejecutar las actividades y el objeto contractual.

i) Las actuaciones desplegadas por parte de GISAICO S.A., y COVIANDES S.A.S.

En consonancia con lo manifestado, a GISAICO S.A., y COVIANDES S.A.S., no les es atribuible responsabilidad de ningún tipo en el caso en marras, puesto que, en consonancia con la decisión adoptada por el honorable Tribunal de Arbitramento de la ciudad de Bogotá, en curso del laudo arbitral del 2 de marzo de 2020, que resolvió la controversia existente entre CONINVIAL y GISAICO, no se demostró un error de diseño imputable a las sociedades que llamaron en garantía a mi mandante y que fuera la causa del colapso de la torre B que conllevó al fallecimiento del señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.).

Sobre el mismo punto, en el trámite de dicho proceso, se probó con suficiencia que los elementos, insumos y materiales empleados para la ejecución del objeto del contrato suscrito por GISAICO S.A., en calidad de contratista, fueron los especificados por el contratante y los demás intervinientes. Además que, la ejecución de las obras y en general todas las actividades, fueron surtidas con sujeción a las buenas prácticas, a las especificaciones técnicas exigidas y a las normas técnicas aplicables. Tan es así que, los materiales y procesos constructivos fueron debidamente revisados, supervisados, aprobados y tuvieron el permanente seguimiento, revisión y aprobación por parte de CONINVIAL S.A.S., y del concesionario.

Adicionalmente, está demostrado y así lo determinó el Ministerio del Trabajo Dirección Territorial del Meta, que el personal que se encontraba en el tablero del puente (losa) y que falleció en el lamentable suceso acaecido el día 15 de enero de 2018, no estaba desempeñando trabajos que tuvieran riesgo de caída a diferente nivel, ni habían sido guiados indebidamente por una funcionaria que no contara con el conocimiento y manejo adecuado de las alturas. Por el contrario, los trabajadores que allí se encontraban desempeñaron sus labores con el acompañamiento debido por parte de su contratante o empleador, quien cumplió en todo momento con los protocolos de seguridad y en la participación de personas capacitadas para el desarrollo de este tipo de actividades.

A su turno, si bien se tiene que COVIANDES delegó en cabeza de COVINVIAL S.A., la competencia para asumir la responsabilidad por el riesgo sobre los diseños y la construcción de la obra que finalmente colapsó, y COVINVIAL a su turno delegó nuevamente dicha competencia a GISAICO S.A., lo cierto es que frente a los deberes de vigilancia y supervisión, se ha podido determinar que, tanto CONINVIAL S.A., como COVIANDES S.A., realizaban continuo seguimiento a la ejecución del Contrato No. 123-OT-032-005 por parte de GISAICO S.A. De hecho, se contrató a una empresa encargada de ejercer auditoría externa a la ejecución del proyecto de la doble calzada: EDL S.A.S., la cual a su turno estaba integrada por un equipo de trabajo conformado por ingenieros expertos en la materia.

En conclusión, es claro que por parte de las entidades demandadas se desarrollaron todas las actuaciones correspondientes y tendientes al cumplimiento del objeto de los contratos suscritos, en garantía de los más altos estándares de calidad respecto a los elementos y materiales empleados, siempre en respeto de las buenas práctica de la profesión de ingeniería de las cuales no se puede deprecar un nexo de causalidad que conllevara al fallecimiento del señor Jorge Beltrán, quien en su calidad de obrero y trabajador de la obra se encontraba en el lugar en el que ocurrió el desplome de la torre B del puente Chirajara. En ese entendido, no se observa ninguna falla en el servicio o error que pudiera endilgársele a COVIANDES S.A.S., y GISAICO S.A., al contrario, las documentales dan cuenta de que su actuación siempre fue idónea, perita y apegada a las buenas prácticas.

Por lo ampliamente expuesto solicito se declare fundada la excepción.

4.5. INEXISTENTE RELACIÓN DE CAUSALIDAD ENTRE EL DAÑO O PERJUICIO ALEGADO POR LA PARTE ACTORA Y LAS ACTUACIONES DE GISAICO S.A., y COVIANDES S.A.S.

Conforme con lo expuesto en el escrito de la demanda, se hace necesario esbozar el análisis de la inexistencia de relación de causalidad entre el presunto daño y el perjuicio alegado por parte de los demandantes, concerniente al fallecimiento del señor Jorge Beltrán, con relación a las actuaciones de COVIANDES S.A.S., y GISAICO S.A., puesto que, como ya se ha puesto de presente, actuaron de manera diligente, prudente y en procura de la consecución y cumplimiento del objeto de los contratos suscritos para el desarrollo de la obra del puente Chirajara. De este modo se advierte que, dentro de la documental allegada al expediente por la parte demandante no hay prueba que demuestre el nexo causal, entre el actuar de las mencionadas personas jurídicas y el presunto daño alegado, carga que recae en cabeza de los accionantes, ante la imposibilidad de aplicar las reglas de la presunción en este elemento esencial de la responsabilidad que se pretende declarar. Por los anteriores motivos, no puede hablarse de nexo causal en el caso concreto.

La teoría de la causalidad aplicada en Colombia es la causalidad adecuada. A diferencia de la teoría de la equivalencia de condiciones en la que simplemente basta aplicar el método de la supresión mental hipotética y determinar si el hecho final se hubiere o no presentado o no con determinada actuación. La teoría de la causa adecuada exige un filtro adicional en el que de esa multiplicidad de causas que se pueden presentar en el mundo fenomenológico que pueden ser condiciones sine qua non, serán relevantes solo aquellas de las que fuera previsible el resultado. Doctrina autorizada y reciente confluye en aseverar que para declarar la responsabilidad es necesaria la concurrencia de tres elementos indispensables, a saber:

Es sabido que para que exista la responsabilidad se requieren tres elementos absolutamente indispensables y necesarios: el daño, el hecho generador del mismo y un nexo de causalidad que permita imputar el daño a la conducta (acción u omisión) del agente generador. El nexo causal se entiende como la relación necesaria y eficiente entre el hecho generador del daño y el daño probado. La jurisprudencia y la doctrina indican que para poder atribuir un resultado a una persona y declararla responsable como consecuencia de su acción u omisión, es indispensable definir si aquel aparece ligado a esta por una relación de causa-efecto. Si no es posible encontrar esa relación mencionada, no tendrá sentido alguno continuar el juicio de responsabilidad.[footnoteRef:49] (Subrayado y negrilla fuera del texto original). [49:  Patiño, Héctor. “Responsabilidad extracontractual y causales de exoneración. Aproximación a la jurisprudencia del Consejo de Estado colombiano”. Revista Derecho Privado N14. Universidad Externado de Colombia. 2008.] 


La teoría de la causa adecuada ha sido la escogida por la jurisprudencia del Consejo de Estado en diferentes sentencias como la teoría aplicable en Colombia, de las cuales se destacan recientes sentencias de fecha 14 de junio de 2019[footnoteRef:50], 29 de abril de 2019[footnoteRef:51] y 27 de septiembre de 2018[footnoteRef:52]. Esta excepción se funda, además de lo expuesto, en el hecho de que no existe prueba alguna que acredite relación de causalidad entre el supuesto perjuicio alegado y la actuación de COVIANDES S.A.S., y GISAICO S.A., por ende, la falencia de ese requisito indispensable destruye cualquier posibilidad de erigir válidamente un cargo de responsabilidad contra aquella. En este orden de ideas, es claro como lo sostuvo el profesor Valencia Zea y lo ha recogido la jurisprudencia del Consejo de Estado, que en los eventos en que existen diferentes causas de un daño, el compromiso de la responsabilidad sólo se podrá predicar respecto de quien genera la condición o causa que efectivamente lo produce. Por eso, la responsabilidad patrimonial del Estado no puede deducirse si no cuando proviene y se demuestra que fue generada por el extremo demandado. [50:  Sección Tercera -subsección A- del Consejo de Estado. Radicado No. 2133425. MP: MARÍA ADRIANA MARÍN.]  [51:  Sección Tercera -subsección A- del Consejo de Estado. Radicado No. 2133698. MP: JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS.]  [52:  Sección Tercera -subsección A- del Consejo de Estado. Radicado No. 2121903. MP: MARÍA ADRIANA MARÍN.] 


Así las cosas, en el caso que nos ocupa encontramos que la diligencia desplegadas por las sociedades COVIANDES S.A.S., y GISAICO S.A., fue tal, que siquiera en el curso de las investigaciones y procesos adelantados con posterioridad al desplome de la porción de la estructura del puente Chirajara, fue posible imputar algún tipo de responsabilidad que deviniera en la forzosa conclusión de que la muerte de los trabajadores que desempeñaban sus labores allí, se surtiera como consecuencia de alguna falla u omisión en los deberes contractuales de las partes involucradas. De modo que, al no encontrarse en este proceso prueba alguna o elemento de juicio suficiente que permita atribuir responsabilidad a las demandadas, queda completamente desvirtuado un nexo de causalidad entre la conducta de la parte pasiva y la consecuencia, esto es, la muerte del señor Jorge Beltrán.

De tal suerte, que teniendo presente que el nexo de causalidad no goza de presunción, sino que debe demostrarse en el proceso por ser un elemento estructural de la responsabilidad que se le imputa a la parte demandada, en el presente caso no se vislumbra en el plenario ninguna prueba que acredite que la muerte del señor Jorge Beltrán, ocurrió como consecuencia de la conducta desplegadas por las personas jurídicas demandadas, puesto que como se ha indicado, de los procesos sancionatorios e investigativos, solo ha sido posible concluir que sus actos en ningún momento pueden señalarse como la causa del desplome de la estructura. De modo que al no acreditarse uno de los elementos estructurales de la responsabilidad, no resulta posible la declaratoria de responsabilidad.

Conforme lo expuesto, comedidamente se solicita al señor Juez declarar la prosperidad de la presente excepción y negar la totalidad de las peticiones incoadas en la demanda por la parte actora.

4.6. CARENCIA DE PRUEBA DE LOS SUPUESTOS PERJUICIOS E INCORRECTA TASACIÓN DE LOS MISMOS.
Como se explicó en líneas anteriores, la tasación de los perjuicios no obedece a un sustento probatorio que fehacientemente indique el daño que han debido soportar los demandantes. De este modo, el juzgador no está obligado a reconocer pretensiones indemnizatorias que no estén claramente acreditadas y tasadas porque no puede presumirlas y se debe atener a lo allegado oportunamente y probado en el proceso. En el caso de marras, no está demostrada la responsabilidad de la demandada, en suma a que las pretensiones resultan ser exorbitantes y las mismas no se encuentran acreditadas. Por el contrario, solamente demuestran un claro afán de lucro de la parte activa, los cuales no pueden ser endilgados a las llamadas a juicio.
En gracia de discusión y ante la remota posibilidad de una condena en contra de la demandada, ésta excepción enerva las pretensiones en cuanto ellas se erigieron pese a la carencia de medios de prueba contundentes sobre la responsabilidad endilgada a la parte pasiva de ésta acción, y sobre la producción, naturaleza y por la cuantía del supuesto detrimento alegado y éste no es susceptible de presunción, pues requiere de su fehaciente demostración para poder ser considerado, luego la falta de certidumbre sobre el mismo se traduce en un obstáculo insalvable para su reconocimiento.
Lo anterior se afirma en atención a que la demandante formula acciones indemnizatorias de manera dispersa y sin claridad en la forma que imputa responsabilidad y sin siquiera tener claridad, por lo menos argumental en inicio de indicar el dominio del hecho de que deriva la supuesta falla en el servicio, por lo que vincula como demandadas a todas las entidades que de algún modo tuvieron relación con la construcción de la estructura vial, sin indicar puntualmente cual es la falla, o conducta aparentemente culpable.
Siendo consciente de que la facultad de acceder a la petición o no de condenar por los presuntos perjuicios inmateriales y a tasarlos es una prerrogativa exclusiva del Juez, no está demás traer a colación la posición de la jurisprudencia entorno a dicho tópico, puesto que las pretensiones dobles por perjuicio inmaterial en este evento resultan imposibles de reconocer.
Igualmente, debe resaltarse que NO OBRA en el plenario prueba que acredite el supuesto daño inmaterial de ninguno de los demandantes, especialmente en lo que atañe con la solicitud de daño moral, sin que se pruebe la responsabilidad de las demandadas en los hechos que evidencian el fallecimiento del señor Beltrán, por lo que no puede aseverarse que con causa de estas se han afectado a los demandantes en las esferas ocupacional, laboral, educativo, lúdico e incluso sexual. En, tal sentido la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil, en sentencia de 25 de mayo de 2010 se indicó:
Al Juez no le basta la mera enunciación de las partes para sentenciar la controversia, porque ello sería tanto como permitirles sacar beneficio del discurso persuasivo que presentan; por ende, la ley impone a cada extremo del litigio la tarea de traer al juicio de manera oportuna y conforme a las ritualidades del caso, los elementos probatorios destinado a verificar que los hechos alegados efectivamente sucedieron, o que son del modo como se presentaron, todo con miras a que se surta la consecuencia jurídica de las normas sustanciales que se invocar.
En conclusión, al no allegarse prueba del perjuicio inmaterial solicitado, no hay lugar al reconocimiento de los mismos, pues ante la incertidumbre de su ocurrencia, no hay otro camino que declarar el éxito de esta excepción, como quedó ampliamente demostrado en el pronunciamiento frente a las excepciones, argumentos a los que me remito y que solicito sean tenidos en cuenta como fundamento de este medio exceptivo, inclusive para la negativa del petitum de cualquier pretensión indemnizatoria, ya que no se ha demostrado un daño imputable a la pasiva. Como la parte actora pretende los perjuicios de manera separada, es necesario complementar el medio exceptivo así:

3.4.1. NO SE PRUEBA EL DAÑO MORAL Y EN TODO CASO SE CUANTIFICÓ INDEBIDAMENTE.

En el asunto que nos ocupa, lo demandantes pretenden el reconocimiento e indemnización del daño en moral en suma de 50 SMMLV., para cada uno de los hermanos del señor Beltrán, y en suma de 25 SMMLV., para cada uno de los 27 sobrinos de la víctima directa, sin embargo el mismo se torna en improcedente, habida cuenta que de ningún modo han logrado acreditar la responsabilidad de la pasiva por acción u omisión en los hechos demandados, entre otras cosas, por la más que evidente insuficiencia probatoria.

Así las cosas, es pertinente aclarar que ya el Consejo de Estado a partir del Acta No. 28 de 2014 fijó los baremos para reconocerlo. En dicho sentido se enseñan los topes indemnizatorios en caso de muerte:
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A su tono, el precitado cuerpo colegiado estableció:

“Así las cosas, tenemos que el concepto de perjuicio moral se encuentra compuesto por el dolor, la aflicción y en general los sentimientos de desesperación, congoja, desasosiego, temor, zozobra, etc., que invaden a la víctima directa o indirecta de un daño antijurídico, individual o colectivo.
 
En consecuencia, para la reparación del perjuicio moral en caso de muerte se han diseñado cinco niveles de cercanía afectiva entre la víctima directa y aquellos que acuden a la justicia calidad de perjudicados o víctimas indirectas, los cuales se distribuyen así:
 
Nivel No. 1. Comprende la relación afectiva, propia de las relaciones conyugales y paterno- filiales o, en general, de los miembros de un mismo núcleo familiar (1er. Grado de consanguinidad, cónyuges o compañeros permanentes o estables). A este nivel corresponde el tope indemnizatorio de 100 SMLMV.
 
Nivel No. 2. Donde se ubica la relación afectiva propia del segundo grado de consanguinidad o civil (abuelos, hermanos y nietos). A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 50% del tope indemnizatorio.
 
Nivel No. 3. Está comprendido por la relación afectiva propia del tercer grado de consanguinidad o civil. A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 35% del tope indemnizatorio.
 
Nivel No. 4. Aquí se ubica la relación afectiva propia del cuarto grado de consanguinidad o civil. A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 25% del tope indemnizatorio.

Nivel No. 5. Comprende las relaciones afectivas no familiares (terceros damnificados). A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 15% del tope indemnizatorio 

(…) Así las cosas, para los niveles 1 y 2 se requerirá la prueba del estado civil o de la convivencia de los compañeros. Para los niveles 3 y 4, además, se requerirá la prueba de la relación afectiva, y finalmente, para el nivel 5 deberá ser probada la relación afectiva.”[footnoteRef:53] [53:  Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.] 


En adición, este perjuicio se ha definido de antaño por la jurisprudencia como “el dolor, la aflicción” y en general los sentimientos de desesperación, congoja, desasosiego, temor, zozobra etc. que invaden a la víctima directa o indirecta de un daño antijurídico, individual o colectivo. Esta afectación, conocida también como duelo, se ha calificado científicamente por la doctrina médica que ha señalado:

(…) afecta prácticamente todos los aspectos de la vida de un sobreviviente. A menudo, el duelo acarrea un cambio de estatus y de papel (por ejemplo, de esposa a viuda o de hijo o hija a huérfano). También tiene consecuencias económicas y sociales (la pérdida de amigos y en ocasiones de ingreso). En primer lugar se presenta la aflicción, que es la respuesta emocional experimentada en las primeras fases del duelo (…) la aflicción, al igual que la muerte es una experiencia personal. La investigación actual ha cuestionado las nociones previas de un solo patrón “normal” de aflicción y un programa “normal” de recuperación. El hecho de que una viuda hablara con su difunto marido era considerado como una señal de perturbación emocional, que ahora se reconoce como una conducta común y útil (…)[footnoteRef:54]  [54:  Papalia, Diane E. Wendkos Olds Rally y Duskin Feldman Ruth en “Desarrollo Humano”, Editorial Mc Graw Hill. Novena edición. México D.F. 2004. OP CIT, pág. 766 y s.s.  ] 


Según la jurisprudencia citada, es inviable el reconocimiento de los perjuicios morales, pues en primer lugar, debe esclarecerse como ya se ha expuesto, que en congruencia con lo perseguido en la pretensión primera del acápite de declaraciones y condenas del escrito de la demanda, que el acto sobre el cual se pretende la declaratoria de responsabilidad se configure por acción u omisión de la demandada, lo que no se ha acreditado, motivo por el cual los montos solicitados por la parte accionante no pueden ser ni reconocidos, ni cancelados a modo de indemnización, máxime cuando respecto de los sobrino del señor Beltrán, que se encuentran en el tercer nivel de los baremos jurisprudenciales, no obra prueba que acredite la relación afectiva.

En conclusión, no hay lugar al reconocimiento del daño moral en las sumas pretendidas por la parte demandante, por cuanto no se allegaron pruebas que acrediten la responsabilidad de la pasiva. Por lo anterior, solicito respetuosamente declarar probada esta excepción.

4.7. COSA JUZGADA POR TRANSACCIÓN RESPECTO DEL NUCLEO FAMILIAR Y VÍCTIMAS DEPENDIENTES ECONÓMICAMENTE DEL SEÑOR JORGE BELTRÁN (Q.E.P.D.).

Atendiendo a las circunstancias particulares del caso, se advierte que sin perjuicio de las determinaciones que pudieran tener lugar con ocasión a la ausencia de responsabilidad de la parte demandada en la causación del hecho acaecido el 15 de enero de 2018, resulta necesario poner de presente que las personas que integran el extremo pasivo no están llamadas a indemnizar ningún tipo de perjuicio que hubiere podido tener lugar frente a las partes que no acrediten debidamente el vínculo consanguíneo, la congoja y dependencia económica para con el causante.

Lo anterior, toda vez que, en el curso de las actuaciones desarrolladas por mi poderdante, sin que esto suponga un reconocimiento de personalidad o confesión tendiente a este supuesto, tiene conocimiento de que se han suscrito contratos de transacción con el núcleo familiar del señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.), el cual se encontraba conformado por sus padres, Ana Julia García de Beltrán y Marco Aurelio Beltrán Daza, así como por Yineth Noreidy Beltrán Alferez, como hija del fallecido, en comunión con Blanca Nelly Alferez García en calidad de cónyuge y en representación de los menores Michelle Lorena Beltrán Alferez y Neider Yesid Beltrán Alferez, quienes dependían económicamente del occiso y a los cuales les fue reconocida una indemnización por parte de COVIANDES S.A.S., sin que como se ha predicado, corresponda tal reconocimiento monetario a la responsabilidad patrimonial y administrativa que se persigue por la parte demandante respecto al suceso acaecido el 15 de enero de 2018.

Conforme a lo expuesto, es menester poner de presente que el artículo 2469 del Código Civil define el contrato de transacción como el acto convencional en virtud del cual, las partes de forma extrajudicial determinan poner fin a sus diferencias, con el propósito de terminar un litigio en curso o de precaver uno futuro, mediante el otorgamiento de concesiones mutuas. Lo cual tiene como efecto eventual, la extinción de las obligaciones de crédito que hubieren podido generarse con ocasión a una eventual sentencia que pusiera fin a la contienda.

En este sentido, se precisa que la autonomía negocial ha sido definida como la autodeterminación de los intereses propios mediante el ejercicio de los instrumentos negociales previstos en el ordenamiento jurídico con efectos vinculantes. De manera que los sujetos de derecho pueden disponer voluntariamente de sus intereses mediante la creación de derechos y obligaciones en favor de terceros. Conceptualización que puede evidenciarse en el aparte:

La autonomía de la voluntad privada es la facultad reconocida por el ordenamiento positivo a las personas para disponer de sus intereses con efecto vinculante y, por tanto, para crear derechos y obligaciones, con los límites generales del orden público y las buenas costumbres, para el intercambio de bienes y servicios o el desarrollo de actividades de cooperación[footnoteRef:55]. [55:  Corte Constitucional. Sentencia de Constitucionalidad C 993 de 2006. M.P. Jaime Araujo Rentería.] 


Precisado lo anterior, resulta necesario destacar que el carácter vinculante de los pactos negociales ha sido reconocido como el pilar fundamental de las relaciones negociales entre particulares. Lo anterior, por cuanto el objetivo natural de la creación de obligaciones en favor y a cargo de las partes estriba en su cumplimiento o lo que es lo mismo, las obligaciones se crean para cumplirse, lo cual fundamenta el carácter vinculante de los pactos obligaciones. Teniendo en cuenta lo anterior, resulta necesario señalar que el artículo 1602 del Código Civil es la disposición que por antonomasia establece la vinculatoriedad de los pactos. De manera que dada su importancia, se prosigue con la transcripción de su contenido:

ARTICULO 1602. LOS CONTRATOS SON LEY PARA LAS PARTES. Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales.

Precisado lo anterior, se pone de presente que la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en sentencia reciente desarrolló con absoluta claridad el contenido de la disposición referida, en los siguientes términos:

El principio jurídico supremo del cual emana todo el derecho de las obligaciones convencionales señala que la finalidad económico–social del contrato lleva implícita el cumplimiento de las estipulaciones en él pactadas. Los contratos se celebran para cumplirse y, por ello, son ley para las partes. 

(…) El contenido del contrato sólo puede ser creado, modificado o extinguido por la voluntad de las partes o por la propia ley de modo expreso, sin que sea procedente realizar en tal punto interpretaciones extensivas. Por ello, al juez no le está permitido desconocer el consentimiento de los contratantes dentro de los contornos de la buena fe, como tampoco las causas expresamente previstas en normas positivas para afectar la validez de los convenios o privarlos de sus efectos[footnoteRef:56]. [56:  Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. SC 11287 – 2019. Agosto 17 de 2019.] 


Decantado lo que precede, y conocidos los efectos de la transacción, está probado que en las datas del 10 y 25 de abril de 2019, así como el 3 de mayo del mismo año, entre los señores Ana Julia García de Beltrán y Marco Aurelio Beltrán Daza como padres del occiso, así como por Yineth Noreidy Beltrán Alferez, como hija del fallecido, en comunión con Blanca Nelly Alferez García en calidad de cónyuge y en representación de los menores Michelle Lorena Beltrán Alferez y Neider Yesid Beltrán Alferez, se celebraron contratos de transacción suscritos con COVIANDES S.A.S., en los cuales se declararon como indemnizadas integralmente por los hechos del 18 de enero de 2015, y en comunión a tal declaración, también hicieron constar en las cláusulas cuarta, séptima y novena lo siguiente:
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Lo citado permite afirmar que los hoy demandantes en calidad de hermanos y sobrinos, aunque acrediten su vínculo consanguíneo con el señor Jorge Beltrán, han perdido de las hoy demandadas la posibilidad de lograr indemnización alguna, esto por cuanto a que los sujetos que celebraron los acuerdos de transacción les arrebataron dicha posibilidad, primero porque estas declararon a paz y salvo no solo a COVIANDES S.A.S., sino, a sus contratistas y subcontratistas como lo es GISAICO S.A.; segundo, porque con la declaración bajo juramento contenida en los contratos de transacción, aseguraron que no existía persona con igual o mejor derecho que los entonces indemnizados, y si existiera alguna, pues serían los firmantes como reclamantes quienes asumirían el compromiso de cancelar cualquier suma exigida, que es lo que sucede en este medio de control, de ahí, que los hoy demandantes no pueden dirigir la demanda contra COVIANDES S.A.S., o GISAICO S.A., porque quienes se han comprometido a indemnizarlos son los familiares que se obligaron con los contratos de transacción de notas, los cuales por expreso acuerdo y por mandato legal han hecho tránsito a cosa juzgada.

De lo anterior, resulta claro que las obligaciones contraídas en virtud de los contratos celebrados son ley para las partes contratantes, en tanto estos contemplan obligaciones que se crean para cumplirse. De manera que las convenciones establecidas en ejercicio del principio de autonomía privada son vinculantes, debiendo tenerse en cuenta los acuerdos transaccionales suscritos con relación al señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.), quien se encontraba desempeñando sus funciones para el momento del desplome.

En conclusión, por existir contratos de transacción que eliminan el deber indemnizatorio por parte de COVIANDES S.A.S., y GISAICO S.A., aun cuando su responsabilidad no se ha probado, por ser convenido que de aparecer nuevos reclamantes serían los indemnizados con dichos acuerdos los que responderían patrimonialmente, y por haber hecho tales convenciones tránsito a cosa juzgada, es improcedente la declaratoria de las pretensiones del medio de control y brinda lugar a declarar probado este medio de excepción.
 
4.8. ENRIQUECIMIENTO SIN JUSTA CAUSA.

Es imposible imponer una condena y ordenar el resarcimiento de un detrimento por perjuicios no demostrados o presuntos, o si se carece de la comprobación de su magnitud y realización, ya que no es admisible la presunción en esa materia, de manera que una indemnización sin fundamentos fácticos ni jurídicos necesariamente se traducirá en un lucro indebido, como sucedería en un caso con el que hoy nos asiste.

En virtud de lo anterior, solicito respetuosamente declarar probada la presente excepción.

4.9. GENÉRICA O INNOMINADA. 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 282 de la Ley 1564 del 2012[footnoteRef:57], solicito sea declarada cualquier otra excepción que resulte probada en el curso del proceso, ya sea frente a la demanda o al contrato de seguro utilizado para convocar a mi representada al presente litigio mediante llamamiento en garantía. [57:  Artículo 282. Resolución sobre excepciones. En cualquier tipo de proceso, cuando el Juez halle probados los hechos que constituyen una excepción deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de prescripción, compensación y nulidad relativa, que deberán alegarse en la contestación de la demanda.  Cuando no se proponga oportunamente la excepción de prescripción extintiva, se entenderá renunciada.  Si el Juez encuentra probada una excepción que conduzca a rechazar todas las pretensiones de la demanda, debe abstenerse de examinar las restantes. En este caso si el superior considera infundada aquella excepción resolverá sobre las otras, aunque quien la alegó no haya apelado de la sentencia.  Cuando se proponga la excepción de nulidad o la de simulación del acto o contrato del cual se pretende derivar la relación debatida en el proceso, el Juez se pronunciará expresamente en la sentencia sobre tales figuras, siempre que en el proceso sean parte quienes lo fueron en dicho acto o contrato; en caso contrario se limitará a declarar si es o no fundada la excepción.  ] 


Por lo expuesto, solicito respetuosamente a la judicatura en su deber, declarar probada esta excepción.


CAPÍTULO 2
CONTESTACIÓN DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA FORMULADO POR CONCESIONARIA VIAL DE LOS ANDES – COVIANDES S.A.S.

1. FRENTE A LOS HECHOS

FRENTE AL 1: No me consta lo afirmado en este hecho por la parte llamante en garantía, pues se trata de circunstancias totalmente ajenas y desconocidas por la compañía aseguradora de Fianzas S.A. - Confianza, compañía aseguradora sin relación alguna con los hechos expuestos.

FRENTE AL 2: No me consta lo afirmado en este hecho por la parte llamante en garantía, pues se trata de circunstancias totalmente ajenas y desconocidas por la compañía aseguradora de Fianzas S.A. - Confianza, compañía aseguradora sin relación alguna con los hechos expuestos.

FRENTE AL 3: No me consta lo afirmado en este hecho por la parte llamante en garantía, pues se trata de circunstancias totalmente ajenas y desconocidas por la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. - Confianza, compañía aseguradora sin relación alguna con los hechos expuestos.

FRENTE AL 4: No me consta lo afirmado en este hecho por la parte llamante en garantía, pues se trata de circunstancias totalmente ajenas y desconocidas por la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. - Confianza, compañía aseguradora sin relación alguna con los hechos expuestos.

FRENTE AL 5: No me consta lo afirmado en este hecho por la parte llamante en garantía, pues se trata de circunstancias totalmente ajenas y desconocidas por la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. - Confianza, compañía aseguradora sin relación alguna con los hechos expuestos.

FRENTE AL 6: No me consta lo afirmado en este hecho por la parte llamante en garantía, pues se trata de circunstancias totalmente ajenas y desconocidas por la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. - Confianza, compañía aseguradora sin relación alguna con los hechos expuestos.

FRENTE AL 7: No me consta lo afirmado en este hecho por la parte llamante en garantía, pues se trata de circunstancias totalmente ajenas y desconocidas por la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. - Confianza, compañía aseguradora sin relación alguna con los hechos expuestos.

FRENTE AL 8: Es cierto, conforme con la documental que reposa en el expediente, la sociedad CONINVIAL S.A.S., suscribió contrato con GISAICO S.A., por medio del cual se pactó como objeto, la ejecución de los estudios, diseños fase III y la construcción del puente Chirajara Nueva Calzada con superestructura con dovelas mecánicas atirantadas entre las abscisas K60+592,69 – k61+038,99 aproximadamente, con base en los diseños fase II entregados por CONINVIAL, de la siguiente manera:
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FRENTE AL 9: No me consta lo afirmado en este hecho por la parte llamante en garantía, pues se trata de circunstancias totalmente ajenas y desconocidas por la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. - Confianza, compañía aseguradora sin relación alguna con los hechos expuestos.

FRENTE AL 10: No me consta lo afirmado en este hecho por la parte llamante en garantía, pues se trata de circunstancias totalmente ajenas y desconocidas por la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. - Confianza, compañía aseguradora sin relación alguna con los hechos expuestos. No obstante, GISAICO S.A., en efecto suscribió contrato de seguro con Confianza S.A., el cual fue materializado en la Póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General construcción No. RO064699, teniendo como tomador y asegurado de esta a la compañía GISAICO S.A., y como beneficiarios a los terceros afectados. Con una vigencia desde el 31 de diciembre de 2017 y hasta el 31 de diciembre de 2018, y cuyo objeto consistía en indemnizar los daños o perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales siempre que devinieren de un daño físico o material imputable al tomador y derivados de las actividades realizadas en todos los frentes de trabajo a nivel nacional.

FRENTE AL 11: No se trata de un hecho que sirva de base al llamamiento en garantía presentado, por el contrario, obedece a una transcripción literal del objeto de la póliza de seguro en mención.

FRENTE AL 12: Es parcialmente cierto, si bien, ha quedado suficientemente probado el fallecimiento del señor Gildardo Jiménez como consecuencia del desplome de parte de la estructura, no puede perderse de vista la afirmación según la cual era la sociedad GIASCO, la única encargada de la construcción de la obra que estaba siendo ejecutada, situación que difiere de la realidad y que desconoce la naturaleza del objeto del contrato suscrito por parte de la sociedad asegurada, del cual se ha hecho mención en numerales precedentes.

FRENTE AL 13: Es parcialmente cierto, conforme con lo que se ha inferido previamente, la Póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General construcción No. RO064699, fue expedida con una vigencia que data del 31 de diciembre de 2017 y hasta el 31 de diciembre de 2018, en la modalidad ocurrencia. Hecho que circunscribe el acontecimiento de un suceso acaecido dentro de la cobertura temporal del contrato, no obstante, no puede perderse de vista que dicha póliza no podrá resultar afectada, como quiera que el riesgo asegurado no ha sido realizado, por cuanto en el presente asunto no es dable endilgar una responsabilidad derivada de la falla en el servicio o el incumplimiento contractual que derivó en aquella, al no comprobarse, ni nexo causal entre la conducta del contratista y el hecho ocurrido ante el desplome del puente Chirajara.


2. FRENTE A LAS PRETENSIONES DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA FORMULADO POR COVIANDES S.A.S.

ME OPONGO a la totalidad de las pretensiones incoadas en el llamamiento en garantía, por cuanto no se vislumbran los elementos sine qua non para predicar, como exigible, la obligación indemnizatoria y sobre todo, condicional, de parte de la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. - Confianza, en el caso concreto. Si bien el llamamiento en garantía formulado por la Concesionaria Vial de los Andes S.A.S. – COVIANDES ya fue admitido, lo cierto es que la Póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General Construcción No. RO064699 no podrá verse afectada para el amparo de los intereses de la llamante, quien carece de interés asegurable para propender la afectación del contrato de seguro en su favor, siendo evidente que no funge ni como tomadora ni como asegurada dentro de la misma. Situación que se hace evidente con un análisis apenas superficial de la caratula del documento.


3. EXCEPCIONES DE MÉRITO FRENTE AL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA FORMULADO POR COVIANDES S.A.S.

3.1. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA DE CONCESIONARIA VIAL DE LOS ANDES – COVIANDES S.A.S.

Se propone esta excepción toda vez que para el caso de COVIANDES S.A.S., no se cumplieron las cargas jurisprudenciales y normativas que se impone para acreditar las calidades con las que pretende hacerse parte en el presente litigio frente a mi representada. Situación que tiene como consecuencia la imposibilidad de mantener vinculada al proceso a la compañía que represento frente a COVIANDES, y a su vez impide que el despacho acceda a las pretensiones deprecadas. Lo anterior con motivo a que de las condiciones del contrato de seguro contenido en la póliza No. 05-RO064699, se tiene que la sociedad en comento no figura como asegurado, tomador, ni beneficiario, lo que refulge que entre tal entidad y mi representada no existe relación legal o contractual que permita la eventual afectación del contrato de seguro.

Frente a este tópico, el Consejo de Estado mediante sentencia definió el concepto de falta de legitimación así:

LEGITIMACION EN LA CAUSA - Noción. Definición. Concepto / LEGITIMACION EN LA CAUSA - Fundamento   La legitimación en la causa constituye un presupuesto procesal para obtener decisión de fondo. En otros términos, la ausencia de este requisito enerva la posibilidad de que el juez se pronuncie frente a las súplicas del libelo petitorio. (…) la legitimación en la causa corresponde a uno de los presupuestos necesarios para obtener sentencia favorable a las pretensiones contenidas en la demanda y, por lo tanto, desde el extremo activo significa ser la persona titular del interés jurídico que se debate en el proceso, mientras que, desde la perspectiva pasiva de la relación jurídico – procesal, supone ser el sujeto llamado a responder a partir de la relación jurídica sustancial, por el derecho o interés que es objeto de controversia. (…) la legitimación material en la causa alude a la participación real de las personas en el hecho o acto jurídico que origina la presentación de la demanda, independientemente de que éstas no hayan demandado o que hayan sido demandadas (…) la legitimación en la causa no se identifica con la titularidad del derecho sustancial sino con ser la persona que por activa o por pasiva es la llamada a discutir la misma en el proceso.[footnoteRef:58] [58:  CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION C, SENTENCIA DEL 26 DE SEPTIEMBRE DE 2012, EXPEDIENTE 24677, C.P. ENRIQUE GIL BOTERO.] 

En dicho sentido, frente a las compañías de seguro el alto tribunal de lo contencioso administrativo, al respecto ha manifestado:
El Consejo de Estado, Sección Tercera, Consejero Ponente doctor MARTIN BERMÚDEZ MUÑOZ, en sentencia proferida el 27 Noviembre 2019 dentro de proceso con radicado No. 05001-23-33-000-2015-00124-02, respecto a la competencia de un llamado en garantía para proponer la excepción previa de falta de legitimación en la causa por pasiva determinó: "La falta de legitimación en la causa se predica de las partes en el proceso en sentido amplio, y este concepto abarca a otras partes y terceros y no solo a quienes ocupen el extremo pasivo o activo de la relación procesal como demandantes o demandados. (...) T. del llamamiento en garantía, estará legitimado en la causa por pasiva para ser llamado, de conformidad con el artículo 64 del CGP y el artículo 225 del CPACA, aquella persona con quien el demandado afirme tener una relación legal o contractual que lo obliga a soportar un fallo adverso a esta. (...) Así, al dictar sentencia, el juez no solo se va a pronunciar respecto de la relación procesal que vincula al demandante y al demandado, sino que también se va a pronunciar respecto de la relación procesal entre demandado y llamado en garantía. (...) En virtud de lo anterior, respecto de la relación procesal que vincula al demandado y al llamado en garantía, también sería necesario acreditar su legitimación en la causa. Es decir, verificar el vínculo contractual o legal que fundamenta el llamamiento para así determinar si el demandado podía formular llamamiento en contra del llamado, y si el llamado está en la obligación legal o contractual de asumir un fallo adverso al demandado. (...) Lo anterior encuentra sustento también en el hecho de que, de conformidad con lo establecido en el artículo 66 del CGP, el llamado en garantía tiene la posibilidad de contestar la demanda y/o el llamamiento, lo que naturalmente implica que las excepciones que se pueden proponer en uno u otro caso son diferentes, pues atacan relaciones sustanciales distintas. (...) Así las cosas, es procedente que un llamado en garantía proponga las excepciones de falta de legitimación en la causa, tanto por activa como por pasiva, respecto de su propia causa, es decir el fundamento legal o contractual que lo vincula con el demandado ...  (Negrillas intencionales).
Ahora bien, respecto del trámite y al momento procesal en que se debe resolver este tipo de excepción, y de la razón por la que se propone como de mérito, deviene entre otras, del pronunciamiento del Honorable Tribunal Administrativo de Antioquia, que en providencia del 22 de agosto de 2019, sostuvo:
Ahora, es pertinente agregar que la legitimación en la causa es de esa clase de excepciones que se denominan mixtas, toda vez, que pueden revolverse en audiencia inicial en el momento de decidir las excepciones previas cuando se hace referencia a la legitimación formal, pero cuando se trata de la legitimación material encaminada a establecer la ausencia de responsabilidad dicha excepción pierde el carácter de previa y debe resolverse en la sentencia así lo ha indicado el Consejo de Estado en providencia que se cita (...) .(Negrillas y comillas del suscrito).
Aun cuando el Consejo de Estado en forma más reciente indicara que la legitimación en la causa por pasiva de hecho, se entiende como un requisito de procedibilidad de la demanda, pues se refiere a la capacidad del demandado para ser parte en el proceso, mientras que la legitimación en la causa por pasiva material, constituye un requisito para la prosperidad de las pretensiones, lo cierto es que la posición mayoritaria de la Sala Cuarta de Oralidad a la que pertenece la suscrita Magistrada, se orienta a que la legitimación en la causa por pasiva, incluso la de hecho se resuelva en la sentencia (...)
En complemento, el Honorable Consejo de Estado en providencia del 18 de mayo de 2021, refirió frente al trámite para resolver las excepciones en la jurisdicción de lo contencioso administrativo, lo siguiente:
15. Por otra parte, en lo que tiene que ver con las llamadas excepciones mixtas - cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva -, el artículo 38 de la mencionada Ley 2080 de 2021, 50 modificatorio del artículo 175 del CPACA, de manera expresa señala que constituyen causal de sentencia anticipada, lo que significa que se estudiaran y resolverán: (i) bien sea en la sentencia anticipada -en caso de que se tenga certeza «manifiesta» de su prosperidad-, o (ii) en la sentencia de mérito al resolver el fondo del asunto - normalmente en el evento de prosperar las pretensiones de la demanda, ya que, en caso de que se nieguen, en principio, por sustracción de materia, carecería de sentido resolver excepciones.
16. Es importante aclarar, que las excepciones mixtas son aquellas que están encaminadas a atacar la relación jurídica sustancial, es decir, defensas que podían, indistintamente, aducirse como excepciones de fondo atendiendo su naturaleza y/o, como previas. Son esas excepciones de mérito que por su naturaleza y, en algunos casos, facilidad probatoria, podrían proponerse como previas, pero conservan las consecuencias materiales sobre el proceso, es decir, que de encontrarse demostradas devienen en una sentencia negatoria temprana. Ello no significa que produzcan los efectos de los medios defensivos previos, sino, que pueden declararse en las etapas primigenias del proceso.
17. Se reitera, que en el marco de la versión original del CPACA (artículo 180, numeral 6) el legislador había permitido que las excepciones mixtas fuesen resueltas de manera anticipada en la audiencia inicial, junto con las excepciones previas, en virtud del principio de economía procesal. Pero, luego de la expedición de la Ley 2080 de 2021, 52 artículo 38, se insiste, las excepciones mixtas se estudian y resuelven únicamente, ya sea en la sentencia anticipada -en caso de que se tenga certeza <<manifiesta» de su prosperidad-, o en la sentencia de mérito al resolver el fondo del asunto[footnoteRef:59] (Lo señalado fuera del texto) [59:  Consejo De Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda. CP Sandra Lisset !barra Vélez. Dieciocho (18) de mayo de dos mil veinte uno (2021). Radicado: 11001032500020140125000 (4045-2014)] 

Con ocasión de lo acotado hasta el momento, se pone de presente que la Concesionaria Vial de los Andes S.A.S. – COVIANDES formuló llamamiento en contra de mi representada con el objeto de afectar la Póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General construcción No. RO064699, sin ostentar la calidad de tomadora, asegurada, ni beneficiaria del contrato de seguro, por lo que carece de legitimación en la causa por activa para el ejercicio de la acción ante la inexistencia de un derecho indemnizatorio en su cabeza.
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Lo anterior quiere decir que, dado que la llamante en garantía, esto es, la Concesionaria Vial de los Andes S.A.S. – COVIANDES, no es beneficiaria de la póliza de seguro anteriormente mencionada, no se encuentra legitimada en la causa para reclamar las prestaciones que del contrato se derivan. En otras palabras, los únicos legitimados para exigir en un proceso judicial el cumplimiento del contrato de seguro materializado en la Póliza No. RO064699, son aquellas que ostenten la calidad de asegurados o beneficiarios de este, lo que en el presente caso traduce que el cumplimiento del contrato de seguro no puede ser pretendido por la entidad COVIANDES.
Así las cosas, es palmario que COVIANDES carece de legitimación en la causa por activa para promover llamamiento en garantía en contra de la COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. – CONFIANZA ante la inexistencia de un derecho indemnizatorio susceptible de ser resarcido con ocasión de la Póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General construcción No. 05-RO064699, distinto de lo acaecido en caso de efectuar el llamamiento como consecuencia de la figura de la subrogación. En tanto, la Concesionaria Vial de los Andes S.A.S. – COVIANDES no es asegurada ni beneficiaria. Lo que configura una falta de legitimación material en la causa por activa, condición que constituye requisito anterior y necesario para dictar decisión de mérito.
En conclusión, los efectos adversos de una eventual condena no puede recaer en SEGUROS CONFIANZA S.A., pues al no tener el demandante la calidad de asegurado o beneficiario de la póliza no está legitimado para afectar la misma, siendo que sin aceptar responsabilidad, quien podría exigir la comparecencia al proceso por mi mandante sería GISAICO S.A., por lo que se solicita declarar fundada esta excepción.

3.2. FALTA DE INTERÉS ASEGURABLE DE LA CONCESIONARIA VIAL DE LOS ANDES S.A.S. – COVIANDES, RESPECTO DEL CONTRATO DE SEGURO MATERIALIZADO EN LA PÓLIZA No. 05-RO064699.

Teniendo en cuenta que la concepción básica de interés asegurable hace referencia a la relación económica que vincula a un sujeto con un determinado bien o patrimonio, es evidente que la CONCESIONARIA VIAL DE LOS ANDES S.A.S. – COVIANDES no tiene interés asegurable en este caso respecto a la Póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General construcción No. RO064699, pues para el caso que nos ocupa como ya se ha expuesto, Coviandes no funge como tomador, asegurado o beneficiario del contrato de seguro que pretende por medio de este llamamiento en garantía se afecte.

El interés asegurable no sólo es un elemento esencial del contrato de seguro en los términos del artículo 1045 del Código de Comercio. De acuerdo con el artículo 1083 del Código de Comercio, el interés asegurable hace referencia a la posibilidad de afectación de una relación jurídica de contenido patrimonial cuando ocurre un siniestro. Frente al interés asegurable, la Corte Suprema de Justicia ha sostenido que: “el interés asegurable estriba en la relación de carácter económico o pecuniario lícita que ostenta el asegurado sobre un derecho o un bien, o sobre un conjunto de éstos, cuyo dominio, uso o aprovechamiento resulte amenazado por uno o varios riesgos”.[footnoteRef:60] [60:  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia del 21 de marzo de 2003. M. P. César Julio Valencia Copete.] 


Así mismo, la Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 18 de diciembre de 2008, con ponencia del magistrado William Namén Vargas, además de hacer mención a la tradicional concepción del interés asegurable determinó que éste es tenido como una relación de un sujeto con su patrimonio “susceptible de mengua, detrimento, quebranto o daño potencial, incertus an, incertus quando, cuya exposición a un riesgo, amenaza de pérdida, destrucción, deterioro o afectación potencial procura precaver con el seguro” (subrayado y negrilla fuera del texto original) y culmina sus consideraciones concluyendo que el interés asegurable en relación con el patrimonio “se vincula a la posibilidad potencial de si pérdida o afectación por un siniestro”.

Por su parte, la doctrina ha definido el interés asegurable y ha definido tres pilares fundamentales con relación a este concepto, así:

Es el objeto del contrato de seguro. Y, por lo mismo, uno de sus elementos esenciales. Puede definirse como la relación económica, amenazada en su integridad por uno o varios riesgos (…). 

Según la noción supraindicada, el interés asegurable descansa sobre tres pilares fundamentales: el sujeto, que es la persona natural o jurídica amenazada en la integridad de si patrimonio, el objeto, que es el bien sobre que recae la amenaza de riesgo y la relación económica entre uno y otro que puede resultar afectada por la realización del riesgo.[footnoteRef:61] [61:  Ossa Gómez, J. Efrén. Teoría General del Seguro. Editorial Temis. Página 67.] 


De la jurisprudencia y doctrina citada resulta claro que para determinar si existe interés asegurable es necesario establecer si de la relación económica entre un sujeto y un objeto hay una potencial pérdida o afectación ante la realización de un riesgo. Así las cosas, resulta evidente que la Concesionaria Vial de los Andes S.A.S. – COVIANDES no tiene interés asegurable, pues su patrimonio no se encontraba amparado a través del contrato de seguro materializado en la Póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General Construcción No. RO064699 expedida por la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A.

En conclusión, como el interés asegurable se vincula con la potencial pérdida que puede sufrir un sujeto ante el posible acaecimiento de un riesgo, en este caso es evidente que Concesionaria Vial de los Andes S.A.S. no tiene interés asegurable, frente al contrato de seguro materializado en la Póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General Construcción No. RO064699. Lo anterior, como quiera que no guarda ninguna relación con el vínculo contractual emergido ni reúne alguna de las características para ser entendido como tomador, beneficiario o asegurado en este tipo de contratos.

Razón por la cual, solicito al despacho tener como probada esta excepción frente a la ausencia de legitimidad en la causa por activa de la señalada para solicitar cualquier tipo de reconocimiento por eventuales perjuicios en este proceso.

3.3. EN EL EVENTO EN QUE NO SE ACEPTE LA FALTA DE LIGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA DE COVIANDES, EN IGUAL SENTIDO NO EXISTE OBLIGACIÓN INDEMNIZATORIA A CARGO DE SEGUROS CONFIANZA S.A., TODA VEZ QUE NO SE HA REALIZADO EL RIESGO ASEGURADO EN LA PÓLIZA No. 05-RO064699.

Respecto de la vinculación como llamada en garantía de SEGUROS CONFIANZA S.A., se debe destacar como primera medida, que la obligación de pago en relación a mi prohijada solo puede verse comprometida ante el cumplimiento de la condición pactada, del cual pende el surgimiento de la obligación condicional, esto es, la realización del riesgo asegurado. Entonces, al ser claro que la causa efectiva del daño no está clara, y quien llama en garantía no está legitimado por activa para hacerlo, es evidente la inexistencia de realización del riesgo asegurado.

Es así como resulta a cargo del demandante probar la falla del servicio a cargo de las demandadas, por tanto bajo el incumplimiento de este deber y al no estar acreditada la mentada al no vislumbrarse responsabilidad alguna, queda automáticamente desvirtuada la responsabilidad que la actora atribuye a la pasiva por lo que resulta inocuo estudiar la relación causal entre una falla inexistente y el daño alegado por quienes llaman a juicio.

En dicho sentido, es necesario señalar que la Corte Suprema de Justicia ha reiterado en su jurisprudencia que para que exista la obligación de indemnizar por parte de la compañía aseguradora, es requisito sine qua non la realización del riesgo asegurado de conformidad con lo establecido en el artículo 1072 del Código de Comercio:

… Una de las características de este tipo de seguro es «la materialización de un perjuicio de estirpe económico radicado en cabeza del asegurado, sin el cual no puede pretenderse que el riesgo materia del acuerdo de voluntades haya tenido lugar y, por ende, que se genere responsabilidad contractual del asegurador. No en vano, en ellos campea con vigor el principio indemnizatorio, de tanta relevancia en la relación asegurativa.[footnoteRef:62] (Negrita en el texto original). [62:  Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 12 de diciembre de 2017. SC20950-2017 Radicación n° 05001- 31-03-005-2008-00497-01. M.P. ARIEL SALAZAR RAMÍREZ.  ] 


En similar sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado, pues en su Sección Tercera recordó que el siniestro es la materialización del riesgo asegurado conforme a los artículos 1072 y 1131 del Código de Comercio, es decir, el hecho acaecido configura el suceso incierto contenido en la póliza de seguro y es responsabilidad del asegurado. También indicó que, en un seguro de responsabilidad civil, el siniestro es generado cuando ocurre el hecho dañoso y este afecta a un tercero, lo que da lugar a una indemnización al afectado.[footnoteRef:63] [63:  https://www.ambitojuridico.com/noticias/general/administracion-publica/asi-se-paga-el-deducible-dentro-de-una-poliza-de ] 


Al respecto, resulta preciso señalar que la eventual obligación indemnizatoria en cabeza de mi representada se encuentra supeditada al contenido de la póliza, es decir a sus diversas condiciones, el ámbito del amparo, a la definición contractual de su alcance o extensión, a los límites asegurados para cada riesgo tomado, etc. El riesgo asegurado en el contrato de seguros en comento corresponde a: 

La compañía se obliga a indemnizar, los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de la responsabilidad civil extracontractual en que incurra de acuerdo con la ley colombiana, por hechos imputables al asegurado, que causen la muerte, lesión o menoscabo en la salud de las personas (daños personales) y/o el deterioro o destrucción de bienes (daños materiales) y perjuicios económicos, incluyendo lucro cesante y perjuicios extrapatrimoniales, como consecuencia directa de tales daños personales y/o daños materiales. 

Así las cosas, esa declaratoria de Responsabilidad Civil Extracontractual constituirá el “siniestro”, esto es, la realización del riesgo asegurado (Art. 1071 del C.Co.).

En este punto es necesario citar el objeto amparado bajo la cláusula de responsabilidad civil extracontractual contenida en la póliza en comento, que dispone:
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Ahora bien, dentro de los amparos previamente relacionados no se denota que se amparen sucesos que ha sido imposible imputar en contra del asegurado o tomador, y mucho menos a COVIANDES S.A.S., que ni siquiera es tomador, asegurado o beneficiario, teniendo en cuenta que, en consonancia con la decisión adoptada por el honorable Tribunal de Arbitramento de la ciudad de Bogotá, en curso del laudo arbitral del 2 de marzo de 2020, se resolvió la controversia existente entre CONINVIAL y GISAICO, no se demostró un error de diseño imputable a quien llama en garantía y que fuera la causa del colapso de la torre B que conllevó al fallecimiento del señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.).

Sobre el mismo punto, en el trámite de dicho proceso, se probó con suficiencia que los elementos, insumos y materiales empleados para la ejecución del objeto del contrato suscrito por GISAICO en calidad de contratista, fueron los especificados por el contratante y los demás intervinientes. Además que, la ejecución de las obras y en general todas las actividades, fueron surtidas con sujeción a las buenas prácticas, a las especificaciones técnicas exigidas y a las normas técnicas aplicables. Tan es así que, los materiales y procesos constructivos fueron debidamente revisados, supervisados, aprobados y tuvieron el permanente seguimiento, revisión y aprobación por parte de CONINVIAL S.A.S., y del Concesionario.

Así las cosas, no ha nacido a la vida jurídica la obligación condicional en cabeza de mi mandante, primero, por cuanto el riesgo que se pretende atribuir para la afectación del contrato de seguro no ampara a la Concesionaria de los Andes, y en segundo lugar, frente a quien si goza de legitimación en la causa, esto es la sociedad GISAICO S.A., no se ha configurado. Como ya ha sido indicado, dentro del trámite arbitral no fue posible concluir o imputar de manera razonable y sustentada la responsabilidad del desplome de la torre B del puente Chirajara a la sociedad GISAICO. En segundo lugar, el contratista, soportó como los elementos, insumos y materiales empleados fueron los especificados por el contratante y los demás intervinientes, y, finalmente, el hecho de que, todas las actividades desplegadas en el desarrollo y ejecución del contrato suscrito con CONINVIAL, fueron impartidas conforme con las especificaciones técnicas exigidas y las normas técnicas aplicables.

En conclusión, como COVIANDES S.A.S., no hace parte del contrato de seguro es imposible la configuración del riesgo asegurado, y aún si en juicio de gracia el despacho entendiera a dicha sociedad como un tercero afectado, debe precisarse que no se ha logrado probar un incumplimiento obligacional por dicha sociedad que sea objeto de amparo de la póliza por la cual se vinculó a mi mandante, de ahí, que no existe mérito para ordenar la afectación del contrato de seguro.

Respetuosamente solicito declarar probada esta excepción.

3.4. AUSENCIA DE SOLIDARIDAD ENTRE LAS DEMANDADAS Y LA COMPAÑÍA ASEGURADORA. 

Esta excepción se propone con fundamento en que la solidaridad surge exclusivamente cuando la Ley o la convención la establecen. En el caso que nos ocupa, la fuente de las obligaciones de mi procurada está contenida en el contrato de seguro y en él no está convenida la solidaridad entre las partes del contrato.

Es importante recabar sobre el particular por cuanto a que la obligación de mí representada la compañía SEGUROS CONFIANZA S.A., tiene su génesis en un contrato de seguro celebrado dentro de unos parámetros y límites propios de la autonomía de la voluntad privada y no de la existencia de responsabilidad civil extracontractual propia de la aseguradora, sino de la que se pudiere atribuir al asegurado conforme lo establecido por el artículo 2341 del Código Civil, por tanto se encuentra frente a dos responsabilidades diferentes a saber: 

1. La del asegurado por la responsabilidad civil extracontractual que se le llegaré a atribuir, cuya fuente de obligación indemnizatoria emana de le ley propia y 2. La de mí representada aseguradora cuyas obligaciones no emanan de la ley propiamente dicha, sino de la existencia de un contrato de seguro celebrado dentro de los parámetros dados por los artículos 1036 del Código de Comercio y S.S., encontrándose las obligaciones de mí representada debidamente delimitadas por las condiciones pactadas en el contrato de seguro celebrado, constituyéndose entonces las obligaciones del asegurado y de la aseguradora en obligaciones independientes y que no son solidarias.

La Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Civil y mediante ponencia del Dr. Ariel Salazar Ramírez en sentencia SC20950-2017 Radicación n° 05001-31-03-005-2008- 00497-01 ha indicado que: “(…) Por último, la compañía aseguradora no está llamada a responder de forma solidaria por la condena impuesta, sino atendiendo que «el deber de indemnizar se deriva de una relación contractual, que favoreció la acción directa por parte del demandante en los términos del artículo 1134 del C. de Co (…)” (Subrayas y negrilla mías)


Entendido lo anterior, es preciso indicar que la solidaridad de las obligaciones en Colombia solo se origina por pacto que expresamente la convenga entre los contrayentes, lo anterior según el art. 1568 del Código Civil Colombiano que reza:

(…) En general cuando se ha contraído por muchas personas o para con muchas la obligación de una cosa divisible, cada uno de los deudores, en el primer caso, es obligado solamente a su parte o cuota en la deuda, y cada uno de los acreedores, en el segundo, sólo tiene derecho para demandar su parte o cuota en el crédito.
 
Pero en virtud de la convención, del testamento o de la ley puede exigirse cada uno de los deudores o por cada uno de los acreedores el total de la deuda, y entonces la obligación es solidaria o in solidum.
 
La solidaridad debe ser expresamente declarada en todos los casos en que no la establece la ley. (…)

En virtud de tal independencia en las obligaciones, se formula esta excepción por cuanto el artículo 1044 del Código de Comercio faculta a la aseguradora proponer al tercero beneficiario las excepciones y exclusiones que pudiere interponerle al asegurado o tomador del contrato de seguro, motivo por el cual puede alegar mí representada la ausencia de cobertura ante la falta de prueba de la ocurrencia y cuantía del siniestro y las exclusiones y demás condiciones que resultaren atribuibles al presente evento.

Debe aclararse que las obligaciones de la aseguradora que represento están determinadas por el límite asegurado para cada amparo, por las condiciones del contrato de seguro y por la normatividad que lo rige. Por lo tanto, la obligación indemnizatoria que remotamente podría surgir a su cargo está estrictamente sujeta a las estipulaciones contractuales y al límite asegurado para el amparo de muerte o lesión a una persona, con sujeción a las condiciones de la póliza.
 
Respetuosamente solicito declarar probada esta excepción.

3.5. SUBROGACIÓN.

Sin perjuicio de lo expuesto, debe tenerse en cuenta que en el evento que SEGUROS CONFIANZA S.A., realice algún pago en virtud de un amparo de la póliza, la compañía tiene derecho a subrogar hasta la concurrencia de la suma indemnizada, en todos los derechos y acciones del asegurado contra las personas responsables del siniestro. Lo anterior, en virtud del mismo condicionado – clausulado general de la póliza y en concordancia con el artículo 1096 del C.Co.

3.6. LA INNOMINADA O GENÉRICA.

La fundamento en todos los hechos exceptivos que demostrados en el proceso sean favorables a la entidad que represento, por tanto acudo a lo estipulado en el artículo 282 de la Ley 1564 de 2012, si de los factos alegados por las partes se encuentra alguna excepción que deba declararse de oficio.


CAPÍTULO 3
CONTESTACIÓN DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA FORMULADO POR GISAICO S.A.

1. FRENTE A LOS HECHOS

FRENTE AL 2.1.: A Es parcialmente cierto, GISAICO S.A. adquirió la Póliza de Seguro de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General construcción No. RO064699 del 29 de diciembre de 2017 con la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. - Confianza, en la modalidad ocurrencia, por medio de la cual se indemnizan los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales que cause el asegurado y que se deriven necesariamente de un daño físico o material imputable al tomador o asegurado de la póliza como consecuencia de las actividades realizadas en todos los frentes de trabajo a nivel nacional, relacionados con derivados de la operación normal de las actividades desarrolladas para la ingeniería civil, metalúrgica, eléctrica, electrónica, mecánica e industrial. Con una vigencia desde el 31 de diciembre de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2018. Sin embargo, la misma no puede verse afectada como quiera que no se ha realizado el riesgo asegurado en el contrato de seguro. Por cuanto en el presente asunto no es dable endilgar una responsabilidad patrimonial y administrativa, al no comprobarse negligencia alguna por parte del mencionado contratista en la ejecución de sus deberes frente a la torre B, ni nexo causal entre la conducta de GISAICO y el fallecimiento del señor Beltrán (Q.E.P.D.).

Sobre el valor asegurado al cual se refiere el llamante, es necesario indicarle al Despacho que, dentro de la póliza previamente identificada, se tiene como amparos contratados, los siguientes, para los cuales se cuenta con diferentes límites asegurados por evento y por vigencia, además de contar con un deducible para toda y cada pérdida de acuerdo con cada amparo que oscila entre el 10% y el 15% sobre el valor total.

[image: ]

Sobre el monto relacionado por la sociedad GISAICO S.A., se hace necesario precisar que el mismo corresponde al límite del valor asegurado, asignado para el amparo de Predios, Labores y Operaciones, el cual consiste en la suma de $10.000.000.000 por evento y por vigencia, con un deducible del 10% sobre cada pérdida, con un mínimo de $5.000.000. Amparo que no resulta aplicable para el hecho que nos ocupa, puesto que como bien se indica en el condicionado general de la póliza en mención, cubre todos los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales que le sean imputables legalmente por los accidentes de trabajo que afecten a los trabajadores a su servicio o al servicio de sus contratistas y subcontratistas en el desarrollo de las actividades a ella asignados. Tal y como ocurrió frente al señor Gildardo Jiménez Otalora, quien gozaba de una vinculación laboral con la sociedad IMCO S.A.S. (sociedad subcontratada por GISAICO).

FRENTE AL 2.2.: No se trata de un hecho que sirva de base al llamamiento en garantía presentado, por el contrario, obedece a una transcripción literal del objeto de la póliza de seguro en mención.

FRENTE AL 2.3.: Es parcialmente cierto, la Póliza de Seguro de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General Construcción No. RO064699 del 29 de diciembre de 2017, en la modalidad ocurrencia, contempla una vigencia establecida desde el 31 de diciembre de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2018. Sin embargo, la misma no puede verse afectada como quiera que, tal y como se ha enunciado, para el caso que nos ocupa no se ha realizado el riesgo asegurado en el contrato de seguro. Por cuanto en el presente asunto no es dable endilgar una responsabilidad patrimonial y administrativa, al no comprobarse negligencia alguna por parte del mencionado contratista en la ejecución de sus deberes frente a la torre B, ni nexo causal entre la conducta de GISAICO y el fallecimiento del señor Gildardo (Q.E.P.D.).

FRENTE AL 2.4.: A No me consta lo afirmado en este hecho por la parte llamante en garantía, pues se trata de circunstancias totalmente ajenas y desconocidas por la compañía aseguradora de Fianzas S.A. - Confianza, compañía aseguradora sin relación alguna con los hechos expuestos.

FRENTE AL 2.5.: No se trata de un hecho que sirva de base al llamamiento en garantía presentado, ni que constituya por sí mismo el reconocimiento de responsabilidad en cabeza de la asegurada GISAICO S.A., tal y como se expone por parte del apoderado de la llamante. Como se ha enunciado en el acápite de contestación de la demanda, por parte de la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. – Confianza fueron subrogados montos en favor de CONCESIONARIA VIAL DE LOS ANDES S.A.S. – COVIANDES, quien suscribió varios contratos de transacción con los terceros afectados e indemnizó a las víctimas de las personas fallecidas.

FRENTE AL 2.6.: No se trata de un hecho que sirva de base al llamamiento en garantía presentado, ya que únicamente se trata de un análisis subjetivo del artículo 225 del C.P.A.C.A., llevado a cabo por el apoderado de GISAICO S.A.


2. FRENTE A LAS PRETENSIONES DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA FORMULADO POR GISAICO S.A.

ME OPONGO a la totalidad de las pretensiones incoadas en el llamamiento en garantía, por cuanto no se vislumbran los elementos sine qua non para predicar, como exigible, la obligación indemnizatoria y sobre todo, condicional, de parte de la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. - Confianza, en el caso concreto. Si bien el llamamiento en garantía formulado por la Concesionaria Vial de los Andes S.A.S. – COVIANDES ya fue admitido, lo cierto es que la Póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General Construcción No. RO064699 no podrá verse afectada para el amparo de los intereses de la llamante, ante la ausencia de configuración de los elementos de la responsabilidad civil extracontractual del Estado.


3. EXCEPCIONES DE MÉRITO FRENTE AL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA FORMULADO POR GISAICO S.A.

3.1. LA PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES DERIVADAS DEL CONTRATO DE SEGURO CONTENIDO EN LA PÓLIZA No. 05-RO064699.

En el caso bajo estudio, se ha configurado la prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro frente a Aseguradora de Fianzas S.A., pues de los hitos procesales se tiene que las entidades que llamaron en garantía, esto es, GISAICO S.A., y COVIANDES S.A.S., han superado el término ordinario para ejercer la acción perdiendo con ello dicho derecho. En ese orden de ideas, para sustentar lo expuesto se realizará un breve análisis normativo, doctrinario y jurisprudencial sobre el tema en cuestión.

Así, tenemos que según lo dispuesto en el artículo 1081 del Código de Comercio[footnoteRef:64] la acción derivada del contrato de seguro prescribe ordinaria o extraordinariamente para lo cual, en el primer caso, el término de prescripción será de dos (2) años contados desde el momento en que el interesado haya tenido o debió tener conocimiento del hecho que origina la acción, y en el segundo, tal término será de cinco (5) años, que correrá contra toda clase de personas y empezará a contarse desde el momento en que nace el respectivo derecho. [64:  Sobre cuyo alcance se pronunció Subsección Tercera, Subsección B, en sentencia de 2 de marzo de 2022, exp. 48.975 MP Fredy Ibarra Martínez, con aclaración de voto del magistrado Martín Bermúdez Muñoz sobre la contabilización de la prescripción en el caso concreto que se resolvió.] 


El texto de la norma citada es el que sigue:

Artículo 1081.- Prescripción de acciones. La prescripción de las acciones que se derivan del contrato de seguro o de las disposiciones que lo rigen podrá ser ordinaria o extraordinaria.

La prescripción ordinaria será de dos años y empezará a correr desde el momento en que el interesado haya tenido o debido tener conocimiento del hecho que da base a la acción.

La prescripción extraordinaria será de cinco años, correrá contra toda clase de personas y empezará a contarse desde el momento en que nace el respectivo derecho.

Estos términos no pueden ser modificados por las partes. (Énfasis propio).

En esa dirección, la doctrina nacional precisa los siguientes aspectos acerca del contenido y alcance del artículo 1081 del Código de Comercio, específicamente en cuanto tiene que ver con la persona en contra de quien opera la prescripción y la forma de contabilización del término fijado por el legislador para la configuración de dicho fenómeno jurídico:

Para el cabal entendimiento de este artículo es preciso comprender claramente lo que quiso sentar en el inciso segundo de la disposición y establecer qué significan las expresiones ‘el interesado’ y ‘hecho que da base a la acción’.
 
Iniciando el análisis de la norma, es necesario tener presente que por ‘el interesado’ debe entenderse la persona natural o jurídica que tiene la posibilidad de ser indemnizada por el asegurador con ocasión de la ocurrencia de un siniestro; en otras palabras, la persona a quien el asegurador debe pagar, y, por lo tanto, ese interesado será quien esté en posibilidad de exigir el pago de una indemnización; naturalmente, también lo será el asegurador, por cuanto resulta ostensible que el plazo de prescripción también corre a favor o en contra de este y no solo se predica de quien tiene derecho a reclamar el pago de la indemnización. (…). 

Por consiguiente, no es un interés jurídico indirecto en el contrato el que permite tipificar la calidad de interesado, sino un interés directo y de contenido económico que es el que se origina para quienes quedan vinculados al contrato.
 
La Corte Suprema de Justicia, es de esta misma opinión al afirmar que “por interesado debe entenderse quien deriva algún derecho del contrato de seguro, que al tenor de los numerales 1º y 2º del art. 1047 son el tomador, el asegurado, el beneficiario y el asegurador”, agrega que ‘estas son las mismas personas contra quienes puede correr la prescripción extraordinaria, porque no se trata de una acción pública que pueda ejercitar cualquiera’1 (…). 

La gran diferencia que existe entre las prescripción ordinaria y extraordinaria consiste en que la primera empieza a computarse únicamente desde el momento en que se conoció o debió tenerse conocimiento de la ocurrencia del siniestro, mientras que la segunda, la extraordinaria, se cuenta sólo a partir del instante en que aquel sucedió, independientemente de cualquiera otra circunstancia, y limitando siempre esta última, como ya lo hemos manifestado, a la efectividad de la primera, pues si se conoce la existencia del siniestro cinco años después de haber ocurrido, la prescripción ha operado sin atenuantes y puede alegarse con éxito, por cuanto cualquier acción derivada del contrato de seguro prescribe cinco año después de ocurrido el siniestro en lo que a las posibilidades de demandar por parte del asegurado o beneficiario concierne. (Negrillas adicionales).

Ahora bien, en cuanto a la posición sobre la aplicación de la prescripción ordinaria y extraordinaria en cada caso la Sección Tercera del Consejo de Estado ha tenido varias posiciones en las subsecciones A y B[footnoteRef:65]; sin embargo, en el presente asunto realmente el tema radica en el momento en que sucedió el siniestro y/o cuando el beneficiario o víctima conoció de ello. [65:  Al respecto, pueden consultarse las sentencias de la Sección Tercera del Consejo de Estado: i) Subsección A del 14 de junio de 2019, con ponencia del Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera, en el expediente con radicación interna no. 39363; ii) del 28 de noviembre de 2019, con ponencia de la Dra. María Adriana Marín en el expediente con radicación interna no. 36600; iii) Subsección B del 17 de marzo de 2021 con ponencia del Dr. Martín Bermúdez Muñoz en el expediente con radicación interna no. 52705.] 


Sobre ese particular aspecto, la Corte Suprema de Justicia ha puesto de presente lo siguiente:

(…) las dos clases de prescripción mencionadas “se diferencian por su naturaleza: subjetiva, la primera, y objetiva, la segunda; por sus destinatarios: quienes siendo legalmente capaces conocieron o debieron conocer el hecho base de la acción, la ordinaria, y todas las personas, incluidos los incapaces, la extraordinaria; por el momento a partir del cual empieza a correr el término de cada una: en el mismo orden, desde cuando el interesado conoció o debió conocer el hecho base de la acción y desde cuando nace el correspondiente derecho; y por el término necesario para su configuración: dos y cinco años, respectivamente” (Sent. 19 de febrero de 2002, expediente 6011). (…).

Como vemos, la norma en comento no prevé un plazo para para poner en conocimiento del asegurador la ocurrencia del siniestro[footnoteRef:66], sino que, dispone una consecuencia extintiva derivada de la inactividad del interesado en hacer efectivos los derechos derivados del contrato, lo que es congruente con los postulados  de José J. de Ossa, que aclara que la "actividad e inactividad" de los sujetos jurídicos son los presupuestos esenciales para que exista la figura de la prescripción, en tanto que traen consigo una consecuencia derivada de la falta de interés por hacer efectivos los derechos propios de aquellos. Es por esto que la prescripción extintiva se constituye como "el modo de extinguir las obligaciones y acciones personales en general, por no haberlas ejercido dentro del tiempo fijado por la ley para ello. [66:  De lo cual se ocupa el artículo 1074 ibídem.] 


Seguidamente, sobre el seguro de responsabilidad civil extracontractual, es necesario recordar que normativamente, se ha regulado el siniestro desde el artículo 1131 del Código de Comercio, el cual establece:

OCURRENCIA DEL SINIESTRO. En el seguro de responsabilidad se entenderá ocurrido el siniestro en el momento en que acaezca el hecho externo imputable al asegurado, fecha a partir de la cual correrá la prescripción respecto de la víctima. Frente al asegurado ello ocurrirá desde cuando la víctima le formula la petición judicial o extrajudicial (Negrillas y subraya fuera de texto original).

En congruencia, la respetada Corte Suprema de justicia indicó que el término prescriptivo del llamado en garantía deberá empezar a contarse a partir de la fecha en que se realiza la reclamación judicial o extrajudicial al asegurado, como se lee:

Del contenido de ese mandato refulge, sin duda, que en los seguros de responsabilidad civil, especie a la que atañe el concertado entre Flota Occidental S.A. y Axa Colpatria Seguros S.A., subsisten dos sub-reglas cuyo miramiento resulta cardinal para arbitrar cualquier trifulca de esa naturaleza. La primera, consistente en que el término de prescripción de las acciones que puede ejercer el agredido contra el ofensor corre desde la ocurrencia del “riesgo asegurado” (siniestro). Y la segunda, que indica que para la aseguradora dicho término inicia su conteo a partir de que se le plantea la petición judicial o extrajudicial de indemnización por la situación o circunstancia lesiva al tercero, no antes ni después de uno de tales acontecimientos, lo que revela el error del censurado que percibió cosa diversa.

Ello es así, sobre todo porque si la aseguradora no fue perseguida mediante acción directa, sino que acudió a la lid en virtud del llamamiento en garantía que le hizo Flota Occidental S.A. (demandada) para que le reintegrara lo que tuviera que sufragar de llegar a ser vencida, era infalible aplicar el precepto 1081 ib., en armonía con lo consagrado en el artículo 1131 ib. a efectos de constatar si la intimación se le hizo o no de forma tempestiva.

De lo antelado se infiere, con certeza, que en este evento, al estar de por medio un seguro de responsabilidad civil, pues fue en virtud de ese pacto que Flota Occidental requirió a Axa Colpatria Seguros S.A. (llamada en garantía), era, pues, impostergable establecer, con base en la citada disposición (art. 1131 ib.), desde cuándo empezó a correr el término de prescripción bienal o quinquenal de las acciones contractuales que podía ejercer la transportadora frente a la aseguradora, valga decir, si desde que los causahabientes de los fallecidos le reclamaron por vía extrajudicial ora judicialmente; ello con el fin de conocer la suerte de la excepción de prescripción que Axa Colpatria Seguros S.A., enarboló con miras a fraguar el llamado que le hizo Flota Occidental S.A., (asegurada), por ser esa, y no otra la directiva indicada para sortear tal incógnita.
 
Para reforzar lo dicho, es preciso señalar que en el ramo de los seguros de responsabilidad civil la ley no exige que el productor del menoscabo primero sea declarado responsable para que pueda repetir contra el asegurador, pues basta con que al menos se la haya formulado una reclamación (judicial o extrajudicial), ya que a partir de ese hito podrá dirigirse contra la aseguradora en virtud del contrato de seguro; luego, siendo ello así, como en efecto lo es, mal se haría al computarle la prescripción de las acciones que puede promover contra su garante desde época anterior al instante en que el perjudicado le reclama a él como presunto infractor.[footnoteRef:67] (Subrayado y negrilla fuera del texto) [67:  Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. SCT13948-2019 M.P Octavio Augusto Tejeiro.] 


Aterrizando los precitados argumentos, notamos como la prescripción aplicable al caso concreto es la ordinaria de 2 años, la cual empezó a operar para GISAICO S.A., y COVIANDES S.A.S., a partir del 22 de mayo de 2018, fecha en la cual los hoy demandantes en calidad de víctimas indirectas por primera vez formularon a los llamantes de mi representada solicitud de conciliación extrajudicial, data para la cual las sociedades tuvieron conocimiento del hecho que da base a la acción conforme a las previsiones del artículo 1081 del C.Co., y con miras a brindar claridad a la situación alegada es necesario apuntar los siguientes hitos procesales:

· Fecha de solicitud de conciliación extrajudicial a GISAICO S.A., y COVIANDES S.A.S.: 22 de mayo de 2018;
· Fecha del llamamiento en garantía por GISAICO S.A.: 10 de mayo de 2021;
· Fecha del llamamiento en garantía por COVIANDES S.A.S.; 21 de mayo de 2021.

Conforme a la anterior relación de extremos temporales, salta a la vista que el término de 2 años para la configuración de la prescripción fue superado por GISAICO S.A., y COVIANDES S.A.S., pues para GISAICO S.A., entre la solicitud de conciliación y el momento en que esta llamó en garantía a mi mandante transcurrieron 2 años y 353 días, mientras que para COVIANDES S.A.S., corrieron 2 años y 364 días. No obstante, y por las particularidades de los tiempos, se debe aplicar al computó de la prescripción el término de suspensión de la misma por lo ordenado con el Decreto Legislativo 564 del 2020 proferido en el marco de la emergencia sanitaria y ambiental del Covid-19, que interrumpió dicha prescripción desde el día 16 de marzo de 2020 y hasta el día 30 de junio de 2020, ordenando la reanudación de términos desde el 1 de julio hogaño, lo que nos lleva a determinar los siguientes extremos:

· Tiempo entre la solicitud de conciliación (22/05/2018) hasta el momento en que GISAICO S.A., llamó en garantía a Confianza S.A.: 2 años y 353 días;
· Tiempo entre la solicitud de conciliación (22/05/2018) hasta el momento en que COVIANDES S.A.S, llamó en garantía a Confianza S.A.: 2 años y 364 días;
· Tiempo de suspensión de términos por D.L. 564/2020 (16/03/2020 Hasta 30/06/2020): 107 días;

Así las cosas, encontramos que, si sustraemos los 107 días de suspensión ordenada por el D.L. 564/2020 a los 2 años y 353 días que tardó GISAICO S.A., en ejercer la acción, tendremos un total de 2 años y 246 días, mientras que si sustraemos esos mismos 107 días a los 2 años y 364 días que demoró COVIANDES S.A.S., en ejercer la acción en comento, tendremos un total de 2 años y 257 días, es decir, para las dos sociedades llamantes de Seguros Confianza S.A., han prescrito las acciones derivadas del contrato de seguro.

Entonces, se ha demostrado la prescripción alegada, y en dicho sentido resulta improcedente la afectación del contrato de seguro materializado en la Póliza No. 05-RO064699, situación que de manera ineludible brinda sustento para que la judicatura profiera sentencia anticipada desvinculando de la litis a la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A.

Finalmente, comporta aclarar que sin perjuicio de los argumentos relativos a la prescripción, resulta claro que existe una falta de legitimación en la causa por activa de COVIANDES S.A.S, y en pasiva de Seguros Confianza S.A., sobre el llamamiento en garantía que la primera formuló a la segunda con fundamento en la Póliza No. 05-RO064699, ya que COVIANDES S.A.S., no figura como tomadora, asegurada o beneficiaria, tal como se expuso en el recurso interpuesto por este extremo el día 24 de julio de 2024, de ahí que si el despacho considera que COVIANDES S.A.S., tiene derecho para llamar en garantía a mi defendida, indefectiblemente operará la prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro, y si considera lo contrario, se entiende configurada la falta de legitimación que se propondrá como excepción de mérito.

3.2. NO EXISTE OBLIGACIÓN INDEMNIZATORIA A CARGO DE SEGUROS CONFIANZA S.A., TODA VEZ QUE NO SE HA REALIZADO EL RIESGO ASEGURADO EN LA PÓLIZA No. 05-RO064699.

Respecto de la vinculación como llamada en garantía de SEGUROS CONFIANZA S.A., se debe destacar como primera medida, que la obligación de pago en relación a mi prohijada solo puede verse comprometida ante el cumplimiento de la condición pactada, del cual pende el surgimiento de la obligación condicional, esto es, la realización del riesgo asegurado. Entonces, al ser claro que la causa efectiva del daño no está clara, es evidente la inexistencia de realización del riesgo asegurado.

Es así como resulta a cargo del demandante probar la falla del servicio a cargo de las demandadas, por tanto bajo el incumplimiento de este deber y al no estar acreditada la mentada al no vislumbrarse responsabilidad alguna, queda automáticamente desvirtuada la responsabilidad que la actora atribuye a la pasiva por lo que resulta inocuo estudiar la relación causal entre una falla inexistente y el daño alegado por quienes llaman a juicio.

En dicho sentido, es necesario señalar que la Corte Suprema de Justicia ha reiterado en su jurisprudencia que para que exista la obligación de indemnizar por parte de la compañía aseguradora, es requisito sine qua non la realización del riesgo asegurado de conformidad con lo establecido en el artículo 1072 del Código de Comercio:

… Una de las características de este tipo de seguro es «la materialización de un perjuicio de estirpe económico radicado en cabeza del asegurado, sin el cual no puede pretenderse que el riesgo materia del acuerdo de voluntades haya tenido lugar y, por ende, que se genere responsabilidad contractual del asegurador. No en vano, en ellos campea con vigor el principio indemnizatorio, de tanta relevancia en la relación asegurativa.[footnoteRef:68] (Negrita en el texto original). [68:  Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 12 de diciembre de 2017. SC20950-2017 Radicación n° 05001- 31-03-005-2008-00497-01. M.P. ARIEL SALAZAR RAMÍREZ.  ] 


En similar sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado, pues en su Sección Tercera recordó que el siniestro es la materialización del riesgo asegurado conforme a los artículos 1072 y 1131 del Código de Comercio, es decir, el hecho acaecido configura el suceso incierto contenido en la póliza de seguro y es responsabilidad del asegurado. También indicó que, en un seguro de responsabilidad civil, el siniestro es generado cuando ocurre el hecho dañoso y este afecta a un tercero, lo que da lugar a una indemnización al afectado.[footnoteRef:69] [69:  https://www.ambitojuridico.com/noticias/general/administracion-publica/asi-se-paga-el-deducible-dentro-de-una-poliza-de ] 


Al respecto, resulta preciso señalar que la eventual obligación indemnizatoria en cabeza de mi representada se encuentra supeditada al contenido de la póliza, es decir a sus diversas condiciones, el ámbito del amparo, a la definición contractual de su alcance o extensión, a los límites asegurados para cada riesgo tomado, etc. El riesgo asegurado en el contrato de seguros en comento corresponde a: 

La compañía se obliga a indemnizar, los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de la responsabilidad civil extracontractual en que incurra de acuerdo con la ley colombiana, por hechos imputables al asegurado, que causen la muerte, lesión o menoscabo en la salud de las personas (daños personales) y/o el deterioro o destrucción de bienes (daños materiales) y perjuicios económicos, incluyendo lucro cesante y perjuicios extrapatrimoniales, como consecuencia directa de tales daños personales y/o daños materiales. 

Así las cosas, esa declaratoria de Responsabilidad Civil Extracontractual constituirá el “siniestro”, esto es, la realización del riesgo asegurado (Art. 1071 del C.Co.).

En este punto es necesario citar el objeto amparado bajo la cláusula de responsabilidad civil extracontractual contenida en la póliza en comento, que dispone:
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Ahora bien, dentro de los amparos previamente relacionados no se denota que se amparen sucesos que ha sido imposible imputar en contra del asegurado o tomador, y mucho menos a COVIANDES S.A.S., que ni siquiera es tomador, asegurado o beneficiario, teniendo en cuenta que, en consonancia con la decisión adoptada por el honorable Tribunal de Arbitramento de la ciudad de Bogotá, en curso del laudo arbitral del 2 de marzo de 2020, se resolvió la controversia existente entre CONINVIAL y GISAICO, no se demostró un error de diseño imputable a quien llama en garantía y que fuera la causa del colapso de la torre B que conllevó al fallecimiento del señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.).

Sobre el mismo punto, en el trámite de dicho proceso, se probó con suficiencia que los elementos, insumos y materiales empleados para la ejecución del objeto del contrato suscrito por GISAICO en calidad de contratista, fueron los especificados por el contratante y los demás intervinientes. Además que, la ejecución de las obras y en general todas las actividades, fueron surtidas con sujeción a las buenas prácticas, a las especificaciones técnicas exigidas y a las normas técnicas aplicables. Tan es así que, los materiales y procesos constructivos fueron debidamente revisados, supervisados, aprobados y tuvieron el permanente seguimiento, revisión y aprobación por parte de CONINVIAL S.A.S., y del Concesionario.

Así las cosas, no ha nacido a la vida jurídica la obligación condicional en cabeza de mi mandante, primero, por cuanto el riesgo que se pretende atribuir para la afectación del contrato de seguro no ampara a la Concesionaria de los Andes, y en segundo lugar, frente a quien si goza de legitimación en la causa, esto es la sociedad GISAICO S.A., no se ha configurado. Como ya ha sido indicado, dentro del trámite arbitral no fue posible concluir o imputar de manera razonable y sustentada la responsabilidad del desplome de la torre B del puente Chirajara a la sociedad GISAICO. En segundo lugar, el contratista, soportó como los elementos, insumos y materiales empleados fueron los especificados por el contratante y los demás intervinientes, y, finalmente, el hecho de que, todas las actividades desplegadas en el desarrollo y ejecución del contrato suscrito con CONINVIAL, fueron impartidas conforme con las especificaciones técnicas exigidas y las normas técnicas aplicables.

En conclusión, durante la ejecución del contrato, la sociedad GISAICO desarrolló su labor en cumplimiento de las buenas prácticas que exige la profesión de la ingeniería, de tal manera que por parte de la autoridad arbitral fue imposible identificar culpabilidad o falla en el servicio prestado por este, al cual pueda atribuírsele como causa del desplome de la torre B que conllevó a la muerte del señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.). Por todo lo anterior, no demostrada la supuesta falla del servicio o incumplimiento de las condiciones contractuales en cabeza de GISAICO S. A., no podrá en ninguna circunstancia afectarse la póliza de Seguro de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General construcción No. RO064699 o surgir obligación alguna a cargo de mi prohijada.

Respetuosamente solicito declarar probada esta excepción.

3.3. RIESGOS EXPRESAMENTE EXCLUIDOS DE LA PÓLIZA No. 05-RO064699 EXPEDIDA POR SEGUROS CONFIANZA S.A.

Sin perjuicio de las demás excepciones propuestas y que se propondrán, es menester advertir que en las condiciones pactadas en el contrato de seguro documentado en la póliza de responsabilidad civil No.05-RO064699, se establecieron unos parámetros que enmarcan la obligación contraída por SEGUROS CONFIANZA S.A., delimitando el riesgo asumido por esta. Ahora bien, tal como lo señala el Artículo 1056 del Código de Comercio, el asegurador puede, a su arbitrio, delimitar los riesgos que asume: “Con las restricciones legales, el asegurador pondrá, a su arbitrio, asumir todos o algunos de los riesgos a que estén expuestos el interés o la cosa asegurados, el patrimonio o la persona del asegurado”.

En materia de contrato de seguros, es menester señalar que los riesgos excluidos son una serie de coberturas que no se amparan dentro del Contrato de Seguro, en cuyo caso de acaecimiento, eximen al Asegurador de la obligación de satisfacer prestación alguna. Estas coberturas excluidas figuran expresamente en las condiciones generales y particulares de la Póliza. En tal sentido, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, consejera ponente Dra. Sandra Lisset Ibarra Vélez, mediante sentencia del 27 de mayo de 2020, se refirió a las exclusiones de la siguiente manera:

Lo anterior, se reitera, en la medida en que si bien desde la perspectiva de la normativa aplicable se cumplieron las condiciones generales de la póliza de seguros para que Seguros del Estado S.A. respondiera por el daño atribuido a la I.P.S. Universitaria de Antioquia, el juez en la valoración probatoria debió revisar si en el caso bajo examen se configuraba alguna de las exclusiones de responsabilidad fijadas contractualmente, en los términos señalados en el numeral 29 del referido contrato de seguro[footnoteRef:70]  [70:  Sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, consejera ponente Dra. Sandra Lisset Ibarra Vélez de fecha 27 de mayo de 2020.] 


En virtud de la facultad referenciada en el artículo previamente citado, el asegurador decidió otorgar amparos supeditados al cumplimiento de ciertos presupuestos, incorporando en la póliza determinadas barreras cualitativas que eximen al asegurador respecto a las prestaciones señaladas en el contrato, las cuales se conocen generalmente como exclusiones de la cobertura, y que para el efecto están contenidas tanto en el condicionado particular, como en el general.

Así las cosas, se evidencia cómo por parte del órgano de cierre de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, se exhorta a los Jueces para tener en cuenta en sus providencias las exclusiones contenidas en los contratos de seguro. Razón por la cual, es menester señalar que la Póliza Seguro de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General construcción No. RO064699, en su cláusula segunda, una serie de exclusiones generales y particulares de las coberturas ofrecidas, las cuales presento a continuación:
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Como se aprecia, y sin perjuicio de las 41 exclusiones que acompañan a la citada, se tiene que es probable que de los hechos en litigio se configure la exclusión de notas, pues como se evidencia, se desestiman de los riesgos amparados aquellos derivados obligaciones de contratos y convenios, que es lo que se reprocha en este juicio frente a una supuesta falla en los diseños de la obra del puente Chirajara.

Las exclusiones en este caso cumplen con las exigencias en el Estatuto del Consumidor en tanto que yacen descritas en carácter legible, visible y comprensible en las páginas que subsiguen la carátula de la póliza y en la proforma anexa que se entregó al tomador con la suscripción del seguro, el pacto de estas exclusiones hace parte del ejercicio legal y libre de la actividad mercantil aseguraticia en tanto que el art. 37 de la Ley 1480 del 2011 permite a la aseguradora, en tanto que los seguros son contratos de adhesión, instrumentar la prerrogativa del art. 1056 del Código de Comercio a través de la institución de exclusiones. La Superintendencia Financiera Colombia bajo Radicado 2019153273-007-000, procedió a dar una posición frente a los amparos y exclusiones de la póliza, emitiendo la siguiente consideración:

Bajo esta línea de interpretación, debe entenderse que en aquellos casos en que en consideración al número de amparos y sus respectivas exclusiones, así como la necesidad de ofrecer una descripción legible, clara y comprensible de los mismos, no sea susceptible incorporar todos estos conceptos en una sola página, pueden quedar, tanto los primeros como las segundas, consignados en forma continua a partir de la primera página de la póliza, como lo precisa la instrucción de este Supervisor.

El día 4 de febrero de 2020 la Dirección Legal de Seguros de la Superintendencia Financiera de Colombia a través de respuesta a petición con radicado 2019153273-007-000, consideró que “en aquellos casos en que en consideración al número de amparos y sus respectivas exclusiones, así como la necesidad de ofrecer una descripción legible, clara y comprensible de los mismos, no sea susceptible incorporar todos estos conceptos en una sola página, pueden quedar, tantos los primeros como las segundas, consignados en forma continua a partir de la primera página de la póliza […]”

La regla consistente en que las exclusiones deben figurar en la primera página de la póliza so pena de ineficacia de la estipulación se encuentra en el art. 44 de la Ley 45 de 1990 y el art. 184.2 del EOSF que dicen:

Requisitos de las pólizas. Las pólizas deberán ajustarse a las siguientes exigencias:

1. Su contenido debe ceñirse a las normas que regulan el contrato de seguro, a la presente Ley [o estatuto, según el caso] y a las demás disposiciones imperativas que resulten aplicables, so pena de ineficacia de la estipulación respectiva.
[…] 3o. Los amparos básicos y las exclusiones deben figurar, en caracteres destacados, en la primera página de la póliza.

Pero dicha norma no define qué es y qué no es póliza y tampoco establece qué se entiende por primera página de la misma, es decir, si con base en el art. 1047 y 1048 del Código de Comercio, las condiciones generales y particulares son la póliza y la integran, ¿cuál es la pauta normada de la que la juez concluye que las exclusiones deben estar indefectiblemente en la carátula (que no es lo mismo que primera página) de la póliza si el art. 184 del EOSIF no hace tal distinción?

Tal es la disonancia semántica del fallo con las normas que ha aplicado irregularmente que ni siquiera, la reglamentación de la Superintendencia Financiera le da la razón a la jueza, dicha entidad expidió la Circular Básica Jurídica 07 de 1996 indicando respecto de las pólizas de seguros lo siguiente:

1.2.1. Requisitos generales de las pólizas de seguros 

Para el adecuado cumplimiento de lo señalado en el art. 184 numeral 2 del EOSF las entidades aseguradoras deben redactar las condiciones del contrato de forma que sean claramente legibles y que los tomadores y asegurados puedan comprender e identificar las definiciones de los riesgos amparados y las obligaciones emanadas del negocio celebrado. Para ello, las pólizas deben incluir, cuando menos, la siguiente información:

1.2.1.1. En la carátula 

a. Las condiciones particulares previstas en el art. 1047 del Código de Comercio. 
b. En caracteres destacados o resaltados (es decir que se distingan del resto del texto de la impresión) el contenido del inciso primero del art. 1068 Código de Comercio. Para el caso de los seguros de vida, el contenido del art. 1152 del mismo ordenamiento legal.

1.2.1.2. A partir de la primera página de la póliza (amparos y exclusiones) 

Los amparos básicos y todas las exclusiones que se estipulen deben consignarse en forma continua a partir de la primera página de la póliza. Estas deben figurar en caracteres destacados o resaltados, según los mismos lineamientos atrás señalados y en términos claros y concisos que proporcionen al tomador la información precisa sobre el verdadero alcance de la cobertura contratada. No se pueden consignar en las páginas interiores o en cláusulas posteriores exclusiones adicionales en forma distinta a la prevista en este numeral.
 
La CBJ 07 de 1996 fue remplazada por la CBJ 029 de 2014 más actual, pero en esta se reprodujeron sin alteración sintáctica ni semántica las disposiciones de la primera circular.
[bookmark: _GoBack]
En consecuencia, bajo la anterior premisa, en caso de configurarse alguna de las exclusiones arriba señaladas o las que constan en las condiciones generales de la Póliza Seguro de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General Construcción No. RO064699, éstas deberán ser aplicadas y deberán dársele los efectos señalados por la jurisprudencia. En consecuencia, no podrá existir responsabilidad en cabeza del asegurador como quiera que se convino libre y expresamente que tal riesgo no estaba asegurado.

De conformidad con lo expuesto, respetuosamente solicito declarar probada esta excepción

3.4. EN CUALQUIER CASO, DE NINGUNA MANERA SE PODRÁ EXCEDER EL LÍMITE DEL VALOR ASEGURADO PACTADO EN LA PÓLIZA No. 05-RO064699 EXPEDIDA POR SEGUROS CONFIANZA S.A.

En el remoto e improbable evento en que el Despacho considere que la póliza que hoy nos ocupa sí presta cobertura material y temporal para los hechos objeto de este litigio, por considerar que sí se realizó el riesgo asegurado y que, en este sentido, sí ha nacido a la vida jurídica la obligación condicional de LA COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. – CONFIANZA. Exclusivamente bajo esta hipótesis, deberá tener en cuenta entonces que no se podrá condenar a mi poderdante al pago de una suma mayor a la asegurada, incluso si se lograra demostrar que los presuntos daños reclamados son superiores. Por supuesto, sin que esta consideración constituya aceptación de responsabilidad alguna a cargo de mi representada.

En este orden de ideas, mi representada no estará llamada a pagar cifra que exceda el valor asegurado previamente pactado por las partes, en tanto que la responsabilidad de mi mandante va hasta la concurrencia de la suma asegurada. De esta forma y de conformidad con el artículo 1079 del Código de Comercio[footnoteRef:71], debe tenerse en cuenta la limitación de responsabilidad hasta la concurrencia de la suma asegurada: “ARTÍCULO 1079. RESPONSABILIDAD HASTA LA CONCURRENCIA DE LA SUMA ASEGURADA. El asegurador no estará obligado a responder si no hasta concurrencia de la suma asegurada, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1074”. [71:  Decreto 410 de 1971.] 


La norma antes expuesta, es completamente clara al explicar que la responsabilidad del asegurador va hasta la concurrencia de la suma asegurada. De este modo, la Corte Suprema de Justicia, ha interpretado el precitado artículo en los mismos términos al explicar:

Al respecto es necesario destacar que, como lo ha puntualizado esta Corporación, el valor de la prestación a cargo de la aseguradora, en lo que tiene que ver con los seguros contra daños, se encuentra delimitado, tanto por el valor asegurado, como por las previsiones contenidas en el artículo 1089 del Código de Comercio, conforme al cual, dentro de los límites indicados en el artículo 1079 la indemnización no excederá, en ningún caso, del valor real del interés asegurado en el momento del siniestro, ni del monto efectivo del perjuicio patrimonial sufrido por el asegurado o el beneficiario, regla que, además de sus significativas consecuencias jurídicas, envuelve un notable principio moral: evitar que el asegurado tenga interés en la realización del siniestro, derivado del afán de enriquecerse indebidamente, a costa de la aseguradora, por causa de su realización[footnoteRef:72] (Subrayado y negrilla fuera de texto original). [72:  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 14 de diciembre de 2001. MP. Jorge Antonio Castillo Rúgeles. EXP 5952.] 


Por ende, no se podrá de ninguna manera obtener una indemnización superior en cuantía al límite de la suma asegurada por parte de mi mandante y en la proporción de dicha pérdida que le corresponda debido a la porción de riesgo asumido, conforme con el amparo a afectar. Que en este caso resulta ser para el amparo de R.C. Patronal de la Póliza Seguro de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General construcción No. RO064699, el siguiente:
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En el caso que nos atiende es imperioso hacer conocer al despacho que en el evento de considerarse la afectación del contrato de seguro, el amparo sobre el cual podría remotamente ordenarse la indemnización es el de responsabilidad civil patronal, esto como quiera que entre el señor Jorge Beltrán (Q.E.P.D.), y GISAICO S.A., como asegurada de mi mandante, existía una relación de índole laboral desde el día 26 de mayo de 2016, la cual tenía por objeto la prestación de un servicio personal por el señor Beltrán frente a GISAICO para la construcción del puente Chirajara, de suyo entonces, que se derivó una posición patronal del tomador del seguro sobre la víctima directa.

No obstante, si bien es cierto que, para la póliza en comento dentro del límite del valor asegurado, se ha pactado la suma asegurada de CINCO MIL MILLONES DE PESOS M/CTE ($5.000.000.000), no puede ser obviado por parte del honorable despacho, que el límite del valor asegurado del contrato de seguro materializado en la Póliza de Seguro ha sido agotado parcialmente, por lo que a la fecha de contestación de esta demanda, la disponibilidad de la suma asegurada es de $956.352.202., lo que se acreditará con el respectivo certificado de agotamiento.

Por todo lo anterior, comedidamente le solicito al honorable despacho tomar en consideración que sin perjuicio de que en el caso bajo análisis no se puede hacer efectiva la póliza. En todo caso, dicha póliza contiene unos límites y valores asegurados que deberán ser tenidos en cuenta por el despacho en el remoto e improbable evento de una condena en contra de la GISAICO S.A.

3.5. EN EL CONTRATO DE SEGURO CONTENIDO EN LA PÓLIZA No 05-RO064699 SE PACTÓ UN DEDUCIBLE A CARGO DEL ASEGURADO.

Adicionalmente y sin perjuicio de las razones expuestas que indican que no hay responsabilidad de la asegurada como tampoco de mi representada, ni de los demás argumentos expuestos atrás, también se debe tener presente que al momento de convenir los amparos en la póliza que nos ocupa, se impuso una carga al asegurado o al beneficiario en caso de siniestro, por virtud de la cual este asumirá una parte del mismo, esto es, el deducible.

Lo que se denomina deducible, corresponde a una suma de dinero del valor del siniestro que se asumirá como coparticipación en el mismo. Es por ello, que en las caratulas de la póliza expedida por la SEGUROS CONFIANZA S.A., se concertó un deducible el cual corresponde a la fracción de la pérdida que debe asumir directamente y por su cuenta el asegurado. En este caso se pactó de manera específica un deducible que corresponde al 10,00% del valor de la pérdida, mínimo $5.000.000 M/Cte., como se enseña a continuación:
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Por otra parte y de acuerdo con la normatividad vigente, la Superintendencia Financiera de Colombia en Concepto No. 2019098264 del 29 de agosto de 2019, ha sido clara en definir en qué consiste el deducible indicando lo siguiente:

…Sin embargo, es preciso señalar que en nuestro ordenamiento jurídico no existe disposición que obligue al asegurador a indemnizar conforme a determinado régimen específico, en consecuencia, sea que la incapacidad o la lesión se acredite en las formas mencionadas en su comunicación, la fijación del monto de la indemnización se rige por las estipulaciones que al respecto hubieren pactado el tomador y el asegurador.

Dicho esto, en una póliza donde se ampara la responsabilidad civil extracontractual el monto de la indemnización puede verse disminuido si las partes han pactado que un porcentaje de la pérdida se asumirá a título de deducible por el asegurado, convenio que resulta legalmente viable, de acuerdo con nuestro ordenamiento mercantil.

En efecto, la Sección I del Capítulo II, Título V, Libro Cuarto del Código de Comercio, en su artículo 1103, consagra dentro de los principios comunes a los seguros de daños la posibilidad de pactar, mediante cláusulas especiales, que el asegurado “...deba soportar una cuota en el riesgo o en la pérdida, o afrontar la primera parte del daño”.

Una de tales modalidades, la denominada deducible, se traduce en la suma que el asegurador descuenta indefectiblemente del importe de la indemnización, de tal suerte que en el evento de ocurrencia del siniestro no indemniza el valor total de la pérdida, sino a partir de un determinado monto o de una proporción de la suma asegurada, con el objeto de dejar una parte del valor del siniestro a cargo del asegurado. El deducible, que puede consistir en una suma fija, en un porcentaje o en una combinación de ambos, se estipula con el propósito de concientizar al asegurado de la vigilancia y buen manejo del bien o riesgo asegurado.

Por tanto, el valor del ofrecimiento extendido por la compañía aseguradora, podría variar en función de los perjuicios sufridos por el reclamante, así como los elementos probatorios que se hubieren allegado para acreditar el valor de la pérdida, conforme lo presupuestado en el artículo 1077 del código de comercio, aunado a las condiciones generales y particulares pactadas en la póliza, como lo son el límite del valor asegurado, el deducible pactado con el asegurado, entre otros factores[footnoteRef:73] [73:  Superfinaciera (2019). Concepto 2019098264. “Seguros, Pago de Indemnización, Seguro de Responsabilidad Civil”. Agosto 29.] 


Ruego al despacho tener en cuenta cada una de las condiciones establecidas en la póliza en comento, haciendo especial hincapié en la suma amparada mediante el contrato y al deducible pactado en el mismo. De igual manera, solicito que en el remoto evento de que se llegare a encontrar responsable al asegurado, se apliquen todas y cada una de las cláusulas y condiciones del contrato de seguro.

3.6. AUSENCIA DE SOLIDARIDAD ENTRE EL ASEGURADO GISAICO S.A., Y SEGUROS CONFIANZA S.A.

Esta excepción se propone con fundamento en que la solidaridad surge exclusivamente cuando la ley o la convención la establecen. En el caso que nos ocupa, la fuente de las obligaciones de mi procurada está contenida en el contrato de seguro y en él no está convenida la solidaridad entre las partes del contrato. Debe aclararse que las obligaciones de la aseguradora que represento están determinadas por el límite asegurado para cada amparo, por las condiciones del contrato de seguro y por la normatividad que lo rige.

Como sustento de lo mencionado, es preciso citar lo que de antaño ha dicho la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, M.P. Margarita Cabello Blanco, cuando en sentencia de tutela STC-2491-2019 del 1 de marzo de 2019, derivada del radicado No. 11001-02-03-000-2019-00433-00, cuando negó la tutela interpuesta por Alex Manuel Bermúdez Caro, al confirmar la decisión tomada por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla, que expuso:

… la Sala, de entrada, afirma la rotundidad que ciertamente no existe solidaridad legal ni convencional entre el demandado condenado al pago de perjuicios, llamante en garantía y la aseguradora llamada en garantía, pues la figura del llamamiento en garantía no establece en modo alguno la solidaridad que predica la sentencia recurrida, como quiera que, tal figura tiene una estructura y finalidad distinta a la entendida por la juzgadora a quo.

En efecto, en primer lugar, póngase de presente que en la ocurrencia del hecho dañoso escrutado en el proceso - accidente de tránsito que causó las lesiones corporales de la víctima directa - no existe participación de la aseguradora que permitiera deducir la responsabilidad solidaria en la materialización del daño, caso en el cual, surgiría la solidaridad entre los partícipes del delito o culpa cometido, según las voces del artículo 2344 del Código Civil...» (fls. 24 a 34) Subrayas intencionales. 

Entonces, no existe solidaridad alguna entre el llamante y el llamado que obligue a este a realizar el pago directamente a la víctima, porque la compañía aseguradora es un tercero respecto a la relación que originó el llamamiento, permitiendo inferir que el beneficiario de la indemnización no puede exigirle dicha operación.

En conclusión, la obligación indemnizatoria está estrictamente sujeta a las estipulaciones contractuales y al límite asegurado, con sujeción a las condiciones de cada póliza; en virtud de ello, es válido afirmar desde ya que, de conformidad con la exposición previa, no le asiste a mi representada en todo caso la obligación de hacer efectiva la póliza de responsabilidad civil extracontractual vinculada en esta contienda, toda vez que el acaecimiento del riesgo asegurado y otorgado en la misma, no se ha demostrado y se tiene que esta no se afectaría como resultado de la configuración de una causal de exclusión de responsabilidad indemnizatoria taxativamente determinada en la caratula de las mismas.

Respetuosamente solicito declarar probada esta excepción.

3.7. DISPONIBILIDAD DE LA SUMA ASEGURADA.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 1111 C.Co., el valor asegurado se reducirá conforme a los siniestros presentados y a los pagos realizados por la aseguradora, por tanto, a medida que se presenten más reclamaciones por personas con igual o mayor derecho y respecto a los mismos hechos dicho valor se disminuirá en esos importes, siendo que en el evento que para la fecha de la sentencia se ha agotado totalmente el valor asegurado no habrá lugar a cobertura alguna.

3.8. SUBROGACIÓN.

Sin perjuicio de lo expuesto, debe tenerse en cuenta que en el evento quela Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. ., realice algún pago en virtud de un amparo de la póliza, la compañía tiene derecho a subrogar hasta la concurrencia de la suma indemnizada, en todos los derechos y acciones del asegurado contra las personas responsables del siniestro. Lo anterior, en virtud del mismo condicionado – clausulado general de la póliza y en concordancia con el artículo 1096 del C.Co.

3.9. LA INNOMINADA O GENÉRICA.

La fundamento en todos los hechos exceptivos que demostrados en el proceso sean favorables a la entidad que represento, por tanto acudo a lo estipulado en el artículo 282 de la Ley 1564 de 2012[footnoteRef:74], si de los factos alegados por las partes se encuentra alguna excepción que deba declararse de oficio. [74:  Artículo 282. Resolución sobre excepciones. En cualquier tipo de proceso, cuando el Juez halle probados los hechos que constituyen una excepción deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de prescripción, compensación y nulidad relativa, que deberán alegarse en la contestación de la demanda. Cuando no se proponga oportunamente la excepción de prescripción extintiva, se entenderá renunciada. Si el Juez encuentra probada una excepción que conduzca a rechazar todas las pretensiones de la demanda, debe abstenerse de examinar las restantes. En este caso si el superior considera infundada aquella excepción resolverá sobre las otras, aunque quien la alegó no haya apelado de la sentencia. Cuando se proponga la excepción de nulidad o la de simulación del acto o contrato del cual se pretende derivar la relación debatida en el proceso, el Juez se pronunciará expresamente en la sentencia sobre tales figuras, siempre que en el proceso sean parte quienes lo fueron en dicho acto o contrato; en caso contrario se limitará a declarar si es o no fundada la excepción.] 



4. PRUEBAS APORTADAS POR SEGUROS CONFIANZA S.A.

DOCUMENTALES.

Para los efectos pertinentes, solicito que se tomen como tales para este extremo de la litis las que se relacionan a continuación:

1.- Carátula de la Póliza No. 05-RO064699;
2.- Condicionado general de la Póliza No. 05-RO064699;
3. – Certificado de disponibilidad de valor asegurado

INTERROGATORIO DE PARTE.

Solicito su señoría, citar y hacer comparecer los señores ALBA PRISCILA BELTRÁN GARCIA, identificada con la C.C. Nº 21.185.108; ANA LUCIA BELTRÁN GARCIA, identificada con la C.C. Nº 40.220.054; ANA MARIA BELTRÁN GARCIA, identificada con la C.C. Nº 40.220.039; CARMEN ROSA BELTRÁN GARCIA, identificada con la C.C. Nº 40.374.710; DELFINA BELTRÁN GARCIA, identificada con la C.C. Nº 21.235.282; ERASMO BELTRÁN GARCIA, identificado con la C.C. Nº 17.308.848; JOSE ELIAS BELTRÁN GARCIA, identificado con la C.C. Nº 3.274.531 y; JOSE RAMON BELTRÁN GARCIA, identificado con la C.C. Nº 17.235.042., para realizar interrogatorio de parte sobre los hechos de la demanda, cuestionario que presentaré el día de la diligencia, quien se hará comparecer por medio de las direcciones aportadas con la demanda.

TESTIMONIAL.

1.- Solicito se sirva citar al Doctor JAVIER ANDRES ACOSTA CEBALLOS, asesor externo de mi representada con el objeto de que se pronuncie sobre los hechos narrados en la demanda, así como de los fundamentos de hecho y derecho sobre las Pólizas de Seguro. Este testimonio se solicita igualmente para que deponga sobre las condiciones particulares y generales de la Póliza y en general, sobre las excepciones propuestas frente a la demanda.

Este testimonio es conducente, pertinente y útil, ya que puede ilustrar al Despacho acerca de las características, condiciones, tratativas preliminares, vigencia, coberturas, etc., del Contrato de Seguro objeto del presente litigio. El testigo podrá ser citado en la CALLE 13 No. 10 - 22 Apartamento 402 de la ciudad de Bogotá o en el correo electrónico jandresacosta@gmail.com 

Lo anterior, se solicita a tono de las disposiciones consagradas en el numeral 6 del artículo 221 del CGP., permitiendo al testigo aportar y reconocer documentos relacionados con su declaración.

2.- Solicito se sirva citar a la Doctora CATERINE AMAYA NAVARRO, Gerente Técnico de Responsabilidad Civil de la Compañía Aseguradora De Fianzas S.A. – CONFIANZA con el objeto de que se pronuncie sobre los hechos narrados en la demanda, así como sobre la disponibilidad de las Pólizas de Seguro por las que fue vinculada mi aseguradora y el alcance de los amparos para los hechos acaecidos el día 15 de enero de 2018. 

Este testimonio es conducente, pertinente y útil, ya que puede ilustrar al Despacho acerca de las características, coberturas, disponibilidad, particularidades etc., de los Contratos de Seguro objeto del presente litigio. La testigo podrá ser citada en la Calle 82 # 11 37 Piso 7 de la ciudad de Bogotá o en el correo electrónico camaya@confianza.com.co 

Lo anterior, se solicita a tono de las disposiciones consagradas en el numeral 6 del artículo 221 del CGP., permitiendo al testigo aportar y reconocer documentos relacionados con su declaración.

POR OFICIO:

Respetuosamente solicito al Despacho se oficie a la Compañía Aseguradora De Fianzas S.A. - CONFIANZA, para que con destino a este proceso remita los documentos e información concerniente a la disponibilidad del valor asegurado de la Póliza Seguro de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General construcción No. RO064699. El propósito de la exhibición de estos documentos es evidenciar el límite del valor asegurador disponible con avance en el curso de este proceso, sin perjuicio de que la misma resulta afectada dentro del trámite u otros afines. 

La citada entidad puede ser notificada en Calle 82 No, 11 - 37, piso 7 de la ciudad de Bogotá o en los correos: notificacionesjudiciales@confianza.com.co y icardona@confianza.com.co 


5. ANEXOS APORTADOS POR SEGUROS CONFIANZA S.A.

Con el presente se allegan las siguientes documentales:

5.1.1. Certificado de existencia y representación legal.
5.1.2. Certificado Superintendencia Financiera de Colombia.
5.1.3. Poder especial para actuar conferido mediante mensaje de datos.
5.1.4. Pruebas documentales relacionadas en la demanda. 


6. [bookmark: _Hlk25142768]NOTIFICACIONES

La parte convocante, en el lugar indicado en el escrito de Llamamiento en Garantía. 

El suscrito en la Avenida 6A Bis N° 35N-100, Centro Empresarial Chipichape, Oficina 212, de la ciudad de Cali, o en la Secretaría de su Despacho. Dirección electrónica: notificaciones@gha.com.co 
[image: ]
Cordialmente,


GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA
C.C. 19.395.114 de Bogotá
T.P. 39.116 del C. S. de la J.
[image: ][image: ]Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, Centro Empresarial Chipichape
+57 315 577 6200 - 602-6594075
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69
+57 3173795688 - 601-7616436
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6. Que el sefior JORGE RAMIRO BELTRAN GARCIA labor con Ia empresa GISAICO S A
desde el 26 de mayo de 2016 hasta el 15 de enero de 2018, dia del deceso, desempefiando
el cargo de OFICIAL, en virtud de contrato de trabajo por labor contratada en Ia obra Puente
de Chirajara en Villavicencio (Meta)  Viaducto Atirantado Chirajara, devengado un salario
mensual de un millén ciento cincuenta mil pesos ($1.150.000) moneda corriente.

6. Que entre el sefior JORGE RAMIRO BELTRAN GARCIA, sus hermanos y sobrinos,
slempre existieron fuertes relaciones de amor, carifio, afecto y ayuda mutua.

7. Que el sefior JORGE RAMIRO BELTRAN GARCIA era una persona fisicamente sana y
economicamente productiva

8. Que el dia 15 de enero de 2018, el sefior JORGE RAMIRO BELTRAN GARCIA, se
encontraba desempefiando sus labores de oficial en la Obra Puente Chirajara en el
municipio de Villavicencio (Meta), en Ia plataforma de Ia Pila B del mencionado puente

9. Que ese dia por causas que son materia de investigacion, colapso dicha pila generando
la muerte de 9 personas, dentro de las cuales se encontraba el sefior JORGE RAMIRO
BELTRAN GARCIA, quien debido a los politraumaticos causados por el incidente murio,
puesto que se encontraba a mas de 100 metros de altura

Es importante precisar que Ia obra hace parte del tramo dos de la via Bogota — Villavicencio
y cuenta con una extension de 446 metros de longitud atravesando el cafion que le da su
nombre a una profundidad de 286 metros, tiene dos columnas en forma de diamante que
son las bases de toda la estructura y sostienen Ia doble calzada con 26 tirantas o cuerdas
de acero hacia el exterior y ofras 48 en el aire interior.

10.  Que segin informacion a través del ejercicio del derecho de peticion se logré
establecer que despues de haber realizado los estudios e investigaciones con a finalidad
de establecer las causas del accidente se logré determinar el el mismo se debid a fallas en
os disefios del puente.
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En caso de que ¢l acuerdo concilitorio sea improbado por el juez o magistrado, el
témino de caducidad suspendido con la presentacién de la solicitud de conciliacion
se reanudard a partir el dia hbil siguiente al de la ejecutoria de la providencia
comespondiente. La improbacién del acuerdo conciliatorio no hace transito a cosa
juzgada.

Paragrafo Gnico. Las partes por mutuo acuerdo podrén prorrogar el término de tres
(3) meses consagrado para el tramite conciliatorio extrajudicial, pero en dicho
lapso no operard la suspension del término de caducidad o
prescripcion.” (Negrila propia)

Con méfito al sustento doctrinario, jurisprudencial y nomativo que se acaba de abordar, es como
se demostrara conforme a los hechos que estdn probados, que el fenomeno de la caducidad ha
operado. En dicho sentido, es imperioso relacionar los siguientes hitos:

- El Hecho Daiioso:

Como lo hemos venido sosteniendo y es totalmente apreciable por el despacho y las partes en
litigio, el hecho demandado deviene del fallecimiento del sefior Jorge Beltran (Q.E.P.D.), acaecido
el dia 15 de enero de 2018, como lo manifiesta la parte actora en los hechos 7y 8 del escrito de
demanda, como se vislumbra

Vistaslas pruebas documentales que ya obran dentro del expediente, es claro que el CDA o se
encuentra legitimado en la causa por pasiva para enervar las pretensiones de la demanda y
mucho menos se puede establecer una relacion juridica con lo pretendido, pues resulta notorio
que dicha empresa o era la responsable del parqueadero municipal ubicado en el Barrio Bolivar,
ello debido a que su contrato conla administracién municipal habia terminado para el 31 de marzo
de 2021, es decir, un (1) mes y veintiocho (28) dias antes de que ocurreran los hechos que ahora
ocupan la atencion del despacho, y aun, si en juicio de gracia el CDA o inclusive el mismo
Municipio de Popayan, hubiesen estado a cargo del parqueadero, no lo estaban del vehiculo de
placas DJK-45C., ya que este estaba a disposicion y bajo cadena de custodia de la FGN.

Por las anteriores razones, y en virtud de la reforma al CPACA., que introdujo Ia figura de la
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CCONSIDERACIONES:

1.- El dia 15 de enero de 2018, a las 11:50 am., se presents el colapso de la Pila B
del Puente Airantado de Chirajara, el cual se encontraba en construccion a la altura
del Km 62+ 200 metros, de la via Bogoté — Villavicencio, jurisdiccion del munici

de Guayabetal, Cundinamarca, resultando fallecido, entre otras personas, el sefior
JORGE RAMIRO BELTRAN GARCIA., quien en vida se identificaba con la C.C.
3274.616.

2- El sefior JORGE RAMIRO BELTRAN GARCIA, (Q.E.P.D.) el dia del accidente,
laboraba para GISAICO S.A., empresa contratista de CONINVIAL, quien a su vez
era contratista de COVIANDES y devengaba un salario mensual de $1150.000.

3.- El fallecido sefior BELTRAN GARCIA, naci6 el 28 de mayo de 1969 y tenia 48
afios de edad, al momento de su deceso.

4.- La familia nuclear del sefior JORGE RAMIRO BELTRAN GARCIA, estaba
conformado por sus hijos YINETH NOREIDY BELTRAN ALFEREZ, NEIDER
YESID y MICHELLE LORENA BELTRAN ALFEREZ y su esposa BLANGA NELLY
ALFEREZ. Familia que fue indemnizada integralmente, como consta en el contrato
de transaccién suscrito el 10 de abril de 201.

§.- Los hijos del occiso viven en residencia propia en el municipio de EI Calvario
Meta, y contaban con ayuda econémico de su fallecido padre, como se encuentra
acreditado en su historia laboral y segun lo informado por eilos, eran las tnicas.
personas que dependlan econémicamente y recibian el apoyo afectivo del sefior
JORGE RAMIRO BELTRAN GARCIA.

6.- EL SENOR MARCO AURELIO BELTRAN DAZA, es el padre del occiso, como
se acredita con los registros civiles correspondientes presentados y reside en
Villavicencio Meta.

7. LA COMPARIA, al pagar las sumas correspondientes a LOS RECLAMANTES,
pretende por economia procesal y evitar el degaste innecesario de la justicia,
terminar ltigios en curso o prevenir procesos futuros de cualquier indole, sin qué
con elo, reconozea responsabilidad de ninguna indole e su parte.

8.- Las sumas correspondientes a Ia indemnizacién pactada con los Reclamantes,
 pesar de haber sido acordadas previa, libre y voluntariamente, fueron obtenidas.
dentro de los parémetros fijados por Ia Corte Suprema de Justicia y el Consejo de
Estado.

La indemnizacién versa sobre todos los perjuicios extrapatrimoniales, consolidados
¥ futuros, de manera que LOS RECLAMANTES quedan integramente reparados.
con las sumas que recibiran, cuyo detalle se presenta a continuacion:
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TOTAL PERJUICIOS EXTRAPATRIMONIALES: $ 50.000.000.00 B

MARCO AURELIO BELTRAN DAZA (padre) $ 50.000.000.00

Con base en los hechos sefialados en las “CONSIDERACIONES” del presente
documento y con el objeto de terminar las diferencias presentadas, precaver litigios
futuros o eventuales de cualquier indole, sobre estos hechos, las partes convienen
en celebrar el presente contrato de transaccion.

CLAUSULAS:

PRIMERA. OBJETO. El objeto de este contrato es transigir las diferencias
presentes y futuras entre las partes, asi como terminar los litigios presentes, y evitar
futuras reclamaciones o litigios que de manera directa o indirecta puedan estar
relacionadas con el evento citado en las consideraciones, sin que en forma alguna
implique reconocimiento de responsabilidad de cualquiera de LAS PARTES.

PARAGRAFO. Para tal efecto, las partes han decidido, de manera libre y voluntaria,
transigir todas las diferencias que han surgido o que puedan llegar a surgir
derivadas de los hechos narrados en “LAS CONSIDERACIONES” de este
documento.

SEGUNDA. MONTO. Que el arreglo econémico total y definitivo al que se ha llegado

con motivo de los hechos descritos en “LAS CONSIDERACIONES” del presente 4
‘contrato, incluyendo cualquier gasto, costo o costas del proceso, es la suma tnica,

total y definitiva de CINCUENTA MILLONES DE PESOS. (§50'000.000.00), a

manera de reparacion integral por perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales
causados, suma que aceplan LOS RECLAMANTES, y por lo tanto, quedan
totalmente satisfechas las pretensiones indemnizatorias e los reclamantes.

TERCERA. FORMA Y FECHA DE PAGO. Las partes convienen que el valor 4
descrito en la clausula segunda del presente acuerdo, serd cancelado de I

siguiente manera: Se pagaré la suma anotada a través de transferencia bancaria

efectuada por la Compariia a la cuenta(s) de ahorros que suministre Ia parte (iKY
Reclamante, para lo cual, aportara certificacion bancaria sobre la existencia, titular,

namero y Entidad de la(s) misma(s). Los impuestos que se causen seran asumidos

por COVIANDES. El pago se haré efectivo dentro de los veinte (20) dias habiles ,o
siguientes a la legalizacion del presente contrato de transaccion y recibo de todos

los documentos que acrediten la legitimacion para la reclamacién objeto de este

convenio.
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Para efectos de lo manifestado, deben considerarse los siguientes extremos temporales:

- Hecho Dafioso: 15 de enero de 2018;
- Radicacién Solicitud Conciliacion: 22 de mayo de 2018;
- Dias Transcurridos Entre EI Hecho y La Solicitud De Conciliacién: 127

Conforme a lo anterior, el término de caducidad se intemumpi cuando habian corrido 127 dias,
resultando necesario recordar tal como lo ha ordenado la legislacion vigente para el momento en
que se solicitd la conciliacion, que la misma debe realizarse en el menor tiempo posible, y en todo
caso, tendrd que surtise como maximo, dentro de los 3 meses siguientes a esta, de modo tal
tenemos:

- Radicacién Solicitud Conciliacion: 22 de mayo de 2018;
- Tiempo Méximo Para Audiencia: 22 de agosto de 2018, transcurtidos 3 meses o 92 dias.

En este punto encontramos una situacion particular, pero que de ningin modo puede afectar al
extremo pasivo, y es que la Procuraduria Novena Judicial Il Para Asuntos Administrativos, excedd
el término imperativo y de obligatorio cumplimiento contenido en las normas de orden piblico que
regulan la conciliacién, habida cuenta que la audiencia se celebrd en dos momentos, que
‘conforme a la constancia por esta expedida tuvieron lugar los dias 14 de agosto de 2018 y 28 de
septiembre de 2018, como se extrae del siguiente aparte:

Vistaslas pruebas documentales que ya obran dentro del expediente, es claro que el CDA o se
encuentra legitimado en la causa por pasiva para enervar las pretensiones de la demanda y
mucho menos se puede establecer una relacion juridica con lo pretendido, pues resulta notorio
que dicha empresano era la responsable del parqueadero municipal ubicado en el Barrio Bolivar,
ello debido a que su contrato conla administracién municipal habia terminado para el 31 de marzo
de 2021, es decir, un (1) mes y veintiocho (28) dias antes de que ocurieran los hechos que ahora
ocupan la atencion del despacho, y aun, si en juicio de gracia el CDA o inclusive el mismo
Municipio de Popayan, hubiesen estado a cargo el parqueadero, o lo estaban del vehiculo de
placas DJK-45C., ya que este estaba a disposicion y bajo cadena de custodia de la FGN.

Por las anteriores razones, y en vitud de la reforma al CPACA., que introdujo la figura de la
sentencia anticipada a los procesos que se ventilan ante esta juisdiccin, se solicita
respetuosamente al despacho dictar sentencia anticipada por haberse encontrado probada la falta
manifiesta de legitimacion en la causa por pasiva respecto del CDA Ltda., ello porque, como se ha
dicho, la empresa en cuestion no contaba con la custodia, vigilancia ylo administracién del
parqueadero municipal ubicado en el Baio Bolivar donde presuntamente se encontraba el

20pm
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de desesperacion, congoja, desasosiego, temor, zozobra, etc., que invaden a la victima directa o
indirecta de un dafio antijuridico, individual o colectivo” (Consejo de Estado, Seccién Tercera,
Exp. 26251, 32988, 27709, 31172, 36149, 28804, 31170, 28832, 2021).

Adems, se estipularon los parametros en cuanto a la prueba de la certeza y cuantia del dafio
moral derivado de la lesi6n al derecho vida, libertad[1] e integridad fisica, precisédndose por

ejemplo en relacién con el dafio moral que en el caso de muerte solo se presumiria en el nivel 1
y2.
REPARACION DEL DANO MORAL EN CASO DE MUERTE
REGLA GENERAL @
NIVEL 1 NIVEL 2 NIVEL 3 NIVEL 4 NIVEL 5
Relaciones|  Relacion Relacion Relacion Relaciones
afectivas | afectiva del 2° | afectiva del 3° | afectiva del 4° | afectivas no
conyugales de de de familiares -
y paterno |consanguinidad| consanguinidad | consanguinidad | terceros
fiiales | o civil (abuelos, ocivil ocivil damnificados
hermanos y
nietos)
Porcentaje 100% 50% 35% 25% 15%
Equivalencia
en salarios 100 50 35 25 15
minimos

Laanterior claridad no se tiene en relacién con el daio moral que pudiera sufrir una persona
en algunos de sus derechos como consecuencia de la acreditacién de un dafio ecolégico puro,
en vista de que en la préctica se pueden encontrar que los jueces al determinar la certeza del
mismo (i) exigen la prueba valida, (i) valoran una prueba que no es conducente y (iii) presumen
el dafo sin que exista presuncion jurisprudencial creada para tal propésito. Para ejemplificar lo
anterior, traeremos a colacién algunos pronunciamientos judiciales.

En el primer escenario podemos encontrar la sentencia del Consejo de Estado del 13 de mayo
del 2004, que al resolver un caso en el cual los demandantes alegaban la pérdida de bienes con
ocasion del derramamiento de crudo sobre el rio Rosario, que afecté lafaunay la flora

O Buscar
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TERCERA. FORMA Y FECHA DE PAGO. Las partes convienen que el valor
descrito en la clausula segunda del presente acuerdo, ser4 cancelado de la
siguiente manera: Se pagard la suma anotada a través de transferencia bancaria
efectuada por la Compafifa a Ia cuenta(s) de ahorros que suministre la parte
Reclamante, para lo cual, aportaré certificacion bancaria sobre la existencia, titular,
nimero y Entidad de la(s) misma(s). Los impuestos que se causen seran asumidos.
por COVIANDES. El pago se hara efectivo dentro de los veinte (20) dias hébiles
siguientes a la legalizacion del presente contrato de transaccion y recibo de todos
los documentos que acrediten la legitimacion para la reclamacion objeto de este
convenio

CUARTA. PAZ Y SALVO. Qué en atencion a lo convenido en el presente contrato
de transaccién, LOS RECLAMANTES declaran a LA COMPANIA, a sus
administradores, dependientes, contralistas, subcontratistas, a PAZ Y SALVO por
todo concepto derivado de los hechos descritos en las consideraciones de este
acuerdo y, en consecuencia, renuncian a ejercer o continuar cualquier accion en su
contra, dando as por extinguida la obligacion respecto de cualquier persona natural
ojuridica solidariamente responsable.

PARAGRAFO PRIMERO. Las renuncias contenidas en esta clausula surtiran
plenos efectos y tendrén plena validez y fuerza legal, sea cual fuere Ia jurisdiccion
enque sea invocada, alegada o defendida, tanto en la Repblica de Colombia como
en cualquier otro pais.

PARAGRAFO SEGUNDO. LOS RECLAMANTES manifiestan que renuncian
voluntariamente a ejercer o continuar cualquier accion civil, administrativa, la accion
civil o de reparacion dentro del proceso penal o de cualquier naturaleza, que hayan

iniciado o pretendido iniciar en contra los directivos, empleados o contratistas de
COVAINDES.

PARAGRAFO TERCERO: Con ocasién del pago integral de la indemnizacion de
perjuiciospatrimoniales y extrapatrimoniales acordado, los reclamantes ceden
todas las acciones, derechos, que tendrian contra personas naturales o juridicas y/o
sus garantes que sean responsables de los dafios causados a los reclamantes y
que entienden y aceptan que COVIANDES se subroga en las acciones y derechos
contra los mismos, con todos sus privilegios y seguridades, que tenian aquellos
conira el responsable.

QUINTA: Los Reclamantes se obligan a prestar Ia colaboracion necesaria que.
corresponda en los procesos de recobro que adelante COVIANDES contra los.
responsables de los dafos causados.
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positivas para afectar la validez de los convenios o privarios de sus efectos™.

Decantado lo que precede, y conocidos los efectos de la transaccion, estd probado que en las
datas del 10y 25 de abril de 2019, asi como el 3 de mayo del mismo affo, entre los sefiores Ana
Julia Garcia de Beltran y Marco Aurelio Beltrén Daza como padres del occiso, asf como por Yineth
Noreidy, Beltran Alferez, como hija del fallecido, en comunin con Blanca Nelly Alferez Garcia en
calidad de conyuge y en representacion de los menores Michelle Lorena Beltrdn Alferez y Neider
Yesid Beltran Alferez, se celebraron contratos de transaccion suscritos con COVIANDES SA'S.,
en los cuales se declararon como indemnizadas integralmente por los hechos del 18 de enero de
2015, y en comunidn a tal declaracin, también hicieron constar en las cléusulas cuarta, séptimay
novena lo siguiente:

SEPTIMA. DECLARACIONES. Bajo la gravedad de juramento LOS
RECLAMANTES manifiestan que se encuentran de acuerdo con la indemnizacion
total y definitva pactada, y que no existe persona con igual o mefor derecho. En
‘caso de existir alguna y llegare a presentarse posteriormente, nos comprometemos
personalmente a cancelarle a dicha(s) personal(s) cualquier suma quele sea exigida
en proporcién a la ley, exonerando de cualquier responsabilidad a LA COMPANIA.

NOVENA. COSA JUZGADA. La presente transaccion tiene como fundamento lo
previsto en los articulos 2469 a 2487 del Cédigo Givil y produce efectos de cosa
juzgada sobre los mismos hechos aqui tratados.

Lo citado permite afirmar que los hoy demandantes en calidad de hermanos y sobrinos, aunque
acrediten su vingulg consanguineo, han perdido de las hoy demandadas

De lo anterior, resulta claro que las obligaciones contraidas en virtud de los contratos celebrados
son ley para las partes contratantes, en tanto estos contemplan obligaciones que se crean para
cumplirse. De manera que las convenciones establecidas en ejercicio el principio e autonomia
privada son vinculantes, debiendo tenerse en cuenta los acuerdos transaccionales susciitos con
relacion al seffor Gildardo Jiménez (Q.E.P.D.) quien se encontraba desempefiando sus funciones
para el momento del desplome.

37.  ENRIQUECIMIENTO SIN JUSTA CAUSA.

312a.m
12/08/2024
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;%;’SEXTA: CONFIDENCIALIDAD: Los reclamantes se comprometen y garantizan la

# reserva y confidencialidad del acuerdo contenido en este contrato, y, en caso de
incumplit lo aqui estipulado, incurrira quien lo viole, en una sancion eq
10 salarios minimos legales mensuales,

lente a

SEPTIMA. DECLARACIONES. Bajo la gravedad de juramento LOS
RECLAMANTES manifiestan que se encuentran de acuerdo con la indemnizacion
total y definitiva paclada, y que no existe persona con igual o mejor derecho. En
caso de existir alguna y llegare a presentarse posteriormente, nos comprometemos
personalmente a cancelarle a dicha(s) persona(s) cualquier suma que le sea exigida
en proporcién ala ley, exonerando de cualquier responsabilidad a LA COMPANIA.

OCTAVA. El presente Acuerdo de Transaccion, sustituye y deja sin efecto alguno,
cualquier pacto anterior entre las partes verbal o escrito, sobre el mismo objeto y
por tanto, las partes declaran que sera el tnico que tiene valor entre ellas, para
regular sus obligaciones y derechos.

PARAGRAFO. Las partes declaran que tuvieron la oportunidad de revisar el
presente documento con detenimiento, de entender su contenido y alcances, sugerir
y discutir modificaciones, y por ello, expresamente manifiestan que entienden todas
¥ cada una de las clausulas en él contenidas y los efectos aue ellas aeneran

NOVENA. COSA JUZGADA. La presente transaccion tiene como fundamento lo
previsto en los articulos 2468 a 2487 del Codigo Civil y produce efectos de cosa
juzgada sobre los mismos hechos aqui tratados.

DECIMA. DIVISIBILIDAD DE LAS CLAUSULAS. Las partes convienen en que la
declaratoria de invalidez o nuiidad dada por autoridad competente de cualquiera de
las clausulas del presente Contrato, no afectan la validez e las demas cléusulas
de los mismos. En caso de declararse dicha nulidad o invalidez, LAS PARTES se
comprometen a negociar de buena fe los nuevos términos y condiciones de esas
clausulas que, en la medida de o posible, deberdn reflejar al maximo la intencion
original de las partes que se expresa en este documento, asi como restaurar la
voluntad y efecto de este Contrato.

DECIMA PRIMERA. REPRESENTACION LEGAL. Las partes declaran a través de

SUS representantes que tienen la capacidad legal otorgada por la sociedad e

+ 5/ institucion que representan, para celebrar el presente contrato, representacion que
£ alafecha de firma de este documento no ha sido revocada.

" DECIMA SEGUNDA. Forman parte integral del presente contrato los siguientes
documentos: Registros Civiles de Nacimiento de los hijos, certificado de defuncion
del fallecido sefior BELTRAN, Registro Civil de Matrimonio celebrado entre el sefior
BELTRAN GARCIA y la sefiora BLANCA NELLY ALFEREZ GARCIA y poder (s)

12 acraditan Ia tanrasantacidn da lae narac-Cadifand. o

o=

PR | nicio | msertar

Referencias Revisar  Vista

Correspondenda

A/‘ s

Disefio de pagina Nitro Pro

arial DTS

B2 N & § -abe x, X —
v 2 K2 = ctos_comore Edcin
S A E-AcAa A a7 B @8 T | dpidos- estilos- | -
Portapapeles 1| Fuente Al pérato I |
] o R A K R R R A K R N TG E R TN T EIN R SN G

O Consuituar Serneiitia 08 COnSULG0IaIugu U 995 Ge 2000, M. Jaiitie Alauju rereia.”

Pagin: 13 de 52 | Palabras: 2,253 | B Expanol alfab.intemacion) |

[EFE

HERRERA

ABOGADOS & ASOCIADOS

positivas para afectar la validez de los convenios o privarios de sus efectos™.

Decantado lo que precede, y conocidos los efectos de la transaccion, estd probado que en las
datas del 10y 25 de abril de 2019, asi como el 3 de mayo del mismo affo, entre los sefiores Ana
Julia Garcia de Beltran y Marco Aurelio Beltrén Daza como padres del occiso, asf como por Yineth
Noreidy, Beltran Alferez, como hija del fallecido, en comunin con Blanca Nelly Alferez Garcia en
calidad de conyuge y en representacion de los menores Michelle Lorena Beltrdn Alferez y Neider
Yesid Beltran Alferez, se celebraron contratos de transaccion suscritos con COVIANDES SA'S.,
en los cuales se declararon como indemnizadas integralmente por los hechos del 18 de enero de
2015, y en comunién a tal declaracion, también hicieron constar en las clausulas séptima y
novena lo siguiente:

De lo anterior, resulta claro que las obligaciones contraidas en virtud de los contratos celebrados
son ley para las partes contratantes, en tanto estos contemplan obligaciones que se crean para
cumplirse. De manera que las convenciones establecidas en ejercicio el principio e autonomia
privada son vinculantes, debiendo tenerse en cuenta los acuerdos transaccionales susciitos con

relacién al seffor Gildardo Jiménez (Q.E.P.D.) quien se encontraba desempefiando sus funciones
para el momento del desplome.

37.  ENRIQUECIMIENTO SIN JUSTA CAUSA.

Es imposible imponer una condena y ordenar el resarcimiento de un detrimento por perjicios no
demostrados o presuntos, o si se carece de la comprobacion de sumagnitud y realizacion, ya que
0 es admisible |a presuncién en esa materia, de manera que una indemnizacion sin fundamentos

Pagina: 31 de 54 | Palabras: 29,674 | <5 |
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CLAUSULA SEGUNDA. - OBJETO.

El objeto del presente Contrato es: la ejecucion de los Estudios, Disefios Fase Il y
la construccion del puente Chirajara Nueva Calzada (recto) con superestructura
con dovelas metdlicas (vigas de acero estructural con resistencia a la corrosion
ASTM  A-588) atirantadas entre las abscisas K60+592,69 -k61+038,99
aproximadamente, con base en los Disefios Fase II entregados por CONINVIAL.
La construccion del puente Calzada Existente (curvo) con una superestructura
compuesta por vigas en estructura metalica (vigas de acero estructural con
resistencia a la corrosion ASTM A-588) tipo cajon y en 1, con base en los Estudios y
Disefios Fase III del Puente Curvo entregados por CONINVIAL K+0211,1 -
K0+438,54, en el sector 4A Chirajara de la Doble Calzada Bogota - Villavicencio, lo
que comprende el recibo de las obras de cimentacion de los puentes; asi como el
desarrollo durante la ejecucion de los trabajos, de la gestion ambiental, el manejo
de trafico, el trabajo social y la custodia predial correspondientes.

Frente al hecho 9: No me consta lo afirmado en este hecho por la parte llamante en
garantia, pues se trata de circunstancias totalmente ajenas y desconocidas por la
Compariia Aseguradora de Fianzas S.A. - Confianza, compaiiia aseguradora sin relacion

alguna con los hechos expuestos.

Frente al hecho 10: No me consta| lo afirmado en este hecho por la parte llamante en

331a.m
12/08/2024
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Ahora bien, para demostrar la falta absoluta de legitimacion en la causa por activa en el
caso concreto, es indispensable que se tenga en cuenta que en el contrato de seguro
contenido en la Péliza de Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General construccion
No. RO064699 figura como tomadora y asegurada GISAICO S.A., mientras que el
beneficiario corresponde a los terceros afectados, tal y como se evidencia en la caratula de

la péliza que se aporta por medio de la contestacion a la demanda:

roa 1
ROCB4639
RO111944

0545111944
0 MM ARAA

FECHA 2 2 2017

CC.ONT: e0trde 1

CUDAD: BOGGTADG

TELEFONO: _4nmara0

C.C.ONT: _se07a5t 1
GIUDAD: BOGOTA 0. TEL ansaran
TC.oNT_ 0z

TEL o

POLIZA DE SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL
EXTRACONTRACTUAL
RC. GENERAL CONSTRUCCION

CONFIANZA

© swia
oo sowers
e

POLIZA [
CERTIFICADO 05

CODIGO REFERENCIA PAGO:

SUCURSAL:05. MEDELLIN

[Tomanor:
‘DIRECCION:
ENAL

USUARIO: HERNANDNA

GSACOSA
CL2sRacH
dbrse geaioo@un ot en
{TASEGURADO: _GISNCO 5A.

DIRECGION: _CLZSUR G5
‘BENEFICIARIO: TERGEROS AFECTADOS
DIRECCION.

TIPCERTIFICADO: Mo

CUbAD: 0

Lo anterior quiere decir que, dado que la llamante en garantia, esto es, la Concesionaria
Vial de los Andes S.A.S. — COVIANDES, no es beneficiaria de la péliza de seguro
anteriormente mencionada, no se encuentra legitimada en la causa para reclamar las
prestaciones que del contrato se derivan. En otras palabras, los unicos legitimados para
exigir en un proceso judicial el cumplimiento del contrato de seguro materializado en la

Péliza No. RO064699, son aquellas que ostenten la calidad de asegurados o beneficiarios

347a.m.
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No existe obligacion indemnizatoria a cargo de mi prohjada, Compafiia Aseguradora De
Fianzas S.A. - CONFIANZA, respecto de la Pliza de Seguro de Responsabilidad Civil
Extracontractual, R.C. General construccién No. RO064699, frente a Coviandes, primero
por cuando este no hace parte del contrato de seguro suscrito con la sociedad GISAICO, y

002DE

segundo por cual carece de legiimacion en la causa por activa para alegar o requerir la
afectacion de una poliza por medio de la cual no se encuentra amparado. r cuanto no se ha
realizado el iesgo asegurado y amparado en la péliza. En concordancia con las condiciones
generales y particulares de la pdiiza en cuestion, por la cual mi profijada ha sido llamada a
este proceso menciona como objeto del contrato de seguro, lo siguiente:

“0BJETO:
INDEMNIZAR LOS DANOS Y/O PERJUICIOS PATRIMONIALES Y
[EXTRAPATRIMONIALES SIEMPRE QUE DERIVEN DE UN DARO FiSICO Y/0
MATERIAL IMPUTABLES AL TOMADOR /0 ASEGURADO DE LA POLIZA,
Y CAUSADOS POR LESIONES, MUERTE Y/O DARIOS A LA PROPIEDAD DE
TERCEROS Y DERIVADOS DE LAS ACTIVIDADES REALIZADAS EN TODOS
SUS FRENTES DE TRABAJO A NIVEL NACIONAL, EN LO RELACIONADO
CON DERIVADOS DE LA OPERACION NORMAL DE LAS ACTIVIDADES
DESARROLLADAS PARA LA INGENIERIA CIVIL, METALURGICA,
ELECTRICA, ELECTRONICA, MECANICA E INDUSTRIAL* (Subrayado y
negrilla fuera del texto original)

Ahora bien, dentro de los amparos previamefite relacionados no se denota que se amparen
sucesos que ha sido imposible imputar en contra del asegurado o tomador, teniendo en
cuenta que, en consonancia con la decision adoptada por el honorable Tribunal de
Arbitramento de la ciudad de Bogotd, en curso del laudo arbitral del 2 de marzo de 2020,
se resolvio la controversia existente entre CONINVIAL y GISAICO, no se demostrd un error
de disefio imputable a GISAICO S. Ay que fuera la causa del colapso de Ia torre B que
conllev al fallecimiento del sefior Gildardo Jiménez (Q.EP.D.)

pagnassseT
sssmma sl (mgenon

Iniciar sesién ML

bot33430662020017.0 Contestsion Confancs: Al VS Gisco - M oo
biseiocepigina  Retencss  Corespondends e Vita  Nirofro &
e & L)
Ka | e (B 0| e S|
P S
T rEE e R Ay

la vinculacién como llamada en garantia de SEGUROS CONFIANZA S.A., se debe
fo primera medida, que la obligacion de pago en relacién a mi prohijada solo puede
metida ante el cumplimiento de la condicién pactada, del cual pende el surgimiento
on condicional, esto es, la realizacién del riesgo asegurado. Entonces, al ser claro
efectiva del dafio o estd clara, y quien llama en garantia no esté legitimado por
hcerlo, es evidente la inexistencia de realizacion del riesgo asegurado.

b es necesario citar el objeto amparado bajo la cléusula de responsabilidad civil
ial contenida en la péliza en comento, que dispone:

DNSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL AMPARO.

A INDENNIZARA EL PERIUICIO PATRINONIAL OCASIONADO POR EL ASEGURADO A LA VICTINA O SUS.
HENTES SEGUN EL CASO, CON HOTIVO DE DETERNINADA RESPONSABILIDAD CIVL EXTRACONTRACTUAL
L URRA EL ASEGURADO DE ACUERDO CON LALEY COLOMBIANA, DURANTE LA VIGENCIA DE ESTE SEGURO,
JOS DERIVADOS UNICA Y EXCLUSIVAMENTE DE LA UTILIZACION DE LA MAQUINARIA ASEGURADA DESCRITA
JiTULA DE LA POLIZA

b resulta a cargo del demandante probar la falla del senvicio a cargo de las
portanto bajo el incumplimiento de este debery al no estar acreditada la mentada
farse responsabilidad alguna, queda automaticamente desvirtuadala responsabilidad
atribuye a la pasiva por lo que resulta inocuo estudiar la relacién causal entre una
te y el dafio alegado por quienes llaman a juicio.

ario seffalar que Ia Corte Suprema de Justicia ha reiterado en su jurisprudencia que
ta I obligacion de indemnizar por parte de la compafiia aseguradora, es requisito
2 realizacion del riesgo asegurado de conformidad con lo establecido en el articulo
hgo de Comercio:

ina de las caracteristicas de este tipo de seguro es «la materializecion de un
hicio de estirpe economico radicado en cabeza del asequrado, sin el
10 puede pretenderse que el riesgo materia del acuerdo de voluntades haya
b lugar y, por ende, que se genere responsabiided contractual del
rador. No en vano, en ellos campea con vigor el principio indemnizatorio,
bta relevancia en la relacion asegurativa. ™ (Negrita en el texto original).

tido se ha pronunciado el Consejo de Estado, pues en su Seccién Tercera recordé
ko es la materializacién del riesgo asegurado conforme a los articulos 1072y 1131
L Comercio, es decir, el hecho acaecido configura el suceso incierto contenido en la
huro y es responsabilidad del asegurado. También indico que, en un seguro de
lad civil, el siniestro es generado cuando ocurre el hecho daffoso y este afecta a un

1
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VIGENCIA VALOR ASEGURADO | VALOR ASEGURADO | VALOR PRMAEN|  pEDUCIBLE
AMPAROS ANTERIORENPESOS |  NUEVO EN PESOS PESOS
Desde | Hasta % | Minmo

 Predios, Labores y Operaciones - Vigencia 314122017 | 31-12:201 0.00] 10,000,000,000.00] 55,000,000.00] 10.00[ 5.000,000.00,
Predios, Labores y Operaciones - Evento 31122017 | 3112201 0.00] 10,000.000,000.00( 000 10.00] 5.000,000.00)
[ Responsabiciad Civl Patronal - Vigencia 31122017 | 31-12:201 0.00] 5,000,000,000.00| 0.00] 10.00( 8,000,000.00)
[Responsabiriad Civi Patonal - Everto 31122017 | 31-12:2011 0.00] 5,000,000,000.00] 000 10.00]_8,000,000.00]
[Conratistay Subcont Independiente-Vigen 31122017 | 31-12:201 0.00] 6,000.000.000.00] 000 15.00] 5500,000.00]
[Contralsta y Subcont Independiente-Event 31122017 31-12:201 0.00] 6,000,000,000.00] 0.00] 15.00[ 5.500,000.00]
[Responsabériad Cvl Cruzada - Vigenca 3122017 | 31-12:201 0.00] 6,000,000,000.00] 000] 10.00] 5,000,00000]
[Responsabiidad Civil Cruzada -Evento 31-12:2017 | 31-12:201 0.00] 6,000.000,000.00| 0.00] 10.00[ 5.000,000.00]
Gastos Medicos - Vigencia 3122017 | 31-12:201 0.00] 1,000.000.000.00| 000 0.00) 0.00)
Gasios Medicos - Evento 31-12:2017 | 31-12:201 0.00] 1,000,000,000,00| 000 0.00] 0.00)
Vehiculos Propios y No Propios - Vigencia 31122017 | 31-12-201 0.00] 6,000,000,000.00| 000 10.00 5.000,000.00)
[Vehiculos Propios y No Propios -Everto 3122017 [ 31-12:201 0.00] 6,000,000,000.00] 000 10.00] 5,000,00000]
[Bien bajo Cudado Tenencia y Control Vige: 31122017 31-12:201 0.00] 10,000.000,000.00] 0.00] 10.00[ 5.000,000.00
len bajo Cudado Tenensa y COnoFE ven 31122017 | 31-12:201 0.00] 10,000,000,000.00) 000] 10.00] 5,000,00000]
Containacitn - Vigenca 31122017 | 31-12:2011 0.00] 10,000,000,000.00] 0.00| 10.00]5,000,000.00]
Contarminacidn - Evento 31122017 | 31-12:201 0.00] 10,000,000,000.00] 0.00] 10.00[ _5.000,000.00]
Estruct Existente ylo Propiedad Adyacene- 31122017 31-12:201 0.00] 5,000,000,000.00| 0.00] 15.00( 5.500,000.00]
 Estruct Existente ylo Propiedad Adyacene- 31122017 | 31-12:201 0.00] 5,000,000,000.00| 000 15.00] 5.500,000.00)
| Conduociones Sublerraneas - Vigenca 31:12:2017 | 31-12:201 0.00] 5,000,000.000.00] 0.00] 15.00f 5.500,000.00
[ Conducciones Subtertineas - Evento 31-12:2017 | 31-12:201 0.00] 5,000.000.000.00] 0.00] 15.00[ 5.500,000.00
[Dafo Wora - Vigenca 31122017 | 31-12:2011 0.00] 10,000,000,000.00 000] 10.00] 5,000,00000]
[Dafo Mora - Evento 3112.2017 [ 31-12:2011 0.00] 10,000.000,000.00) 000 10.00] 5,000,00000]
Lucro Cesante - Vigencia 314122017 | 31-12:201 0.00] 10,000.000,000.00] 000 10.00] 5.000,000.00)
[Lucro Cesante - Evento 3122017 31-12:201 0.00] 10,000,000,000.00] 0.00] 10.00( 5.000,000.00]
Gasios Judciales de Defensa / vigencia 31122017 | 31-12:201 0.00] 6,000,000,000.00| 000 15.00 5.500,000.00)
Gastos Judciales Defansa / Evento 31122017 | 31-12:201 0.00] 6,000,000,000.00| 000 15.00 5.500,000.00)
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realizacion™> (Subrayado y negrilla fuera de texto original).

br ende, no se podra de ninguna manera obtener una indemnizacién superior en cuanti
limite de la suma asegurada por parte de mi mandante y en la proporcién de dicha pérdid
e le corresponda debido a la porcién de riesgo asumido, conforme con el amparo

ectar. Que en este caso resulta ser para el amparo de R.C. Patronal de la Péliza Segur{

b Responsabilidad Civil Extracontractual, R.C. General construccién No. RO064699,

Responsabilidad Civil Patronal - Vigencia 31-12-2017 31-12-2018) 5,000,000,000.00]
Responsabilidad Civil Patronal - Evento 31-12-2017 31-12-2018) 5,000,000,000.00|

Documento:  Pdliza  Seguro de  Responsabilidad  Civil

Extracontractual, R.C. General construccién No. RO064699.

orolario, si bien es cierto que, para la pdliza en comento dentro del limite del val
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NOMBRE COMPARIA MONEDA VALORES
RAVE AGENCIA DE SEGURO PRIMA PESOS 55,000,000.00

CARGOS DE PESOS 000
EMISION

VA PESOS 70,450,000.00

TOTAL 65,450,000.00

AMPAROS VIGENCIA VALOR ASEGURADO | VALOR ASEGURADO | VALOR PRIMA EN DEDUCIBLE
ANTERIOR ENPESOS |  NUEVO EN PESOS PESOS
Desde Hasta % imo

[Predios, Labores y Operaciones - Vigendia 31122017 | 3112201 0.00 10,000,000,000.00] 55,000,000.00] 10.00] _5,000,000.00|
[Predios, Labores y Operaciones - Everto 31122017 | 3112201 0.00 10,000,000,000.00] 0.00[ 1000 5,000,000.00
Responsabiidad Cvi Paronal - Vigenca BI122017 | 3112201 0.00 '5,000,000,000.00 0.00[ 1000 _5,000,000.00
Responsabiidad Civi Patronal - Evenla 31122017 | 3112201 0.00 5,000,000,000.00 0.00[ 1000 _5,000,000.00
Contratsta y Subcont Independiente-Vigentia 31122017 | 3112201 0.00 6,000,000,000.00 0.00[ 1500 5,500,000.00
Contratista y Subcont Independiente-Everto 31122017 | 3112201 0.00 6,000,000,000.00 0.00[ 1500 5,500,000.00
Responsabiidad Ci Cruzada - Vigensia 31122017 | 3112201 0.00 6,000,000,000.00 0.00[ 1000 5,000,000.00
Responsabiliad Civil Crizada Evento 31922017 | 3112201 0.00 6,000,000,000.00 0.00[ 1000 5,000,000.00
Gastos Medicos -Vigendia 31122017 | 3112201 0.00 1,000,000,000.00] 0.00[ 000 0.00]
Gasios Medicos - Evento 31122017 | 3112201 0.00 7,000,000,000.00] 0.00[ 000 0.00]
Vehiculos Propios y No Propios - Vigencia 31922017 | 3112201 0.00 6,000,000,000.00 0.00[ 1000 5,000,000.00
Vehiculos Propios y No Propios -Evento 31122017 | 3112201 0.00 6,000,000,000.00 0.00[ 1000 5,000,000.00
ien bajo Cuidado Tenencia y Contro-Vigencia 31122017 | 3112201 0.00 10,000,000,000.00] 0.00[ 1000 5,000,000.00
[Bien bajo Cuidado Tenencia y Control-Evento 31922017 | 3112201 0.00 10,000,000,000.00] 0.00[ 1000 5,000,000.00

n - Vigencia 31122017 | 3112201 0.00 10,000,000,000.00] 0.00[ 1000 5,000,000.00

g 31122017 | 3112201 0.00 10,000,000,000.00] 0.00] 1000 _5,000,000.00
[Esiruct Existents ylo Propiedad Adyacenie-Vigens 31122017 | 3112201 0.00 5,000,000,000.00] 0.00] 1500 _5,500,000.00
[Estruct Existente yio Propiedad Adyacente-Event 31122017 | 3112201 0.00 5,000,000,000.00] 0.00[ 1500 5,500,000.00
Conducciones Sublerraneas - Vigencia 31122017 | 3112201 0.00 5,000,000,000.00] 0.00[ 1500 5,500,000.00
Conducciones Sublerraneas - Everto 31122017 | 3112201 0.00 5,000,000,000.00] 0.00[ 1500 5,500,000.00
[Dafo Moral - Vigencia 31922017 | 3112201 0.00 70,000,000,000.00] 0.00[ 1000 5,000,000.00
[Daio Moral Evento 31122017 | 3112201 0.00 10,000,000,000.00] 0.00[ 1000 5,000,000.00
Tucro Cesanfe - Vigeneia 31122017 | 3112201 0.00 10,000,000,000.00] 0.00[ 1000 5,000,000.00
Lucro Cesante - Evento 3122017 | 3112201 0.00 10,000,000,000.00] 0.00[ 1000 _5,000,000.00
EXCLUTION 5% TRAYSAGOONES PROEEAS ENAARGS3 Y SANCIONES ECONGUICAS: LA GOFATIA o PROVEERA COBEATURA W1 7K GELIEADA X PAGIR NNGUNA PERDIOA,REGUNIACION O SENEFICo B VITUD OE £37A FOLEA 31 L FROVEIoN 0% 0o

COSERTURA S A OF A PEADEA RECLMIASION S SENEAID PUERE EXEONER A LA COUPARI A ALOURA SANIoN,FROMIEION © RESTACEION GONFORME A L RESOLIOINES S L8 ACIONES UNIGNS 5 NGNS COMERELLES 0 ECONBMIERS LEVEs
RN A3 5 SinL SEA AEDEION APLIARLE A LA RPN

CONDRIONES SENERALES OF LA COSERTURA. O LAS CLUBIONED ¥ B2 LAS SARANTIASCE L s i3 ME IWNEORMARON U PUESS CONBULTIR TOD03 03 CORDIEIONAD03 OF MANERA PR ¥ PERAAENTELENTE f L PAGIA WES o, CONFUEA SO
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